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	1. INTRODUCCIÓN




El compromiso del Gobierno de Canarias con el desarrollo de una sociedad democrática, libre, justa, igualitaria y solidaria se concreta en la planificación y ejecución de políticas públicas que previenen o intervienen sobre todas aquellas situaciones y condiciones que impiden el pleno ejercicio de los derechos fundamentales por las mujeres, su acceso y disfrute del Estado Social y Democrático de Derecho y de una digna calidad de vida.

En ese sentido, el documento que en estos momentos tiene entre sus manos, el Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006), parte del convencimiento por parte del Gobierno de Canarias de que la violencia contra las mujeres, en sus múltiples formas, es hoy y en nuestro territorio una terrible lacra social cuya dimensión real prácticamente desconocemos y que debilita los pilares básicos de nuestro sistema político social. La violencia de género es una realidad dramáticamente compartida por mujeres de todas las islas, de las más diversas edades y situaciones socioeconómicas y culturales. Se trata de un problema social de gran envergadura, que no entiende de fronteras y que nos afecta a todas y a todos.

La decisión de elaborar y aprobar este documento, por tanto, surge de la convicción firme del Gobierno de Canarias de la necesidad de priorizar la lucha contra la violencia de género en los programas políticos y en la ejecución de las competencias de sus departamentos. Esta violencia, de carácter estructural, responde a creencias profundamente discriminatorias y sexistas que atentan contra los derechos humanos universales y las libertades fundamentales. La defensa del derecho a la vida y a la integridad física y psíquica es una responsabilidad que los poderes públicos debemos asumir con la máxima eficacia, y, para ello, se considera imprescindible la planificación y ejecución de políticas públicas específicas que, de manera coordinada entre las diferentes instituciones, respondan a la complejidad del fenómeno en nuestra comunidad y territorio.


El Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres tiene como objetivo desarrollar las directrices que orienten la respuesta de las instituciones a todas las manifestaciones del fenómeno de la violencia de género en Canarias en los próximos cinco años, y sentar las bases para las decisiones políticas y sociales que se tomen a este respecto. En este sentido, no sólo pretende crear, dotar adecuadamente y consolidar los mecanismos de asistencia y abordaje de un fenómeno que ya existe, sino desarrollar estrategias preventivas para la modificación de las estructuras y creencias que sostienen y legitiman la violencia de género en nuestra Comunidad Autónoma. La complejidad de este fenómeno requiere soluciones que no se limiten a paliar las consecuencias sino que aborden las causas y lo que subyace a los actos de violencia, es decir, el modelo dominante que impone la subordinación de las mujeres a los hombres y perpetúa la discriminación de aquéllas. Si nuestros esquemas de pensamiento tuvieran interiorizada la concepción de las mujeres como iguales, se habría dado el primer paso para la erradicación de la violencia de género.  


Es por ello por lo que este Programa no sólo pretende prevenir y erradicar la violencia que se ejerce contra las mujeres en el ámbito doméstico (física, psíquica, sexual, económica) o las agresiones sexuales, sino que, realizando un esfuerzo de identificación y definición, aborda otras formas de violencia de género, no identificadas o tradicionalmente más desconocidas. La concepción de abordaje integral de la violencia de género es uno de los principios rectores de este documento, así como el de ofrecer un modelo de referencia para la atención a las mujeres víctimas de violencia en nuestra Comunidad Autónoma.

Conforme a todo lo expuesto, la estructura de este documento incluye un estado de la cuestión cuantitativo (denuncias; consultas y demandas de asistencia de los servicios públicos; activaciones de servicios de emergencia) y cualitativo (percepción de las y los profesionales de los sistemas públicos -Sanidad, Educación, Justicia, Servicios Sociales- y de mujeres víctimas) acerca de la situación visible de la violencia de género en Canarias. Asimismo, se describe el contexto normativo y declarativo que ampara las políticas de intervención en esta materia, el marco conceptual de referencia a lo largo de todo el documento y el marco competencial que vincula al sector de los servicios sociales.

En su estructura se ha optado por la organización de las medidas de intervención conforme a cinco proyectos transversales, relativos a los distintos aspectos de la acción pública en relación con la violencia de género: concienciación social; sistemas de registro y documentación; creación de servicios estables; estrategias de prevención y estructuras de coordinación, y a otros trece proyectos específicos en función de los diferentes tipos de violencia identificados en el Programa: violencia en el ámbito doméstico (que incluye cualquiera de ellas); agresión sexual; acoso sexual; acoso moral; hostigamiento en los espacios públicos; tráfico de mujeres; mutilación genital femenina; violencia contra los derechos sexuales y reproductivos; violencia derivada de conflictos armados; violencia a través del uso del lenguaje sexista, los productos culturales, los medios de comunicación y las nuevas tecnologías; violencia económica y violencia ritual y religiosa. 

Es importante señalar que, no siendo equiparable la preocupación de la sociedad por las diferentes manifestaciones de la violencia de género, sí es cierto que la demanda social de intervención institucional se ha acrecentado enormemente en los últimos tiempos gracias a la labor sensibilizadora que tanto desde los organismos de igualdad como desde los colectivos de mujeres y otros foros de la iniciativa social, comunitaria y universitaria, y desde los medios de comunicación, se ha llevado a cabo. 

Desde el mandato Constitucional recogido en el artículo 9.2, hasta las diversas directivas, resoluciones y recomendaciones de la Unión Europea, pasando por los acuerdos de las conferencias mundiales de la mujer y otros instrumentos promovidos por Naciones Unidas, se ha dejado clara la responsabilidad de los poderes públicos en la lucha contra cualquier forma de discriminación contra las mujeres, y, en el caso que nos ocupa, específicamente, contra la violencia de género. Por ello, las instituciones públicas han de desarrollar políticas y planes operativos, con financiación adecuada, destinados a prevenir y erradicar la violencia de género. Han de cuidar el trato que se da a las víctimas de la violencia de género desde instituciones que, por principio, tienen que velar por los derechos de las mujeres y han de garantizar que el sistema responda adecuadamente ante estas situaciones, especialmente estableciendo los mecanismos para que los que las perpetran no queden impunes.  
No obstante, la idea de que la violencia contra las mujeres, especialmente la ejercida en el ámbito doméstico, es un asunto privado ha legitimado la tolerancia y el escaso rechazo social que estos hechos provocan. Por otro lado, la percepción de los hombres de no ser agresores (“eso sólo lo hacen unos pocos psicópatas”) y de las mujeres de no ser maltratadas (“eso no me puede pasar a mí”) limita la solidaridad intragenérica y condiciona la postura de apoyo de la sociedad en general, tanto de hombres como de mujeres, que no perciben el problema como una lacra social, ni como una violación de derechos humanos, ni como un terrorismo encubierto. Las normas de esta cultura “absentista” propician y toleran la violencia de género, y es importante articular estrategias que comprometan a la sociedad y especialmente a los hombres a romper el silencio cómplice y a colaborar activamente en la lucha contra la violencia. Tolerar o ignorar la violencia contra las mujeres, permanecer impasibles ante ella y permitir que se siga produciendo puede llegar a ser otra forma de violencia.

En este sentido, conviene indicar que no es este programa ni la primera iniciativa ni el primer documento del Gobierno de Canarias que recoge acciones específicas contra la violencia de género. Tanto el primer Plan Canario de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (1995-1996), como el segundo, 1997-2001, y el tercero (2002-2006), actualmente en proceso de elaboración para la elevación a Consejo de Gobierno, incluyen medidas relativas a la prevención, atención a las mujeres víctimas y erradicación de la violencia de género. 

Por último, es necesario indicar que el Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006) es el resultado de un largo proceso participativo de análisis, diagnóstico, reflexión y consulta realizado a través de entrevistas en profundidad, encuestas o grupos de discusión, en el que han intervenido numerosas personas de muy distintos ámbitos. Para diseñar correctamente los proyectos que en él se contienen, se consideró imprescindible integrar en su elaboración a todos los agentes sociales que, de una manera u otra, se hallan implicados en esta lucha: las asociaciones de mujeres, el personal técnico responsable de los recursos de atención y acogida a las mujeres víctimas de violencia de género, las secretarías o áreas de la mujer de los sindicatos, personas expertas de muy diferentes ámbitos (educativo, judicial, sanitario, laboral...), las y los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado,  las y los responsables políticos autonómicos, insulares y municipales competentes y/o interesados en la materia, y, por supuesto, y de manera prioritaria, las propias mujeres que sufren o han sufrido violencia de género. Su percepción de los recursos existentes, de las campañas realizadas, de las dificultades vividas en su camino de denuncia y salida de la situación de violencia, nos parece fundamental para la concepción de este programa. Desde aquí, expresamos nuestro más sincero agradecimiento y felicitación por su esfuerzo y la calidad y el rigor de las aportaciones realizadas. Sin todas y todos ustedes este documento no sería lo que hoy podemos presentarles. 

	2. CONTEXTO NORMATIVO Y DECLARATIVO




	2.1. NACIONES UNIDAS




Con antecedentes históricos en la Sociedad de Naciones, que en 1926 suscribe la Convención sobre la esclavitud (modificada por Naciones Unidas en 1953), la Organización de Naciones Unidas es el primer órgano que identifica la violencia contra las mujeres como un fenómeno con entidad y características propias; lo asimila a las violaciones de los derechos humanos fundamentales; lo reconoce como problema universal y asigna responsabilidades de los Estados y los Gobiernos en su prevención y su erradicación.

La Carta de las Naciones Unidas (1945) incluye entre sus principios básicos la cooperación internacional en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de las personas, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión. En 1946, crea la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, a cuyas instancias, en 1972, la Asamblea General proclama el año 1975 como Año Internacional de la Mujer.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) recoge el principio de igualdad y de protección ante la ley sin distinción de sexo, prohíbe todas las formas de discriminación por razones de sexo, garantiza el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona y reconoce la igualdad ante la ley e igual protección contra toda forma de discriminación.

La Convención para la supresión del tráfico de personas y de la explotación de la prostitución de otros (1949) proscribe todas las formas de cosificación de las personas para fines de explotación laboral o sexual.

A estos instrumentos iniciales siguieron muchos otros, que pusieron los pilares básicos para el posterior desarrollo de los ordenamientos jurídicos democráticos de los Estados Miembros fundamentados en la libertad, la igualdad, la integridad y la dignidad de la persona. Algunos de estos instrumentos fueron: 

El Convenio para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 1950.

El 25 de julio de 1951 entró en vigor la Convención para la supresión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas el 2 de diciembre de 1949, que considera que la prostitución y la trata de personas para fines de prostitución son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana.

La Convención suplementaria de la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos e instituciones y prácticas similares a la esclavitud, 1956.

La Declaración sobre los derechos del niño, 1959.
La Resolución 821 II (XXXII), del Consejo Económico y Social (1961), que invita a la Organización Mundial de la Salud a estudiar las prácticas tradicionales perjudiciales para la vida y la salud de mujeres y niñas.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el Convenio Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos y Protocolo opcional, 1966.

La Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra las mujeres, adoptada mediante Resolución de la Asamblea General nº 2263, XXII, 1967.

La Proclamación de Teherán, en el seno de la Conferencia Internacional de Derechos Humanos (1968).

El 14 de diciembre de 1974, Naciones Unidas proclama la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, que entre otros aspectos recoge que se considerarán actos criminales todas las formas de represión y los tratos crueles e inhumanos a las mujeres, a niñas y a niños, incluidos la reclusión, la tortura, las ejecuciones, las detenciones en masa, los castigos colectivos, la destrucción de viviendas y el desalojo forzoso, que cometan los beligerantes en el curso de operaciones militares o en territorios ocupados.

La Declaración sobre la protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penal crueles, inhumanos o degradantes (1975).

En 1975 tiene lugar en México la I Conferencia Mundial sobre las Mujeres, en la que se manifiesta, entre otras muchas observaciones de interés, que la educación social debería enseñar a respetar la integridad física de la mujer; aprobó el Plan de Acción mundial para la implantación de los objetivos del Año Internacional de la Mujer y declaró la década 1976-1985 como el Decenio de Naciones Unidas para las Mujeres.

En 1979, la Asamblea General de Naciones Unidas adopta, mediante Resolución 34/180, la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y el Protocolo opcional a la Convención. Tiene el rango de vinculatoriedad de “Tratado Internacional” y constituye el instrumento internacional más importante para la promoción de los derechos y libertades fundamentales de las mujeres.

La Convención fue ratificada en su origen por 50 Estados, y por 136 en 1995; con un carácter vinculante, se ha convertido en el marco jurídico básico para la erradicación de la discriminación por razón de sexo. España la ratificó en 1983, excepto en lo relativo al art. 57 de la Constitución de 1978. En 2001 aún no la habían ratificado ni los Estados Unidos de Norteamérica ni el Estado del Vaticano.

En 1980, se celebra en Copenhague la II Conferencia Mundial sobre las Mujeres, donde se examinan los avances del Plan de Acción puesto en marcha en México y los obstáculos que impiden el avance de las mujeres.


En 1981, se emite la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones, y en 1984 la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.


Entre las Recomendaciones del Comité para la Eliminación de la discriminación contra las mujeres (CEDAW, 1982), en materia de violencia de género, se encuentran:

1. Recomendación General 12, que exige a los estados parte que incluyan en sus informes datos sobre la violencia contra las mujeres en todas sus formas y contextos.

2. Recomendación General 14, que se refiere específicamente a la ablación o escisión genital de la mujer, incluyendo una serie de sugerencias y recomendaciones de carácter principalmente educativo para conseguir su eliminación.

3. Recomendación General 19, relativa a la violencia contra la mujer (cuestión que no se trata directamente en la Convención), adoptada en 1992, que declara rotundamente que la violencia contra la mujer es una forma de discriminación por razón de sexo y una violación de los derechos humanos garantizados en el ámbito internacional.

La Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, de 1984.

En 1985, tiene lugar en Nairobi la III Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio de las Naciones Unidas para las Mujeres, en la que se aprueba las llamadas "Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la Mujer", que, en su capítulo IV, titulado “Situaciones de especial interés”, dedica un párrafo expreso (párrafo 288) a “La mujer maltratada”. La declaración pone de manifiesto el aumento de la violencia sexual contra las mujeres y exhorta a los gobiernos a que afirmen como cuestión de prioridad la dignidad de las mujeres, así como a que establezcan o refuercen los servicios de asistencia a las mujeres víctimas de este tipo de violencia (alojamiento, apoyo, asesoramiento jurídico), a que creen conciencia pública de que este tipo de violencia afecta a la sociedad, y, por lo tanto, es un problema social frente al que se han de adoptar medidas políticas y legislativas encaminadas a establecer sus causas, a impedirla y eliminarla.

En 1988 se nombra una Relatora especial sobre Prácticas Tradicionales Nocivas para la Salud de las Mujeres.

La Convención sobre los derechos del niño, 1989.

En 1991, el Seminario sobre las prácticas tradicionales perjudiciales para la vida y la salud de mujeres y niñas, organizado en Burkina Faso, emite las Recomendaciones (E/C.4/Sub.2/1991/48) a los Estados miembros de NN.UU.

El 20 de diciembre de 1993, la Resolución 48/104 de la Asamblea General de Naciones Unidas, adoptada en el seno de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, formula una serie de recomendaciones a los Estados partes sobre medidas a adoptar para combatir de forma eficaz la violencia. Entre todas las formuladas destacan:

1. Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por particulares.

2. Establecer en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y administrativas para castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto de violencia.  Debe darse a éstas acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de su derecho a pedir reparación por medio de esos mecanismos.

3. Considerar la posibilidad de elaborar planes de acción nacionales para promover la protección de la mujer contra toda forma de violencia.  (...)

4. Esforzarse por garantizar (...) que las mujeres víctimas de violencia, y cuando corresponda sus hijas e hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños y las niñas, tratamiento y asesoramiento, (...).

5. Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector de la educación, para modificar las pautas sociales y culturales de comportamiento del hombre y de la mujer y eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de inferioridad o superioridad de uno de los sexos y en la atribución de papeles estereotipados al hombre y a la mujer.

En 1994, se propone en Colombo (Sri Lanka) el Plan de Acción para la Eliminación de las Prácticas Tradicionales Perjudiciales para la vida y la salud de mujeres y niñas, que entra en vigor mediante la Resolución 30/1994, de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y protección de las minorías (Comisión de Derechos Humanos).

Mediante Resolución 45/1994, de la Comisión de Derechos Humanos, se reconoce como formas de violencia contra las mujeres prácticas consideradas hasta entonces no tradicionales, tales como la violación y la violencia doméstica; por primera vez se asigna a los gobiernos responsabilidad por los actos de violencia cometidos por individuos y se nombra un Relator o Relatora especial que estudie las causas y consecuencias de la violencia contra las mujeres.

La Resolución WHA47.10, de la 47ª Asamblea Mundial de la Salud (OMS), trata específicamente las prácticas tradicionales perjudiciales para la salud de las mujeres y las niñas, e insta a los Estados miembros a establecer políticas para poner término a las mismas.

La IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres, celebrada en Beijing en 1995, analiza lo avanzado hasta ese momento y se fija como uno de sus objetivos estratégicos el de "adoptar medidas integradas para prevenir y eliminar la violencia contra las mujeres", asumiendo gran parte de las establecidas por la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de 1993, e introduciendo nuevas medidas tales como promover la integración activa y visible de la perspectiva de género en todas las políticas y programas relativos a la violencia contra las mujeres.

Es en esta IV Conferencia Mundial donde se suscribe una Plataforma propositiva integral dirigida a varias instancias competenciales y de responsabilidad en materia de violencia de género. Mediante el Objetivo estratégico D.1, se insta:

-Medidas que han de adoptar los gobiernos:

1. Condenar la violencia contra las mujeres y abstenerse de invocar ninguna costumbre, tradición o consideración de carácter religioso para eludir sus obligaciones con respecto a la eliminación de la violencia (...).

2. Castigar los actos de violencia contra las mujeres, ya hayan sido cometidos por el Estado o por particulares.

3. Introducir sanciones penales, civiles, laborales y administrativas en las legislaciones nacionales, o reforzar las vigentes, con el fin de castigar y reparar los daños causados a las mujeres y las niñas víctimas de cualquier tipo de violencia, ya sea en el hogar, el lugar de trabajo, la comunidad o la sociedad.

4. Adoptar y/o aplicar las leyes pertinentes, y revisarlas y analizarlas periódicamente, a fin de asegurar su eficacia en la eliminación de la violencia contra las mujeres, haciendo hincapié en la prevención de la violencia y el enjuiciamiento de los agresores; adoptar medidas para garantizar la protección de las mujeres víctimas de la violencia, el acceso a compensaciones justas y eficaces, inclusive la reparación de los daños causados, la indemnización y el tratamiento de las víctimas y la rehabilitación de los agresores.

5. Trabajar activamente para ratificar o aplicar todas las normas e instrumentos internacionales de derechos humanos en lo relativo a la violencia contra las mujeres, incluidos los contenidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes.

6. Aplicar la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres, teniendo en cuenta la Recomendación General 19, aprobada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra las Mujeres en su 11º período de sesiones.

7. Promover la integración activa y visible de la perspectiva de género en todas las políticas y programas relativos a la violencia contra las mujeres; impulsar, respaldar y aplicar las medidas y los programas destinados a desarrollar los conocimientos y propiciar la comprensión de las causas, las consecuencias y los mecanismos de la violencia contra las mujeres entre las personas responsables de la aplicación de esas políticas, como el personal funcionario encargado del cumplimiento de las leyes, policías, asistentes sociales, personal médico y judicial, así como entre las personas que se dedican a actividades relacionadas con las minorías, las personas migrantes y refugiadas; establecer estrategias para impedir que las mujeres víctimas de violencia vuelvan a sufrirla por la falta de perspectiva de género en las leyes o en las prácticas de aplicación de las leyes o los procedimientos judiciales.

8. Facilitar a las mujeres víctimas de violencia el acceso a los sistemas judiciales y, según lo previsto en las leyes nacionales, a soluciones justas y eficaces para reparar los daños y perjuicios de que han sido objeto, e informarles acerca de su derecho a obtener compensación a través de esos mecanismos.

9. Aprobar y aplicar leyes contra quienes realicen actos de violencia contra las mujeres, como la mutilación genital femenina, el infanticidio femenino, la selección prenatal del sexo y la violencia relacionada con la dote, y respaldar con determinación los esfuerzos de las organizaciones no gubernamentales y locales por eliminar esas prácticas.

10. Formular y aplicar, a todos los niveles apropiados, planes de acción para erradicar la violencia contra las mujeres.

11. Adoptar todas las medidas necesarias, especialmente en el ámbito de la enseñanza, para modificar los modelos de conducta sociales y culturales de mujeres y hombres, y eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de otro tipo basadas en la idea de la inferioridad o la superioridad de uno u otro sexo y en los estereotipos asignados a mujeres y hombres.

12. Crear mecanismos institucionales, o reforzar los existentes, a fin de que las mujeres y las niñas puedan denunciar los actos de violencia cometidos contra ellas e interponer denuncias al respecto en condiciones de seguridad y confidencialidad, y sin temor a castigos o represalias.

13. Garantizar el acceso de las mujeres con discapacidades a la información y los servicios en el ámbito de la violencia contra las mujeres.

14. Instaurar, mejorar o promover, según resulte apropiado, y financiar la formación de personal judicial, letrado, médico, social, pedagógico y de policía y agentes especiales de inmigración para evitar los abusos de poder que dan pie a la violencia contra las mujeres, sensibilizando a estas personas sobre la naturaleza de los actos y sobre la violencia de género, para conseguir que las mujeres víctimas reciban un trato justo.

15. Promulgar nuevas leyes, cuando sea necesario, y reforzar las vigentes para que prevean penas para policías, fuerzas de seguridad o cualquier otro agente del Estado que cometa actos de violencia contra las mujeres en el desempeño de sus funciones; revisar las leyes vigentes y adoptar medidas eficaces contra los agresores.

16. Asignar recursos suficientes en los presupuestos generales del Estado y movilizar recursos locales para actividades relacionadas con la eliminación de la violencia contra las mujeres, que incluyan recursos para la aplicación de planes para la acción apropiados a todos los niveles.


Estas medidas se completan con tres apartados que hacen referencia a la necesidad de incluir en los informes de derechos humanos de Naciones Unidas información relativa a la violencia contra las mujeres, y la necesidad de facilitar la labor de la Relatora Especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre violencia contra las mujeres.

-Medidas que han de adoptar los gobiernos, incluidos los gobiernos locales, las organizaciones populares, las ONG, las instituciones educativas, los sectores público y privado, en particular las empresas, y los medios de comunicación, según proceda:

1. Establecer centros de acogida y servicios de apoyo dotados de los recursos necesarios para atender a las niñas y mujeres víctimas de violencia y prestarles servicios médicos, psicológicos y de asesoramiento, así como asistencia letrada gratuita o de bajo costo cuando sea necesario además de la orientación que corresponda para ayudarles a encontrar medios de subsistencia.

2. Establecer servicios que sean lingüística y culturalmente accesibles para las mujeres y niñas migrantes, incluidas las trabajadoras migrantes, que sean víctimas de la violencia sexista.

3. Reconocer la vulnerabilidad frente a la violencia y a otras formas de agresiones contra las mujeres migrantes, incluidas las trabajadoras migrantes, cuya condición jurídica en el país de acogida dependa de empleadores y empleadoras que puedan explotar su situación.

4. Apoyar las iniciativas de las organizaciones de mujeres y no gubernamentales de todo el mundo encaminadas a despertar la conciencia sobre el problema de la violencia contra las mujeres para contribuir con ello a su erradicación.

5. Organizar, apoyar y financiar campañas de educación y sensibilización popular encaminadas a despertar la conciencia de que la violencia contra las mujeres constituye una violación de sus derechos humanos y alentar en las comunidades locales el empleo de métodos tradicionales e innovadores apropiados con la perspectiva de género para la resolución de conflictos.

6. Reconocer, apoyar y promover el papel fundamental que desempeñan las instituciones intermedias, como los centros de atención primaria de salud, de planificación familiar, los servicios de salud que existen en las escuelas, los servicios de protección de madres y criaturas, los centros para familias migrantes y otros similares en materia de información y educación relativas a los malos tratos.

7. Organizar y financiar campañas de información y programas de educación y formación a fin de sensibilizar a niñas y a niños, a mujeres y a hombres, acerca de los efectos negativos personales y sociales de la violencia en la familia, en la comunidad y en la sociedad; enseñarles a comunicarse sin violencia y asesorar a las víctimas y a las víctimas potenciales, de modo que puedan protegerse y proteger a otras personas de dichas agresiones.

8. Difundir información sobre la asistencia de la que disponen las mujeres y las familias que son víctimas de la violencia.

9. Proporcionar, financiar y promover servicios de asesoramiento y rehabilitación para los agresores y promover el estudio de las posibilidades de realizar actividades similares para prevenir su reincidencia.

10. Concienciar acerca de la responsabilidad de los medios de comunicación en la promoción de imágenes no estereotipadas de mujeres y hombres y eliminar los modelos de conducta generadores de violencia que en ellos se presentan, así como de alentar a las personas responsables del contenido que se difunde a que se establezcan directrices y códigos de conducta profesionales; y sensibilizar sobre la importante función de los medios de información en lo relativo a informar y educar a la población acerca de las causas y los efectos de la violencia contra las mujeres y a estimular el debate público sobre el tema.

-Medidas que han de adoptar los gobiernos, los empleadores y empleadoras, las organizaciones sindicales, las organizaciones populares y juveniles y las no gubernamentales, según proceda, y que se concretan en:

1. Desarrollar programas y procedimientos para eliminar el acoso sexual y otras formas de violencia contra las mujeres de todas las instituciones de enseñanza, lugares de trabajo y demás ámbitos.

2. Desarrollar programas y procedimientos para educar y concienciar sobre los actos de violencia contra las mujeres que constituyen delito y violan sus derechos humanos.

3. Desarrollar programas de asesoramiento, rehabilitación y apoyo para niñas, adolescentes y jóvenes que hayan sido o sean objeto de relaciones abusivas, en particular las que viven en hogares o instituciones donde esto ocurra.

4. Adoptar medidas especiales para eliminar la violencia contra las mujeres, en particular las especialmente vulnerables, como las jóvenes, las refugiadas, las desplazadas, incluyendo a las desplazadas internas, las que sufren discapacidades y las trabajadoras migrantes, incluyendo medidas encaminadas a hacer cumplir la legislación vigente y a elaborar según proceda, nueva legislación para las trabajadoras migrantes tanto en los países de origen como en los de acogida.

Al margen de estas medidas, otros dos objetivos estratégicos recogen actuaciones en el ámbito de la prevención y la investigación del impacto de la violencia contra las mujeres, así como actuaciones referidas a eliminar las redes de tráfico de mujeres.


Por otra parte, la Asamblea General de Naciones Unidas adopta, en su Resolución de 6 de octubre de 1999 un Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, que reconoce las competencias del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer para valorar las comunicaciones de aquellas personas que aleguen ser víctimas de una violación de los derechos reconocidos en la Convención de 1979.

En 1999 se emite la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos.

También en 1999, la Resolución WHA47.10, de la 47ª Asamblea Mundial de la Salud (OMS), trata específicamente las prácticas tradicionales perjudiciales para la salud de las mujeres y las niñas, e insta a los Estados miembros a establecer políticas para poner término a las mismas.

La Resolución de la Comisión de Derechos Humanos (56ª sesión, 20 de abril de 2000), que está dirigida a combatir el tráfico de mujeres y niñas, eliminar la violencia contra las mujeres e incorporar los derechos humanos de las mujeres en todo el Sistema de Naciones Unidas.


Finalmente, la Asamblea General de Naciones Unidas, en sesión celebrada el 10 de junio de 2000, en el curso de la Conferencia de Nueva York (Beijing + 5), denominada "Mujeres 2000: Igualdad de Género, Desarrollo y Paz para siglo XXI", de Evaluación de los logros y obstáculos en el desarrollo de la Plataforma de Beijing (IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres, 1995), llegó al unánime consenso de considerar que la violencia de género es un asunto de interés público aún cuando ésta tenga lugar en la vida privada, y, entre las medidas en las que incide de modo especial para adoptar por los gobiernos, están aquellas referidas a erradicar la violencia contra las niñas en sus manifestaciones de explotación sexual, prostitución, pornografía infantil, y prácticas tradicionales nocivas como la mutilación genital.

En este sentido destacó, entre otros aspectos: 

1. La carencia de programas integrales para abordar la violencia contra las mujeres y la falta de datos que dificultan el análisis y el diseño de políticas adecuadas.

2. La necesidad de impulsar investigaciones sobre todas las formas de violencia para conocer sus causas y poder tomar medidas para eliminarla.

	2.2. COMUNIDAD EUROPEA




	2.2.1. NORMATIVA




En el marco de la Unión Europea, la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres se consagra como uno de los objetivos de la Comunidad en el artículo 2 del Tratado CEE. Si se considera que la violencia de género es la exacerbación de la desigualdad, tanto la Unión Europea como los Estados (y las entidades territoriales competentes en su caso) están capacitados para adoptar medidas legislativas coordinadas y tendentes a prevenir la violencia contra las mujeres, así como a sancionar las conductas violentas y a resarcir a las víctimas procurando al mismo tiempo las respuestas oportunas, tanto preventivas como reparadoras.


La Convención para la salvaguarda de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 1950, garantiza el disfrute de los derechos y libertades reconocidos, sin distinción alguna fundada en el sexo.

 El Tratado de Roma, constitutivo de la Comunidad Económica Europea, de 25 de marzo de 1957, introduce, en su artículo 14, el principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo.
En 1979, el Consejo de Europa crea el Comité sobre la condición femenina, que es sustituido en 1981 por el Comité Consultivo para la igualdad entre el hombre y la mujer, como órgano de apoyo a la Comisión Europea en la implantación de políticas de igualdad de oportunidades.

En 1984, se crea en el seno del Parlamento Europeo la Comisión de Derechos de la Mujer, con la función de preparar informes, participar en los plenos, intervenir a favor de las mujeres en los presupuestos de la Unión Europea y tomar postura sobre diversos problemas sometidos al Parlamento que conciernen a las mujeres.


La Resolución del Parlamento Europeo de 11 de junio de 1986, sobre la Protección de la Dignidad de las Personas y la vulneración de los Derechos Humanos que supone la violencia contra las mujeres, considerando que las constituciones de la mayoría de los Estados miembros contienen cláusulas que se refieren a la inviolabilidad de la persona, a la protección de la vida privada y la dignidad humana, y a la salvaguarda de las libertades individuales; que todos los aspectos de la violencia física y psíquica contra la persona constituyen una violación de los derechos humanos; que a pesar de la existencia de esos derechos fundamentales, las mujeres y las niñas se ven sometidas a diversas formas específicas de violencia que suponen una violación de sus libertades individuales, de su dignidad y de su autodeterminación; y, además, que estas violaciones no pueden ser consideradas como una alteración accidental de las relaciones entre los individuos, exhorta a los Estados miembros a:
1. La realización de estudios para compilar estadísticas y datos que permitan una plena valoración de todos los aspectos de la violencia contra las mujeres.

2. La realización de campañas de información y concienciación orientadas a la ayuda a las víctimas y al fomento de la denuncia de la violencia.

3. La realización de una campaña de información sexual.

4. La revisión de la legislación sobre agresiones sexuales.

5. La formación adecuada para jueces, abogadas y abogados a fin de erradicar actitudes sexistas.

La Recomendación del Consejo de Europa de 15 de enero de 1990, sobre Medidas Preventivas generales y específicas en relación con la violencia contra las mujeres, destaca, entre otros aspectos:

1. Con carácter de medidas preventivas generales se recomienda el apoyo a la familia, el reconocimiento y respeto a los derechos de las personas, la instauración de una igualdad real entre los sexos, que implica igualdad en educación, igualdad de oportunidades en el acceso al trabajo, en la toma de decisiones, en el acceso a la independencia económica y al desarrollo personal.

2. Como medidas específicas preventivas se recomienda la estimulación de campañas de información en medios de comunicación, escuelas y demás organismos que influyen en el público en general; informar sobre las causas, identificación y prevención de la violencia; estimular la denuncia  de los casos de violencia en la familia, etc.
La Resolución del Consejo de Europa de 29 de mayo de 1990 adopta medidas relativas a la protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo (90/C 157/02).

La Recomendación de la Comisión Europea de 27 de noviembre de 1991 adopta medidas relativas a la protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo y al código de conducta sobre las medidas para combatir el acoso sexual (92/131/CEE).

La Declaración del Consejo de Europa de 19 de diciembre de 1991, relativa a la aplicación de la Recomendación de la Comisión sobre la protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo, incluido el código práctico encaminado a combatir el acoso sexual (92/C 27/01), invita a los Estados miembros a poner en práctica políticas  integradas para prevenir y luchar contra el acoso sexual en el trabajo, y se invita a la Comisión a promover un intercambio de información, conocimientos y experiencias entre los estados miembros en materia de prevención y lucha contra el acoso sexual en el trabajo. Asimismo se les invita a estudiar unos criterios de evolución que permitan valorar la eficacia de las medidas tomadas en esta materia.

El Tratado de la Unión Europea, Maastrich, 9 de febrero de 1992, recoge, en su artículo 6, que “el principio de igualdad no obstará para que los Estados miembros puedan adoptar medidas de acción positiva”. 

La Resolución del Parlamento Europeo de 16 de septiembre de 1993 adopta medidas sobre el tráfico de mujeres.

La Resolución del Parlamento Europeo de 17 de diciembre de 1993 adopta medidas sobre la pornografía.

La III Conferencia Ministerial Europea sobre la igualdad entre la mujer y el hombre, Roma, 21-22 octubre 1993, adopta los siguientes textos: 

1. Estrategias para la eliminación de la violencia contra la mujer en la sociedad: los medios de comunicación y otros instrumentos.

2. Declaración sobre las políticas para combatir la violencia contra la mujer en una Europa democrática.

3. Resolución sobre la violación y abuso sexual de la mujer.

La Resolución del Parlamento Europeo de 6 de mayo de 1994 aborda las violaciones de las libertades y los derechos fundamentales de las mujeres.

La Resolución del Consejo de Europa y de las y los representantes de los Estados  miembros de 5 de octubre de 1995 aborda el tratamiento de la imagen de las mujeres y de los hombres en la publicidad y los medios de comunicación (95/C 296/06).

La Resolución del Parlamento Europeo de 18 de enero de 1996 aborda medidas sobre el tráfico de personas.

La Resolución del Parlamento Europeo sobre una Campaña Europea de tolerancia cero ante la violencia contra las mujeres, con base en el Informe A4-0250/97 de la Comisión de Derechos Humanos de las Mujeres, 1997, insta a los Estados miembros a adoptar una serie de medidas de prevención y erradicación. Entre ellas, considera que:

1. En la Unión Europea la violencia contra las mujeres en el hogar es frecuente y persistente y no existen instrumentos jurídicos suficientes que permitan a las mujeres defenderse de los abusos cometidos por los hombres.

2. En la mayoría de los Estados miembros, no existen estudios comparativos sobre los casos de violencia contra las mujeres cometidos dentro o fuera de la familia.

3. Los hombres que recurren a la violencia pertenecen a todos los grupos de edad y proceden de todos los medios culturales y clases sociales.

4. Aún existe un bajo nivel de conciencia sobre las necesidades específicas de las mujeres afectadas por la violencia entre los servicios que se ocupan de dichas mujeres.

Por todo ello, se insta a los Estados miembros a:

1. Convertir en un convenio vinculante la Declaración de Beijing.

2. Suprimir el secreto que rodea a la violencia de género en nuestra sociedad y, en particular, el tabú que existe a la hora de hablar sobre la violencia en la familia.

3. Desarrollar formación para las personas que trabajan con mujeres que han sido víctimas de violencia, (...) considerando que dicha formación debe ser obligatoria para las jueces y los jueces que conocen de asuntos sobre violencia por razones de sexo.

4. Apoyar y financiar de forma inmediata y activa todo servicio independiente para las víctimas de la violencia.

5. Revisar la aplicación de los procedimientos judiciales y tomar medidas para acabar con los obstáculos que impiden a las mujeres obtener protección jurídica.

6. Crear un registro sistemático de todos los casos de violencia contra las mujeres, ya se comuniquen en primer lugar a la policía, o a los servicios sociales y sanitarios, a los centros de acogida o a las organizaciones de mujeres. 

A estas medidas hay que sumarles las destinadas a la prevención entre la población adolescente, las relativas al acoso sexual en el trabajo y las enfocadas a la información y el primer apoyo a las mujeres a través de líneas telefónicas que funcionen 24 horas.

El Informe de la Comisión de los Derechos de la Mujer del Parlamento Europeo, de 20 de abril de 1999, emite una serie de recomendaciones sobre la necesidad de desarrollar políticas específicas de prevención y represión de la violencia contra las mujeres.

Finalmente, el Tratado de la Unión Europea, Amsterdam, 2 de octubre de 1997, modifica el Tratado de la Unión Europea, los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas y determinados actos conexos (97/C 340/01).
El 20 de abril de 1999, la Comisión de los Derechos de la Mujer del Parlamento Europeo ha insistido en la necesidad de desarrollar las políticas de prevención y represión de la violencia contra las mujeres.

En el Informe de la Comisión Europea sobre la Igualdad de Oportunidades en 1999, de 8 de marzo de 2000, se destaca que la lucha contra la violencia de género está movilizando un amplio rango de acciones, y fruto de éstas surge la propuesta de una directiva relativa al derecho de reagrupación familiar, que otorga una atención especial a la situación de las mujeres provenientes de terceros países que son víctimas de la violencia doméstica a fin de que no sean automáticamente expulsadas si deben abandonar el hogar conyugal.

	2.2.2. ACCIÓN POSITIVA






El Primer Programa de Acción Comunitario (1982-1985) para la igualdad de oportunidades estableció las bases de una política global en materia de empleo para las mujeres. Sus objetivos se centraron en el desarrollo de la legislación en materia de igualdad de trato y la promoción de la igualdad mediante acciones positivas.

El Segundo Programa de Acción Comunitario para la igualdad de oportunidades (1986-1990) continúa las estrategias del primer plan y profundiza en favorecer la presencia femenina en profesiones y empleos en los que tradicionalmente estaba subrepresentada.

El Tercer Programa de Acción Comunitario para la igualdad de oportunidades (1991-1995) persigue un incremento en la participación de las mujeres en el mercado laboral, reducir los obstáculos en el acceso al empleo y mejorar su calidad mediante la formación profesional, la educación, mejor gestión de recursos humanos y aplicación de acciones positivas en las empresas. El Objetivo I se refiere a acciones positivas a favor de la igualdad de oportunidades en el sistema educativo.

El Cuarto Programa de Acción Comunitario para la igualdad de oportunidades (1996-2000) establece el mainstreaming (corriente principal o transversalidad de género) como principio de integración de la dimensión de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todas las políticas y acciones. Sus objetivos son: movilizar a los agentes de la vida económica y social para conseguir la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres; promover la Igualdad de Oportunidades en una economía en mutación, en la educación, la formación ocupacional y el mercado de trabajo; conciliar la vida profesional y familiar de hombres y mujeres; promover la participación equilibrada de hombres y mujeres en la toma de decisiones; fortalecer las condiciones del ejercicio del derecho a la igualdad.

El Quinto Programa de Acción Comunitario (2001-2005), adoptado mediante Decisión del Consejo de Europa de 20 de diciembre de 2000, y denominado “Hacia una Estrategia Marco Comunitaria sobre la igualdad entre hombres y mujeres”, pretende coordinar las distintas iniciativas y programas dentro de un único capítulo, en torno a criterios claros de determinación, seguimiento y evaluación de género, mediante un programa de apoyo y un presupuesto específico B3-4012. La Comisión ha establecido cinco ámbitos de intervención; de éstos, los que pueden determinar las actuaciones en materia de violencia de género son:

1. Promover la igualdad entre hombres y mujeres en la vida civil: en relación con el pleno disfrute por hombres y mujeres de los derechos humanos y las libertades fundamentales, con independencia del origen étnico, racial, religión o creencias, discapacidad, orientación sexual o edad. Las acciones se dirigen a la formación sobre la legislación en materia de igualdad para las profesiones jurídicas, información a las ONG sobre esta legislación; atención a mujeres sujetas a discriminaciones múltiples (migrantes, discapacitadas, de edad avanzada, en riesgo de exclusión social, víctimas de violencia o explotación sexual).

2. Promover el cambio de roles y estereotipos establecidos en función del sexo: se aborda la necesidad de modificar comportamientos, actitudes, normas y valores sociales que determinan unos roles estereotipados e influyen en ellos en la sociedad, mediante la educación, la formación, los medios de comunicación, la cultura y la ciencia.


La lucha contra la violencia sobre las mujeres y la infancia ha sido incluida dentro de los Programas de Acción comunitarios y ha recibido tratamiento singular en programas específicos. Por decisión del Parlamento y del Consejo de Europa de 24 de enero de 2000, se aprueba el Programa DAPHNE (2000-2003), que deriva de la Iniciativa DAPHNE aplicada entre 1997 y 1999, que pretende facilitar la acción multisectorial y de las ONG en la lucha contra la violencia ejercida sobre niñas y niños, adolescentes y mujeres. La violencia se entiende en su sentido más amplio posible, desde los abusos sexuales hasta la violencia en el ámbito doméstico, desde la explotación comercial hasta el acoso escolar, pasando por la trata y la violencia basada en la discriminación de discapacitadas y discapacitados, minorías, emigrantes u otros grupos vulnerables.


En abril de 2000 se celebró en nuestro país la Conferencia Europea en Materia de Violencia contra Mujeres e Infancia, que reunió a mujeres juristas de los distintos países de la Unión y en la que se emite la Declaración de Calvià, que interesa de las autoridades:

1. “Que la Carta Europea de Derechos Fundamentales incorpore el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todos los campos, con un articulado específico de interdicción de cualquier manifestación de la violencia de género.

2. Que la perspectiva de género sea incorporada en todo el sistema educativo para que la formación se adecue a los principios democráticos.

3. La urgente necesidad de aprobación de una Directiva europea que establezca una acción integral para la erradicación de la violencia de género, que incluya medidas de prevención, asistencia y reparación del daño sufrido por las víctimas.

4. Que las leyes de protección de testigos y peritos en procesos criminales vigentes en cada uno de los países miembros se hagan extensivas a las víctimas de la violencia de género.

5. Que la violencia de género sea una causa de concesión del derecho de asilo.

6. La necesidad de dotar a las víctimas del tráfico ilegal de personas con fines de explotación sexual de un marco de protección integral, que incluya la permanencia legal en el país de destino.”

	2.3. ESTADO ESPAÑOL




	2.3.1. NORMATIVA




La violencia contra las mujeres, en cualquiera de sus formas, vulnera los derechos fundamentales contemplados en la Constitución Española de 1978 en los siguientes artículos: 1, 9.2, 10.1, 10.2, 14 y 15.

El artículo 81.1 CE atribuye el carácter de leyes orgánicas a las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas del Título I, para los cuales la Constitución española establece un sistema especial de garantías jurídicas. El artículo 53 del mismo cuerpo legal establece que sólo por ley, que, en todo caso, deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades. El apartado 2 de este artículo establece que se puede recabar la tutela de las libertades reconocidas en el art. 14 y en la sección 1ª del Capítulo II:

a) ante los tribunales ordinarios, por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad.

b) Y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

Si bien la Constitución es el marco normativo de referencia, los mandatos constitucionales se desarrollan a través de la legislación específica y resto de normativa e instrumentos del ordenamiento jurídico, los cuales se han ido armonizando progresivamente con los principios ordenadores, preceptos y valores constitucionales. Concretamente, los instrumentos jurídicos que resultan de aplicación en los supuestos de violencia, y, entre ellos, a los de violencia de género, son:

1. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y sus modificaciones posteriores: Ley Orgánica 11/1999, de 30 de abril; y Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio.

2. Ley de Enjuiciamiento Criminal, 1983, y modificaciones posteriores

3. Código Civil, 1989, y modificaciones posteriores

4. Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil

5. Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayuda y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual

6. Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.

También resulta relevante recoger la posición del Ministerio Fiscal en relación con la violencia de género, realizada al amparo de las funciones que le confiere el artículo 124 de la Constitución Española. En este sentido, hemos de referirnos a la existencia de una Instrucción y dos circulares de la Fiscalía General del Estado que hacen referencia a la actuación del sistema judicial respecto a la violencia contra las mujeres:

1. Instrucción 3/1988 a las y los fiscales, mediante la que se insta a “reprimir con toda ejemplaridad” los supuestos de lesiones y malos tratos a la infancia y a las mujeres, “supliendo con su investigación las deficiencias de prueba que puedan originarse en estos procesos por los naturales temores con los que las mujeres comparecen en este tipo de procedimientos”. Esta instrucción, que fue recordada el 19 de diciembre de 1997 desde la Fiscalía General a todas las Fiscalías del Estado, fue completada por la Circular 1/1998.

2. Circular 1/1998, de 21 de octubre, sobre intervención del Ministerio Fiscal en la persecución de los malos tratos en el ámbito doméstico y familiar, que “pretende orientar la actividad del Ministerio Fiscal para la consecución del mayor grado de eficacia y unidad de actuación posibles en la erradicación y castigo de estos anormales comportamientos”. Más adelante, afirma “(...) el objetivo de la unidad de actuación del Ministerio Fiscal, pese a su importancia, no es autosuficiente para acabar con un problema de profundas raíces. La necesidad de todo un conjunto de medidas de naturaleza administrativa, encaminadas a la prevención, tutela y protección de la víctima constituye un complemento absolutamente ineludible”. “La finalidad de la prevención –general y especial- de la pena, cumple un papel muy relevante en estos casos. La sensación de impunidad genera una situación intolerable: la víctima se encuentra cada vez más insegura y reacia a denunciar los hechos y el agresor cada vez más envalentonado ante la percepción de la ineficacia del sistema legal. Por todo ello, los señores fiscales deberán ponderar en cada caso las circunstancias concurrentes para instar de la autoridad judicial las penas adecuadas al cumplimiento de los fines de prevención expuestos”.

Mediante esta Circular 1/1998, se crea el Servicio de Violencia Familiar, adscrito a la Fiscalía de los Juzgados que conozcan de la causa por violencia familiar, que llevará un Registro y coordinará la actuación de la Fiscalía en estos procesos. “El Registro Especial de causas de violencia doméstica –informático o convencional- se alimentará con los datos de interés que se extraigan de las incoaciones de procedimientos –penales y civiles- por hechos de esta naturaleza. El Registro de causas de violencia doméstica permitirá establecer, con un alto grado de fiabilidad, una estadística completa sobre los malos tratos en el ámbito familiar”.

3. Circular 2/1998, sobre ayudas públicas a las víctimas de delitos dolosos violentos y contra la libertad sexual.

El Código Penal recoge en su libro II, denominado “De los delitos y sus penas”, los actos susceptibles de tipificarse como delitos o faltas penales, y, con ellos, las penas que se imponen en cada supuesto. Los actos de violencia tienen su traducción en el Código Penal en los siguientes tipos:

1. Delito de homicidio (artículos 138 a 143)

2. Delito de lesiones (artículos 147 a 153)

3. Delito de amenazas (artículos 169 a 171)

4. Delito de coacciones (art. 172)

5. Delitos contra la integridad moral: trato degradante y vejatorio (art. 173)

6. Delito de agresión sexual (art. 178, 180)

7. Delito de abuso sexual (art. 181 a 183)

8. Delito de acoso sexual (art. 184)

9. Delito de tráfico ilegal de personas (art. 318 bis, 515, 517 y 518)

10. Delito de proxenetismo (art. 187 a 188), castigado sólo en determinados supuestos

11. Delito de aborto forzado (art. 144)

12. Delito de abandono de familia (art. 226)

13. Delito de impago de pensiones (art. 227)

14. Delito de discriminación en el empleo (art. 314)

15. Falta de lesiones (artículo 617)

16. Falta de maltrato (artículo 617)

17. Falta de amenazas (artículo 610).

En el Código Penal de 1995, art. 153, se hizo referencia, en el tipo de delito, a la violencia física habitual, y en su reforma mediante L.O. 14/1999, de 9 de junio, a la violencia psíquica, quedando redactado de la siguiente forma:

“El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él de forma estable por análoga relación de afectividad, o sobre los hijos propios o del cónyuge o conviviente, pupilos, ascendientes o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de uno u otro, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos o faltas en que se hubieran concretado los actos de violencia física o psíquica.

Para apreciar la habitualidad a que se refiere el párrafo anterior, el Tribunal Supremo, en Sentencia nº 927, de 24 de junio de 2000, afirma:

“... es preciso abordar el delito de maltrato familiar desde una perspectiva estrictamente constitucional; ... el bien jurídico protegido trasciende y se extiende más allá de la integridad personal, al atentar el maltrato familiar a valores constitucionales de primer orden, como el derecho a la dignidad de la persona y al libre desarrollo de la personalidad –art. 10-, que tiene su consecuencia lógica en el derecho no sólo a la vida, sino a la integridad física y moral con interdicción de los tratos inhumanos o degradantes –art. 15- y en el derecho a la seguridad –art.17-, quedando también afectados principios de la política social y económica, como la protección de la familia y la infancia y la protección integral de los hijos, del art. 39. El delito que comentamos debe ser abordado como un problema social de primera magnitud, y no sólo como un mero problema que afecta a la intimidad de la pareja...”.

Para la protección de las víctimas, las dos modificaciones del Código Penal en 1999 introducen, como pena privativa de derechos (art. 33) y como pena accesoria, en el supuesto de condena por determinados delitos (art. 57), la prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, o de comunicarse con ellos.

Respecto a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 1983, como ley de rictus o procesal, hay que hacer mención especial a la reforma operada por Ley Orgánica 14/1999, en el sentido de introducir un nuevo artículo, el 544 bis, que constituye el fundamento legal de la adopción de medidas cautelares de “alejamiento”. Cuando se está investigando la comisión de un posible delito a los que hace referencia el art. 57 del Código Penal (homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexual, la intimidad, el derecho a la propia imagen...), y, con el fin de proteger a las víctimas, se puede imponer al inculpado, cautelarmente, la prohibición de residir o acudir a un determinado lugar o lugares (lugar, barrio, municipio, provincia u otra entidad local o comunidad autónoma) o de aproximarse o comunicarse con determinadas personas. 

El Código Civil (1989), es el cuerpo legal en el que se regulan, entre otros, los derechos y deberes de los cónyuges, así como las causas de nulidad, separación y divorcio y el régimen económico matrimonial.

En el marco de las crisis de pareja, el Código Civil regula la separación (art. 82), la nulidad y el divorcio (art. 86), así como la ejecución, contenidos y efectos de las sentencias de nulidad, separación y divorcio (art. 91). Asimismo, permite la adopción de medidas provisionales coetáneas (arts. 102 y 103), medidas judiciales provisionales y medidas provisionalísimas previas (arts. 104, 105 y 106). Con relación a esta última opción, el Código Civil establece que “no incumple el deber de convivencia el cónyuge que sale del domicilio por una causa razonable y en el plazo de treinta días presenta la demanda o solicitud a que se refieren los artículos anteriores” (art. 105), siendo éste un aspecto importante en los casos de violencia en el ámbito doméstico.

La Ley de Enjuiciamiento Civil, Ley 1/2000, de 7 de enero, establece el procedimiento a seguir en los procesos matrimoniales (nulidad, separación y divorcio). Los procedimientos iniciados con anterioridad a esta ley siguen tramitándose por la Ley de 1981.

Los procesos matrimoniales se regulan en los artículos comprendidos entre el 769 y el 777, resultando lo más destacable la regulación del impago de pensiones y de los regímenes de visitas a los y las menores habidos de la unión de pareja.


Finalmente, con respecto a la Ley 1/1996, de asistencia jurídica gratuita, y a la Ley 35/1995, de ayuda y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual (desarrollada por Reglamento en el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo) hemos de resaltar los siguientes aspectos:

La Ley 1/1996 reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas cuyos recursos e ingresos económicos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar no superen el doble del salario mínimo interprofesional vigente en el momento de efectuar la solicitud. Constituyen modalidades de unidad familiar las siguientes: la integrada por los cónyuges no separados legalmente y los hijos y las hijas menores no emancipados si los hubiere, y la formada por el padre o la madre y los hijos y las hijas que reúnan los requisitos anteriores. Pero el artículo 3.3 permite la valoración de los medios económicos de forma individual cuando el o la solicitante acredite la existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se solicita la asistencia, hecho este de gran importancia para las mujeres víctimas de violencia doméstica.

La Ley 35/1995 dispone que los delitos susceptibles de generar ayuda pública serán aquellos cuyo resultado sea la muerte, lesiones corporales graves o daños graves en la salud física o mental. Se regulan: las ayudas de contenido económico a las víctimas de los delitos violentos y contra la libertad sexual y la asistencia a las víctimas de este tipo de delitos. La Ley consagra como principios aplicables los siguientes:

-El derecho de información a la víctima.

-El derecho de máximo respeto a la situación personal de la víctima.

-El derecho de protección de la víctima.

A los efectos de la prevención y erradicación de la violencia de género deben tomarse en consideración también las siguientes leyes:

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, que tiene por objeto la regulación general de todas las acciones que permitan hacer efectivo el derecho a la protección de la salud, reconocido en el artículo 43 de la Constitución española, concretamente en cuanto a lo prevenido en el Cap. I, 3.1 “El sistema público de salud está orientado prioritariamente a la promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades”, habiendo de considerarse dentro de estos dos fines la prevención y rehabilitación de las secuelas físicas y psicológicas de la violencia de género. 

Asimismo, han de preverse entre las actuaciones sanitarias:

Cap. II.18, 5. Los programas de atención a grupos de población de mayor riesgo y programas específicos de protección frente a factores de riesgo (en este caso, en materia de violencia de género)

Cap. II.18.7. Los programas de orientación en el campo de la planificación familiar y la prestación de los servicios correspondientes.”

En el ámbito de la prevención, hay que considerar la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, que establece en su Título Preliminar 1:

1. El sistema educativo español, configurado de acuerdo con los principios y valores de la Constitución y asentado en el respeto a los derechos y libertades reconocidos en ella (...), se orientará a la consecución de “... la formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y en el ejercicio de la tolerancia y la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia; la efectiva igualdad de derechos entre los sexos, el rechazo a todo tipo de discriminación (...); el fomento de los hábitos de comportamiento democrático.”

En el ámbito laboral, el Estatuto de los Trabajadores, Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, como norma básica que recoge los derechos de las trabajadoras y los trabajadores, establece, respecto a la inviolabilidad de la persona y la libertad sexual: “... art. 4.1, el derecho a su integridad física (...); al respeto a su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, comprendida la protección frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual; y destaca como infracciones muy graves: art. 96.11, los actos del empresario que fueren contrarios al respeto de la intimidad y consideración debida a la dignidad de los trabajadores”.

	2.3.2. ACCIÓN POSITIVA





En 1984, el Instituto de la Mujer (adscrito entonces al Ministerio de Cultura y más tarde al de Trabajo y Asuntos Sociales) realiza las primeras campañas institucionales de sensibilización y comienzan a funcionar las primeras casas de acogida, en Madrid y Vitoria, y los primeros centros asesores y de información a las mujeres.


El 5 de noviembre de 1986, la Comisión de Derechos Humanos del Senado adoptó el Acuerdo de crear en su seno la “Ponencia de Investigación de Malos Tratos a Mujeres”, que eleva su informe final al Senado el 12 de mayo de 1989.


La importancia de este Informe es fundamental en dos sentidos: por una parte, hace públicas y notorias las carencias y disfunciones que en ese momento presentaba la atención a las mujeres víctimas de violencia, y, por otra, sus Recomendaciones fueron el punto de partida de muchas de las políticas de intervención emprendidas en el Estado español.


La Ponencia detecta una ausencia de datos globales sobre el fenómeno identificado; los que se poseían eran recientes, poco elaborados y muy fragmentarios. En cuanto a la Administración de Justicia, expresa: “(...) esta Ponencia ha recibido la impresión generalizada de que la Administración de Justicia es aún poco permeable a la gravedad social que representan los casos de malos tratos a las mujeres en nuestra sociedad, y no ha tenido ocasión de escuchar otras informaciones que pudieran desmentirla”


En el transcurso de la investigación de la Ponencia, el Consejo General del Poder Judicial se compromete a incluir en las estadísticas los juicios por malos tratos, tanto delitos como faltas, y la Dirección General de la Policía emite una Circular en abril de 1988 que recuerda la obligación de acompañar a las mujeres que lo soliciten a su domicilio, cuando presenten una denuncia. También se empiezan a crear las unidades policiales de atención a la mujer en algunas grandes ciudades y a impartir formación sobre esta cuestión en la escuela de Formación de la Policía Nacional.


La Ponencia inicia sus Recomendaciones advirtiendo que “la legitimación social de los malos tratos persiste en nuestra sociedad; que el tratamiento policial y el judicial pueden ser mejorados; y que el número y calidad de los servicios sociales a disposición de estas mujeres son aún escasos y heterogéneos en los distintos ámbitos territoriales”. Más delante, realiza una serie de Recomendaciones en cuatro campos:

1. El conocimiento e investigación de los malos tratos:

-Considera necesario que el Ministerio del Interior realice un programa específico de recogida de datos que contemple el sexo de la víctima, el del agresor o agresora, la relación entre ambos, los medios empleados, el lugar en el que se han producido los malos tratos, la calificación previa, el grado de ejecución, esclarecimiento y localización del hecho.

-Considera necesario que la Administración de Justicia realice estadísticas de los juicios por malos tratos y homologue sus datos con los del Ministerio del Interior.

-Considera necesario que las distintas administraciones destinen fondos al estudio de este problema y que el Instituto de la Mujer elabore un Informe global sobre la situación en España de los malos tratos a las mujeres en el ámbito doméstico.
2. La prevención:

-La realización de campañas de información que tengan como objetivo el cambio de mentalidad de la sociedad sobre este problema.

-La celebración de actividades dirigidas a las y los profesionales con especial responsabilidad en el problema.

-La puesta en marcha de medidas preventivas dirigidas a las y los más jóvenes para evitar la consideración de la violencia como una forma de relación entre ambos sexos.

-La responsabilidad de los medios de comunicación en el tratamiento de la violencia como forma de conducta social o de manifestaciones que puedan promover o justificar la violencia sexual.

-La extensión a todo el territorio nacional de los Centros de Información a la Mujer y el fomento de las acciones positivas por parte de todos los poderes públicos competentes.

3. Las medidas en los terrenos policial y judicial:

-La extensión progresiva a todo el territorio nacional de los Servicios de Atención a la Mujer en la Policía Nacional y la creación de un servicio similar en la Guardia Civil.

-El mantenimiento y ampliación de los cursos y actividades de formación sobre este problema, incluyéndolos en los programas curriculares de las Fuerzas de Seguridad del Estado.

-La información a las mujeres víctimas de malos tratos sobre sus derechos y recursos desde los propios Servicios Policiales.

-La realización de actividades de información y formación dirigidas a las personas que participen en el proceso judicial por parte del Consejo General del Poder Judicial, el Ministerio de Justicia, la Fiscalía General del Estado, el Consejo General de la Abogacía y el de Procuradores, así como los Colegios Profesionales de Abogados y Procuradores.

-La recogida en la Memoria Anual de la Fiscalía de datos sobre el cumplimiento de sus circulares.

-El cuidado en la investigación, a través de la Policía Judicial, de los hechos que puedan ser constitutivos de delitos o faltas de lesiones por malos tratos.

-La transmisión de testimonios de particulares en los procedimientos de separación y divorcio a los Juzgados de Instrucción cuando se conozcan hechos que puedan ser constitutivos de delito.

-La celeridad en los procedimientos de nulidad, separación y divorcio y en la asistencia letrada a mujeres víctimas de malos tratos.

-La celeridad en el examen de la víctima por el médico forense, arbitrando por parte del Ministerio de Justicia los medios necesarios.

-La reforma del artículo 104 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, suprimiendo la referencia a los malos tratos inferidos por maridos a sus esposas como supuesto en los que las faltas sólo pueden ser perseguidas a instancias de las ofendidas o de sus legítimos representantes.

4. Las medidas en el terreno de los Servicios Sociales:

-El aumento de los presupuestos destinados a la atención e investigación de este problema, así como la realización de una política integral a favor de la igualdad de oportunidades de las mujeres.

-La extensión a todo el territorio nacional del Servicio de Ayuda de 24 horas.

-El aumento del número de Casas Refugio existentes y de plazas disponibles, adaptándose a la Recomendación del Parlamento Europeo.

-La creación de los recursos sociales que procuren su reintegración en la vida social de una forma digna y autónoma.

-La inclusión de las mujeres acogidas en los grupos de personas prioritarios para acceder al alquiler o a la propiedad de viviendas sociales.

-La inclusión de las mujeres maltratadas en los cursos de educación Permanente de Personas Adultas y en la Formación Profesional.

-Las medidas de fomento del empleo.

-El análisis de los recursos sociales dirigidos a las mujeres maltratadas para evaluar la eficacia, el equilibrio territorial, el diseño de nuevas medidas, la cooperación, la colaboración y la difusión.

La Ponencia también recomienda la modificación de algunos preceptos legales, en concreto, el artículo 103 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; el artículo 159 del Código Civil; el artículo 1.881 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; algunas normas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas  en casos de pensiones de alimentos satisfechas tras la separación o el divorcio.

En lógica coherencia con estas Recomendaciones, el Primer Plan Estatal para la Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (1988-1990) planteó “modificar los mecanismos sancionadores urgentes para prevenir y combatir los malos tratos entre los cónyuges”, y “facilitar la debida asistencia y protección policial a las mujeres que acudan a presentar denuncias”.

Más adelante, el Segundo Plan Estatal de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (1993-1995) recoge entre sus objetivos el de “desarrollar programas dirigidos a mujeres maltratadas y agredidas sexualmente.

El Tercer Plan Estatal de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (1997-2000) asume los compromisos adquiridos en Beijing (IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres, NN.UU. 1995) e incluye un área de actuación específica sobre violencia contra las mujeres, destinada a promover medidas para prevenir y eliminar esta violencia, erradicar el acoso sexual en los centros de trabajo y eliminar el tráfico de mujeres y niñas.

Con posterioridad a los planes de igualdad, tanto el Estado como varias comunidades autónomas han formulado planes específicos de intervención con respecto a la violencia contra las mujeres, en muchos de los cuales se propone la elaboración de leyes integrales que establezcan y regulen la obligatoriedad y la formalización de muchas de las propuestas que en ellos se recogen (definición de los recursos, descripciones competenciales, etc.). Sin embargo, hasta el momento, esta iniciativa solo ha sido llevada a Ley (y decreto de desarrollo) en la comunidad autónoma de Castilla La Mancha.

En el ámbito del Estado, el Consejo de Ministros aprobó, el 11 de mayo de 2001, el II Plan Integral contra la violencia doméstica, cuya vigencia comprende hasta 2004.

En su introducción, el Plan afirma que “la violencia contra las mujeres es un fenómeno social de múltiples y diferentes dimensiones. Es la expresión de un orden social basado en la desigualdad, como consecuencia de la asignación de roles diferentes a los hombres y a las mujeres en función de su sexo y con un reconocimiento distinto y superior para lo masculino. Las medidas de intervención que es preciso poner en marcha en este terreno tienen que ir encaminadas, fundamentalmente, a erradicar la violencia, mediante la prevención de los actos violentos, a través de una educación basada en la igualdad y no discriminación por razón de sexo, a sancionar las conductas violentas, como otra forma preventiva por su fuerza persuasiva, y a paliar los efectos que los actos violentos producen en las víctimas”.

En este sentido, las medidas que contempla el plan se desglosan en: 

1. Preventivas y de sensibilización: propone medidas tendentes a la sensibilización, a la formación y a la coordinación, dirigidas a la población en general, a profesionales de medios de comunicación, a centros educativos y a profesionales de los sistemas sanitario, judicial, de cuerpos y fuerzas de seguridad, etc.

2. Legislativas y procedimentales: propone medidas de reforma legislativa que, en caso de llevarse a cabo, perfeccionarían la cobertura legal a toda la problemática específica de la violencia en el ámbito doméstico: protección de las víctimas, sanciones contra los agresores, agilización de los procedimientos judiciales, etc.

3. Asistenciales y de intervención social: propone medidas destinadas a la creación de recursos para facilitar asistencia y apoyo a las víctimas de la violencia doméstica.

4. De investigación: propone medidas encaminadas a la obtención de datos fiables y completos sobre la violencia doméstica, promoviendo la investigación de este fenómeno.

Teniendo en cuenta las competencias de la Administración Estatal y las competencias de la Administración Autonómica, el Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006) mantiene coherencia con los principios y objetivos generales del plan estatal, aunque aborda otras formas de violencia de género aparte de las que se producen en el ámbito doméstico contra las mujeres.

Por último, cabe citar la iniciativa del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a propuesta del Instituto de la Mujer, y previo informe del Servicio Jurídico del Estado, de declarar el día 25 de noviembre como Día para combatir la violencia contra las mujeres. Esta disposición se reguló mediante Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 17 de mayo de 1999.

	2.4. COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS




	2.4.1. NORMATIVA




La Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias, modificada mediante L.O. 4/1996, de 30 de diciembre, en su Título Preliminar, entre los Principios rectores de la política de los poderes públicos identifica: "La promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran".

En el ámbito competencial autonómico, este Programa responde a la Resolución 6ª del Pleno del Parlamento de Canarias en sesiones de 18-19 de octubre de 2000, en el seno del Debate General sobre el Estado de la Nacionalidad Canaria, por la que se decide "Instar al Gobierno de Canarias a dar una respuesta contundente al problema de la violencia de género.

Asimismo, a la Resolución del Pleno del Parlamento de Canarias, en relación con la Proposición No de Ley nº 63
, de: "Instar al Gobierno de Canarias para impulsar el Plan Canario de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres; apoyar programas de organizaciones de iniciativa social para la prevención de la violencia de género y aumentar la dotación presupuestaria de programas de erradicación de la violencia de género" 
.

En materia de normativa autonómica, también hay que tomar en consideración:

El Decreto 13/1998, regulador de las ayudas económicas básicas, que recoge supuestos específicos de violencia de género.

Si bien el desarrollo de los Servicios Sociales en Canarias se enmarca en la Ley General de Servicios Sociales de Canarias, Ley 7/1987, de 28 de abril, es fundamental tener en cuenta el Acuerdo del Estado y las Comunidades Autónomas sobre un Plan Concertado de Prestaciones Básicas de servicios sociales en Corporaciones Locales, con el objeto de “redistribuir los fondos sociales y establecer y garantizar unos mínimos básicos en la prestación de los servicios sociales en el conjunto del territorio, dando el protagonismo a las entidades locales en su prestación, pero respetando a las comunidades autónomas como interlocutoras necesarias entre el Estado y las entidades locales en su territorio”.

Este Plan Concertado supone, desde 1988, un importante impulso para la consolidación y el desarrollo de los Servicios Sociales Comunitarios en cuanto a:

-información y orientación

-apoyo a la unidad convivencial y ayuda a domicilio

-alojamiento alternativo

-prevención e inserción social

-fomento de la cooperación 

-prestaciones económicas.

	2.4.2. ACCIÓN POSITIVA. COHERENCIA CON OTROS PLANES DEL GOBIERNO DE CANARIAS




Atendiendo al ámbito competencial de nuestra comunidad autónoma, es necesario poner énfasis en el hecho de que el Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006) es un documento de carácter transversal que vincula, mediante el Acuerdo de Consejo de Gobierno que lo aprueba, a varios departamentos del Gobierno de Canarias, tanto en su concepción como en su propuesta metodológica de desarrollo y ejecución, aunque su elaboración haya sido responsabilidad del Instituto Canario de la Mujer, en cumplimiento del mandato parlamentario al Gobierno de Canarias.

El Programa involucra necesariamente a otras instancias competenciales, la estatal y la local, cuyo grado de participación en la ejecución del mismo se precisará a través de los instrumentos de coordinación y colaboración pertinentes.

Este Programa ha sido concebido compartiendo la filosofía y criterios estratégicos de actuación que el Gobierno de Canarias está imprimiendo actualmente al proceso de elaboración del Plan Canario de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres, 2002-2006, que está estructurado en seis programas monográficos específicos de intervención en materia de igualdad de oportunidades, uno de los cuales recoge las directrices en materia de prevención y erradicación de la violencia de género, y de otros tres programas instrumentales de integración de la transversalidad de género en las Administraciones Públicas Canarias, y de Impulso y Seguimiento de las Políticas de Igualdad de Oportunidades.

En este mismo sentido hay que hacer constar la coherencia del documento aquí formulado con lo establecido por los anteriores planes de igualdad autonómicos canarios: el Plan Canario de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres, 1995-1996, que recogía medidas en relación con la violencia de género en sus áreas de intervención nº 4, Justicia, y nº 6, Servicios Sociales. 

El Plan Canario de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres, 1997-2000, que recogía este tipo de medidas transversalmente a todas sus áreas de intervención:

-Área 1, Ejercicio de derechos, Materia 3: Seguridad e integridad físico-psíquicas y libertad sexual.

-Área 2, Salud, Materia 6: Educación Sanitaria, y 7: Atención Sanitaria.

-Área 3, Cultura, Materia 10: Medios de comunicación y publicidad, y Materia 11: Uso del lenguaje.

-Área 4, Educación y Formación, Materia 13: Información y sensibilización de la comunidad educativa; Materia 14: Formación del profesorado y profesionales; Materia 15: Educación y Formación no sexista.

-Área 5: Trabajo, Empleo y Formación, Materia 23: Relaciones laborales.

-Área 6: Servicios Sociales, Materia 28: Atención a colectivos desfavorecidos.

-Área 7: Cooperación y participación social, Materia 32: Cooperación al desarrollo.

Las actuaciones en materia de violencia de género planteadas en este periodo del Plan de Igualdad fueron unitariamente tratadas en el programa: “Violencia contra las Mujeres. Propuestas de Acción Positiva para erradicarla”, elaborado por el Instituto Canario de la Mujer en 1998, el cual recogía una selección del marco normativo y declarativo internacional, comunitario, estatal y autonómico; una selección del marco conceptual; una aproximación al estado de la cuestión a través de las estadísticas conocidas de denuncias, y, finalmente, y como “propuesta de acción positiva para todo el Gobierno de Canarias”, se recogía el marco competencial de aplicación, con la selección de regulaciones y funciones que deberían aplicarse a la prevención, asistencia y erradicación en materia de violencia de género en Canarias.

Y, por último, el Plan Canario de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, 2002-2006, que contiene un Programa específico de intervención en materia de violencia de género.

En cuanto a su coherencia con el Plan de Desarrollo de Canarias (PDCAN), documento de planificación regional suscrito el 6 de mayo de 1999 y cuya vigencia se estipuló hasta el año 2006, debemos señalar que no existe, en este último, un eje que de manera explícita y completa nos permita analizar sus concordancias, pero sí es posible encontrar relaciones de coherencia conceptual y filosófica con respecto a acciones concretas como, por ejemplo, la mejora de la cobertura y calidad de los servicios públicos vinculados a las personas definida en su objetivo 5.

 Con respecto a otros planes con los que, en unos apartados u otros, se vincula el Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006), creemos importante señalar:

El Plan de Integración Social y Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social en Canarias, aprobado a finales de 1998, que comprende actuaciones de prevención, promoción e integración social, además de medidas asistenciales, y que recoge igualmente entre sus colectivos destinatarios, es decir, entre aquellos colectivos que reconoce como en situación de mayor fragilidad o vulnerabilidad social, a las mujeres objeto de violencia en el ámbito doméstico, proponiendo medidas para la reserva de viviendas para pisos tutelados.

El Plan General de Servicios Sociales de Canarias (PGSS), aprobado en enero de 1999 y vigente hasta 2008, y estructurado según sectores del sistema de los servicios sociales y colectivos destinatarios (personas mayores, menores y familias, discapacitados y discapacitadas, etc.), que incluye, dentro de los Servicios Sociales especializados, un área específica de atención a las mujeres. Ello es importante en la medida en que este Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, 2002-2006, propone la mejora de la calidad de los servicios sociales ya en marcha y la creación de nuevos equipos de intervención social especializados en la atención a las mujeres víctimas de los diversos tipos de violencia de género. 

El Plan de Salud de Canarias, cuyo horizonte temporal concluyó en el año 2000 y que fue elaborado y coordinado por la Consejería de Sanidad y Consumo, estableció el desarrollo de estrategias de prevención, evaluación y tratamiento de los malos tratos, que han quedado instauradas más allá de su finalización formal. El Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, 2002-2006, propone, en este sentido, la mejora de los protocolos existentes, la sistematización de prácticas sociosanitarias de prevención y detección precoz, la formación especializada del personal, etc.

El Plan Integral del Menor en Canarias, que contempla la cobertura en Centros de Acogida Temporal para las mujeres menores de edad, con hijos o hijas bajo su custodia, que estén sufriendo malos tratos, elemento indispensable en el establecimiento de las redes de recursos planteadas en este Programa.

El Plan Educativo Canario para la Igualdad de Oportunidades de Ambos Sexos, 1995-1999, incluye medidas destinadas a combatir el sexismo en el ámbito educativo, objetivo que coincide plenamente con distintas actuaciones de prevención e intervención planteadas en este Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, 2002-2006, que pretende tanto la erradicación de tipologías de violencias de género que específicamente se desarrollan en el ámbito educativo como la promoción de mentalidades no discriminatorias, mediante la difusión de conocimientos, actitudes y  valores acordes con el principio de igualdad de oportunidades. 

	2.5. INICIATIVA SOCIAL - COLECTIVOS DE MUJERES



En noviembre de 2000 tuvo lugar en Valencia el Foro Mundial de Mujeres contra la Violencia, con la participación de 105 países y con cuatro paneles temáticos sobre violencia doméstica, mutilaciones genitales, explotación sexual y conflicto armado. Los dictámenes emitidos por los cuatro paneles recogen interesantes indicaciones para los gobiernos y la sociedad civil.

a) El dictamen sobre violencia en el ámbito doméstico insta a:

1. Considerar las violaciones graves de los derechos humanos de las mujeres como una cuestión de Estado.

2. Exigir de los Estados que impulsen planes de acción para acabar con la violencia de género y que destinen recursos para llevar a la práctica estos planes, que impulsen asimismo la realización de estadísticas y la revisión de sus leyes nacionales tal como exige la Plataforma de Acción de Beijing.

3. Promulgar e implantar leyes específicas contra la violencia doméstica, dotándolas de los recursos económicos necesarios para asegurar su implantación.

4. Garantizar justicia para las víctimas de violencia en el ámbito doméstico mediante actuaciones efectivas de la policía y sanciones legales para los agresores, incluyendo programas de reeducación adicionales, pero no sustitutivos, de otras formas de sanción.

5. Desarrollar y proporcionar recursos adecuados para implantar estrategias de prevención que traten de sustituir las nociones de poder, control y autoridad sobre las mujeres, por nociones de respeto e igualdad, el derecho de toda mujer a su integridad física y al control de su sexualidad.

6. Concienciar a la sociedad, a través de los medios de comunicación, sobre el alcance, las causas y las consecuencias de la violencia en el ámbito doméstico.

b) El dictamen sobre mutilación genital femenina (MGF) insta a que:

1. Los gobiernos planteen políticas relevantes, medidas legislativas y los mecanismos necesarios para su implantación, incluyendo planes de actuación de ámbito nacional que pongan fin a todas las formas de MGF en los respectivos países.

2. Los países que tengan grupos de inmigrantes que practican la MGF adopten las medidas legislativas y preventivas para impedir que las niñas sufran la MGF y promover programas educativos dirigidos a las comunidades afectadas.

c) El dictamen sobre mujer y conflicto armado recomienda:

1. Ratificar los Estatutos del Tribunal Penal Internacional por parte de todos los países, ya que incluye como crimen de guerra la violación, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado y la esterilización forzada.

d) El dictamen sobre explotación sexual expresa:

1. La explotación sexual, la violencia que la acompaña y el tráfico de mujeres son una forma de esclavitud que viola los derechos humanos, y frente a este problema cada Estado debe asumir su responsabilidad.

3. La lucha contra la explotación sexual en general y la prostitución de las mujeres en particular concierne a todos los agentes sociales (instituciones diversas y sociedad civil)

	3. RÉGIMEN COMPETENCIAL DE LOS SERVICIOS DE ATENCIÓN A LA MUJER EN EL ÁMBITO DE LOS SERVICIOS SOCIALES DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS




	3.1. CONCEPTOS GENERALES




Por competencia entendemos el conjunto de funciones que el ordenamiento jurídico atribuye a una determinada Administración o Poder Público en relación con un determinado sector de la realidad o materia

Por tanto, para delimitar la competencia en una determinada materia es preciso determinar tres conceptos básicos o variables:

a) objetivo: cuál es la materia sobre la que se pretende determinar la competencia (título competencial), 

b) funcional:  cuáles son las funciones que engloban dicha competencia; y

c) subjetivo:  a qué administraciones corresponde ejercer dichas funciones.

A) Elemento objetivo: delimitación de la materia competencial

 La prestación de servicios de atención a la mujer se engloba dentro de la materia competencial de Asistencia Social y Servicios Sociales, tal como se contempla en la Ley Canaria 7/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, que configura, en su art. 4, dentro de las áreas de actuación de servicios sociales la promoción de actuaciones que permitan la prevención y eliminación de cualquier discriminación por razón de sexo; la ayuda en situaciones de emergencia social; la previsión de situaciones de necesidad, atención y ayuda a las personas que, por otros motivos de importancia social, lo precisen y la lucha contra cualquier tipo de marginación social. En concreto, esta línea de actuación sería englobable dentro de lo que la referida Ley 7/1987 denomina Servicios Sociales Especializados (cfr. art. 7,g, e i), criterio que ya regía en la Orden de 15 de julio de 1986.

En consecuencia, ha de afirmarse que el título o materia competencial operativo será el de Servicios Sociales de Atención a la Mujer.


Ello no implica, sin embargo, que toda la acción pública afectante a la mujer o a las situaciones jurídicas que, de forma estructural o coyuntural, incidan especialmente sobre la misma, se subsuma, exclusivamente, en dicho título competencial, dado que nos encontramos ante una materia multidisciplinar, en la que convergen otros títulos competenciales distintos (penal, policial, sanitario, educativo, etc.).

B) Elemento funcional: delimitación de las funciones que engloban la competencia en la materia


El contenido competencial de los Servicios Sociales de Atención a la Mujer se desglosa en un haz o conjunto de funciones públicas de diferente naturaleza, en el que cabe diferenciar los siguientes planos:


a) plano normativo: se concreta en la ordenación normativa, en sus aspectos legal o reglamentario, de funciones y actuaciones específicas en relación con dicha materia. Tales funciones corresponde ejercerlas al Poder Legislativo y, en desarrollo del mismo, a las Administraciones Públicas con competencias en la materia


b) plano administrativo: se concreta en el conjunto de funciones encomendadas directamente a la Administración, y que pueden, a su vez, desglosarse en las siguientes:

-de planificación: consistente en la fijación de objetivos a realizar, de forma unilateral o conjunta por las distintas Administraciones, la previsión de los medios financieros, materiales y personales necesarios para su consecución y la fijación de los criterios de actuación entre los distintos operadores, públicos y privados, para tal fin;


-de fomento, prevención, información y orientación sobre situaciones de marginación;

-de gestión, coordinación e inspección de servicios y prestaciones de atención, rehabilitación y resolución coyuntural de situaciones carenciales;

C) Elemento subjetivo: administración titular de las funciones


El elemento subjetivo vendrá integrado por la Administración o Administraciones a las que el ordenamiento jurídico confiere competencias en la materia. En función de dicho criterio, las competencias se clasifican en exclusivas y compartidas, dependiendo de que la atribución competencial se residencie únicamente en una Administración (competencia exclusiva) o en varias (competencias compartidas).


En el presente caso, y como tendremos ocasión de examinar, la competencia en materia de servicios sociales de protección de la mujer, como, en general, en relación con los servicios sociales, se subsume en el concepto de competencia compartida, al venir atribuidas las funciones que comprende a diferentes Administraciones Públicas, si bien unas y otras no intervienen de forma indistinta sino en función de la naturaleza de la función encomendada y el ámbito territorial de prestación de los servicios.

	3.2. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE SERVICIOS SOCIALES DE ATENCIÓN A LA MUJER




Las Administraciones Públicas Canarias garantizan en su conjunto el cumplimiento de las funciones ajustando su actuación a los principios de coordinación y colaboración en el ejercicio de las competencias que se les atribuyen y en la planificación, programación y prestación de los distintos servicios.

La distribución de funciones y competencias entre las distintas Administraciones Públicas Canarias responde a los principios de máxima proximidad a los ciudadanos y las ciudadanas y de atención al hecho insular, garantizando la efectiva descentralización de los servicios, prestaciones y medios de atención a la mujer.

A) Régimen jurídico vigente


En virtud de los principios de descentralización política y administrativa (arts. 137, 140 y 141.4 C.E.), la atribución competencial en la materia se encuentra residenciada en distintas Administraciones Públicas y, en concreto, en cuanto a Canarias se refiere, en la Comunidad Autónoma, en los Cabildos y en los Municipios.


Tal atribución competencial ha de contar con una previa habilitación legal, que se concreta en un conjunto de disposiciones normativas, las cuales, en su mayoría, hacen referencia genérica a la distribución competencial en materia de servicios sociales -dentro de los cuales ha de englobarse los relativos al área específica de protección de la mujer-, si bien existen disposiciones competenciales específicas, aunque muy limitadas, en relación con la mujer.

A) 1. Competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias 

A)1.a) Regulación normativa

-Estatuto de Autonomía.


En virtud de la habilitación contenida en el art. 148.1.20 C.E., que establece que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en materia de Asistencia social, el Estatuto de Autonomía de Canarias (aprobado por L.O. 10/1982, de 10 de agosto, modificada por L.O. 4/1996, de 30 de diciembre), atribuye a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en materia de Asistencia Social y Servicios Sociales. 


Para la asunción efectiva de tales competencias, mediante R.D. 1.076/1984, de 29 de febrero, ampliado por R.D. 164/1996, de 20 de diciembre, se produjo el traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de protección de la mujer, a favor de la Comunidad Autónoma de Canarias.


​-Legislación autonómica


En virtud de la referida atribución competencial estatutaria, las competencias de índole administrativo a ejercer por la Administración Autonómica se encuentran desarrolladas por Ley Territorial 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, en cuyos arts. 11 y 12 se delimitan las competencias que, en la materia, corresponden a la Comunidad Autónoma de Canarias.


Junto a dicha disposición legal, procede citar otras disposiciones normativas de rango legal o reglamentario que inciden especialmente sobre el régimen de organización o gestión administrativa de las competencias autonómicas, y que se analizan en el apartado siguiente.

A)1.b) Organización administrativa


En el ámbito de la Administración Autonómica, la competencia administrativa en la materia se encuentra atribuida a los siguientes órganos y organismos:

-Consejería de Empleo y Servicios Sociales, a la que por Decreto Territorial 329/1995, de 24 de noviembre, se atribuye las competencias de la Administración Autonómica en la materia: “la igualdad del hombre y la mujer en todos los ámbitos de la vida política, económica, social y cultural de Canarias” (art. 1).

-El Instituto Canario de la Mujer, creado por Ley Territorial 1/1994, de 13 de enero, desarrollada por Decreto Territorial 1/1995, de 13 de enero, al que se le atribuye, como Organismo Autónomo adscrito a la Consejería de Empleo y Asuntos Sociales, el ejercicio, en régimen de descentralización funcional, de parte de dichas competencias, especialmente en materia de estudio, planificación y fomento de actuaciones de igualdad de oportunidades de las mujeres.

El Consejo General de Servicios Sociales, órgano de coordinación y de participación social en la materia, creado por la Ley 9/1987, al que se atribuyen funciones de informe sobre propuestas normativas y criterios de actuación y presupuestarios (art. 16).

A) 2. Competencias de las entidades locales canarias


Pese a que el Estatuto de Autonomía atribuye a la Comunidad Autónoma las competencias sobre Asistencia Social y Servicios Sociales de forma exclusiva, ello no significa que las Entidades Locales carezcan de competencias específicas en la materia, en su ámbito territorial respectivo, ya que, como señala el art. 2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas deberán asegurar a los municipios e islas su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de la que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad local, de conformidad con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos y a las ciudadanas. 


Tales competencias de las Entidades Locales pueden clasificarse, a su vez, en propias, que son las que el ordenamiento jurídico les confiere como tales (art. 23.4 y 7 EAC, y arts. 25, 26, 36 y 41 Ley 7/1985, de 2 de abril), y atribuidas, que son aquellas cuya titularidad originaria corresponde a la Comunidad Autónoma y les hayan sido transferidas o delegadas por la misma (art. 23.4 y 7 EAC y arts. 27, 37 y 41 Ley 7/1985, de 2 de abril).



A) 2 a) Competencias propias


La delimitación de las competencias propias de las Entidades Locales Canarias vendrá dada por lo que al efecto establezca la legislación estatal y autonómica, procediendo destacar, en materia de servicios sociales, las siguientes disposiciones normativas:


-Reconocidas por la legislación estatal.


Se encuentra regulada en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, en la que se atribuyen las siguientes competencias:


a) A los municipios se les confiere las competencias de prestación de servicios sociales y de promoción y reinserción social (art. 25.2,k)), configurándose, además, la prestación de servicios sociales como un servicio obligatorio que habrán de prestar los Municipios, por sí o asociados, que cuenten con población superior a 20.000 habitantes (art. 26.1,c)).


b) A las Islas, por equiparación, a efectos competenciales, con las Diputaciones Provinciales (art. 41 Ley 7/1985), se les confiere las competencias de prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal e insular (art. 36.1,c)), la coordinación de los servicios municipales para la garantía de la prestación integral, en el ámbito insular, de dichos servicios (art. 36.1,a)) y la asistencia a los municipios para el establecimiento y adecuada prestación de los servicios públicos mínimos exigidos a los mismos (arts. 26.3 y 36.1,b).


-Reconocidas por la legislación autonómica.


En virtud de la habilitación contenida en el art. 2 de la Ley 7/1985 y arts. 12, 42, párrafo primero, y 57 de la Ley Territorial 14/1990, la legislación autonómica canaria ha procedido a atribuir, como propias, a las Islas y Municipios de las Islas determinadas competencias en materia de servicios sociales.


Tal atribución ha sido operada por la Ley Territorial 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales, en cuyos artículos 12 y 13 se delimitan, respectivamente, las competencias de los Cabildos Insulares (léase Islas) y Ayuntamientos (léase Municipios) en materia de servicios sociales.

A) 2 b) Competencias atribuidas


Las competencias atribuidas por la Comunidad Autónoma a las Entidades Locales Canarias pueden articularse a través de dos técnicas de atribución: la transferencia y la delegación, si bien las competencias transferidas, una vez asumidas por las Entidades Locales, pasan a regirse por el régimen de las competencias propias, con ciertos matices (art. 12 Ley Territorial 14/1990). 


En materia de Servicios Sociales, la legislación autonómica sólo admite, en principio, la delegación, amparándose la misma en la Disposición Adicional 2ª a) de la Ley Territorial 14/1990, que autoriza al Gobierno de Canarias a delegar total o parcialmente en los Cabildos Insulares el ejercicio, en el ámbito de su respectiva isla, de las competencias de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma en materia de Asistencia Social y Servicios Sociales.


Tal previsión tiene una mayor concreción en la Ley Territorial 9/1987, cuyo art. 10.7 prevé que el Gobierno de Canarias, a través de los centros directivos y demás órganos y recursos que se señalan en los números anteriores, organizará los servicios y las prestaciones que les correspondan, además de con medios propios, mediante las técnicas de encomienda o gestión ordinaria, la delegación de competencias a otras Administraciones, y mediante el establecimiento de convenios con éstas en las condiciones que por norma se determinen.

Específicamente se establece que los Centros de Servicios Sociales previstos en el apartado 4 -servicios sociales propios autonómicos-, se descentralizarán por el Gobierno de Canarias mediante la técnica de la delegación de competencias a los Ayuntamientos y a las Mancomunidades de Gestión de Servicios Sociales que constituyen todos los municipios en cuyos términos desplieguen su actividad los Centros de Servicios Sociales.


A) 2 c) Organización

El régimen de organización administrativa para el ejercicio  de las competencias asignadas a las Entidades Locales en la materia se regirá por las disposiciones organizativas propias de dichas Entidades, si bien los centros y servicios de prestación habrán de ajustarse a la normativa autonómica de ordenación de los mismos (art. 10.1,b) Ley 9/1987), previéndose, igualmente, por la citada Ley 9/1987, la obligatoriedad de desconcentración de los servicios municipales en los municipios en los que por su densidad de población sea necesario (art. 13.2) y la posibilidad, por parte de los Ayuntamientos, de constituir mancomunidades u otros tipos de entidades para la gestión de dichos servicios (art. 13.3).


Asimismo, el art. 18 de la Ley 9/1987 prevé la constitución de Consejos municipales o comarcales de servicios sociales, con funciones de coordinación, participación e informe sobre iniciativas normativas y de planificación en la materia.

	3.3. CLASIFICACIÓN DE LAS COMPETENCIAS EN LA MATERIA





Partiendo de las consideraciones precedentes, el ámbito y distribución competencial en materia de servicios sociales de atención a la mujer entre las distintas Administraciones Públicas Canarias se concreta en los términos que a continuación se exponen.


Con carácter previo a tal exposición procede, no obstante, hacer dos matizaciones: la primera, que la relación de competencias que se reseñan deriva directamente de las disposiciones normativas antes citadas; y la segunda que, dada la ambigüedad en la descripción de determinadas funciones, las mismas podrían ser incluidas, indistintamente, en más de uno de los planos funcionales que se reseñan, optándose por su inclusión en aquel que se ha estimado, en cada caso, más adecuado atendiendo a la finalidad de la función delimitada legalmente. 

A) Funciones de ordenación normativa

Tales competencias se encuentran residenciadas, con carácter exclusivo, en la Comunidad Autónoma de Canarias (art. 30.13 E.A.C. y art. 10.1,a) Ley  Territorial 9/1987), sin perjuicio de la competencia normativa, en materia exclusiva de organización interna, que pudiera corresponder a las Entidades Locales en relación con los servicios cuya gestión tienen asumida.


Tal competencia comprende, básicamente, la ordenación de los servicios sociales, regulando las condiciones de apertura, modificación, funcionamiento y cierre de centros y servicios, requisitos de las beneficiarias y los beneficiarios, capacitación del personal y régimen de precios, normas de acreditación, registro e inspección (ej. Orden de 15 de julio de 1986, por la que se regula la organización y funcionamiento de los Centros y Servicios Sociales Especializados de atención a las mujeres con problemática específica).


En tal ámbito normativo, la Consejería de Empleo y Asuntos Sociales tiene atribuida la competencia de propuesta o iniciativa normativa (art. 5.1,a) del Decreto 329/1995, de 24 de noviembre), siendo igualmente relevantes las competencias atribuidas al Instituto Canario de la Mujer, tal como establece el art. 3 de la Ley Territorial 1/1994, que atribuye a dicho Instituto, entre otras, las competencias de:

.Realizar el seguimiento de la legislación vigente y su aplicación, así como elaborar las propuestas de reforma legislativa encaminadas a eliminar las trabas que dificulten o impidan la igualdad real y efectiva entre ambos sexos.

.Ser oído y tener capacidad de propuesta, en el curso del procedimiento de elaboración de disposiciones generales promovidas por el Gobierno Canario, que sirvan de refuerzo a los programas y propuestas que puedan contribuir al desarrollo efectivo de los derechos que el ordenamiento jurídico reconoce a la mujer.


.Estudiar y difundir aquellas disposiciones legales que puedan contribuir al desarrollo efectivo de los derechos que el ordenamiento jurídico reconoce a las mujeres.


Asimismo, procede destacar la competencia que, en relación con el informe preceptivo de los anteproyectos de normas básicas y de planificación de servicios sociales, se confieren al Consejo General de Servicios Sociales (art. 16 Ley 9/1987).

B) Funciones de planificación y actividades instrumentales para la misma

B) 1. Comunidad Autónoma de Canarias
 Le corresponden las siguientes competencias:

-Planificación de los Servicios Sociales en el ámbito de la Comunidad Autónoma, previo informe del Consejo General de Servicios Sociales, con el objeto de determinar prioridades, evitar desequilibrios territoriales y establecer niveles mínimos de prestación de servicios.

-Elaboración de programas, actuaciones y servicios coordinados con las áreas relacionadas con el Bienestar Social (cultura, salud, vivienda, trabajo y educación) orientados a lograr un mejor aprovechamiento de recursos.

-Documentación, estudio e investigación social aplicada en materia de servicios sociales y política social.

-En materia específica de igualdad de oportunidades de las mujeres, procede destacar las competencias de planificación y medidas instrumentales conferidas al Instituto Canario de la Mujer, entre las que se encuentran las competencias de:

.Realizar y fomentar estudios, así como recopilar información y documentación sobre la situación de la mujer en la Comunidad Autónoma orientados a servir de base a la elaboración y adopción de las medidas a que haya lugar en orden a lo dispuesto en el siguiente apartado.

.Elaborar directrices destinadas a conseguir la igualdad real y efectiva del hombre y la mujer en todos los ámbitos de la vida política, económica, cultural y social de Canarias e impulsar su aplicación por los distintos poderes públicos canarios.

.Proponer a las administraciones públicas canarias, en el ámbito de sus competencias, la adopción de programas de acción positiva hacia la mujer, así como la revisión y la coordinación de los que ya existieran, con el fin de lograr la superación de la desigualdad.


-Asimismo, procede destacar las competencias de coordinación y participación que en materia  de planificación se atribuyen a la Comisión Especial Delegada prevista en el art. 11 de la Ley 9/1987 y al Consejo General de Servicios Sociales (art. 16 de la misma Ley). 


B) 2. Competencias de las Islas

-Participación en el proceso de planificación de los servicios sociales, que afecten al ámbito insular.

-Programar los servicios especializados en el ámbito insular, de conformidad con la planificación regional.

-Proporcionar apoyo informativo y estadístico en las tareas planificadoras y ordenadoras del Gobierno de Canarias.

B) 3. Competencias de los Municipios
-Participación en el proceso de planificación de los Servicios Sociales que afecten al ámbito municipal o comarcal.

-Estudio y detección de las necesidades en su ámbito territorial.

-Elaboración de los planes y programas de servicios sociales dentro del término municipal, de acuerdo con la planificación global realizada por la Comunidad Autónoma.

C) Funciones de gestión administrativa en la prestación de servicios y coordinación de los mismos


C) 1. Comunidad Autónoma de Canarias

C) 1. a) Actividad de fomento y preventiva:


En este subámbito competencial destaca, en primer lugar, la competencia en materia de fomento económico, a través del otorgamiento de ayudas y subvenciones para la prestación de los servicios sociales a favor de otras Administraciones Públicas o de entidades privadas colaboradoras, desarrollada en el art. 25 de la Ley 9/1987 y por diversas disposiciones reglamentarias reguladoras de la concesión de ayudas y subvenciones en la materia..


En segundo lugar, se engloban en este ámbito el conjunto de actividades de prevención y sensibilización atribuidas al Instituto Canario de la Mujer, comprendiendo las siguientes competencias:

.Realizar campañas de sensibilización, promoción y difusión, a fin de informar a los ciudadanos sobre la problemática de la mujer.

.Impulsar programas y actuaciones que contribuyan a incrementar la participación de las mujeres en la vida pública, en el orden económico, cultural y político.

.Fomentar la participación de la mujer en el ámbito laboral, promoviendo la formación y promoción profesional en condiciones que contrarresten la desigualdad con los trabajadores hombres.

.Promover medidas que contribuyan a procurar un tratamiento de la mujer en los medios de comunicación acomodado a los principios constitucionales.

.Establecer relaciones y cauces de participación con asociaciones, fundaciones y otros entes y organismos que, en razón de sus fines o funciones, contribuyan a la consecución de los objetivos del Instituto, así como con instituciones y organismos análogos de otras Comunidades Autónomas, del Estado y de la Comunidad Internacional.

C) 1. b) Actividad de coordinación y gestión prestacional


Se engloban en este ámbito un conjunto diverso de actividades administrativas, concretadas legalmente en las siguientes:

-Coordinar las acciones y programas, tanto del sector público como del sector privado; integrar y unificar los recursos sociales evitando la duplicidad de servicios.

-Gestionar las prestaciones de los Servicios Sociales propios no descentralizados garantizando que ciudadanos y ciudadanas reciban los mismos servicios con niveles semejantes de calidad y eficacia, cualquiera que sea su lugar de residencia. 

-Gestionar aquellos servicios que por su alta especialización e incidencia en la población, rebasen las capacidades de los municipios o de las entidades supramunicipales. 

-La asistencia técnica y asesoramiento a las entidades locales y a la iniciativa social.

-Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales.


-La alta inspección de todos los servicios que hayan sido descentralizados a otras Administraciones Públicas o las que se financien en todo o en parte con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias.

-Creación y gestión de un Registro de Entidades y Centros dedicados a la prestación de Servicios en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

-Establecimiento, en cada una de las islas, de un módulo de servicios orientados a la cobertura de la ejecución de las competencias de servicios sociales de la Administración Autonómica.

-Establecer, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, y referida a los municipios de menos de 20.000 habitantes, una red comarcal de servicios sociales generales o comunitarios.

-En materia de promoción de la igualdad de oportunidades, específicamente, el Instituto Canario de la Mujer tiene atribuidas las competencias de: 

.Fomentar la prestación de servicios a favor de la mujer y, en particular, los dirigidos a aquellas que tengan una especial necesidad de ayuda.

.Recibir y encauzar, en el orden administrativo, denuncias formuladas por mujeres en casos concretos de discriminación por razón de sexo.

.Fomentar y coordinar la prestación de servicios de todo tipo a la mujer, mediante el establecimiento de convenios con entidades públicas y privadas.

C) 2. Competencias de las Islas

-Gestionar los servicios especializados de ámbito insular, las prestaciones propias y los servicios y las prestaciones descentralizadas por otras Administraciones Públicas.

-Gestionar las prestaciones de los servicios sociales que les correspondan como consecuencia de los conciertos que suscriban a tal fin.

-La supervisión y coordinación de los servicios especializados en el ámbito insular, de conformidad con las normas de coordinación que dicte el Gobierno de Canarias con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación general.

-Asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los responsables públicos o de iniciativa privada, de los servicios sociales especializados en el ámbito insular, a fin de contribuir a la rehabilitación y reinserción social.

-Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales adscritos a estas instituciones.

C) 3. Competencias de los Municipios

-Gestionar los servicios sociales comunitarios de ámbito municipal.

-Gestionar los servicios sociales especializados de ámbito municipal.

-Gestionar las funciones y servicios que le sean delegados o concertados por la Comunidad Autónoma de Canarias o los Cabildos Insulares.

-Supervisar y coordinar, en el municipio, los servicios sociales municipales con los de la iniciativa privada del mismo ámbito, de conformidad con las normas de coordinación que dicte la Comunidad Autónoma, con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación general.

-Gestionar prestaciones económicas y colaborar en lo que reglamentariamente se establezca en la gestión de las prestaciones económicas y subvenciones de los Cabildos y la Comunidad Autónoma en lo que se refiere a servicios sociales en su ámbito municipal.

-Coordinación de los servicios sociales municipales con los otros sectores vinculados al campo del Bienestar Social.

-Fomento de la participación ciudadana en la prevención y resolución de los problemas sociales detectados en su territorio.

-Fomento y ayuda a las iniciativas sociales no lucrativas que se promuevan para mejorar la calidad de vida de los habitantes del municipio.

-Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales de estas Corporaciones.

	3.4. DE LA COLABORACIÓN INTERADMINISTRATIVA




1. Las Administraciones Públicas Canarias colaborarán, en todo momento, en el ejercicio de las competencias de atención integral a las mujeres que tienen asignadas, a cuyo efecto están obligadas a:

a) Intercambiarse la información y datos disponibles que afecten a las menores y a los menores, con la debida reserva, siempre que sea necesaria para el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas.

b) Facilitar el ejercicio de las competencias propias de las otras Administraciones, cooperar y prestarle el auxilio que precisen para dicho ejercicio, así como para la ejecución de sus resoluciones.

c) Colaborar mutuamente en la gestión o adscripción de medios para la prestación de los servicios encomendados a una de ellas, a través de los convenios de colaboración.

d) Respetar el ejercicio de las competencias propias de las restantes Administraciones.

2. Para la efectiva colaboración podrán suscribirse convenios entre las Administraciones Públicas Canarias. Estos convenios habrán de prever: la competencia de cada Administración en la que se fundamenta; las actividades, actuaciones o servicios que constituyen su objeto; el importe de la participación de cada una de las partes, cuando impliquen obligaciones de contenido económico; el plazo de vigencia y, en su caso, la posibilidad de prórroga por acuerdo expreso.

3. Los convenios de colaboración tendrán el plazo de vigencia plurianual que garantice la estabilidad y conclusión de los programas o servicios de atención a las mujeres, sin perjuicio de los que puedan celebrarse con otra vigencia para actuaciones específicas o singulares.

4. En los convenios de colaboración, para que las entidades locales puedan recibir fondos públicos de la Comunidad Autónoma de Canarias será requisito necesario que sus planes, programas, actuaciones o actividades se ajusten a la planificación y programación aprobadas por los órganos competentes de la Administración autonómica.

	3.5.  DE LAS ENTIDADES COLABORADORAS




Son entidades colaboradoras de las Administraciones Públicas las fundaciones y asociaciones de carácter no lucrativo que hayan sido reconocidas por la Administración Pública de la Comunidad Autónoma para desempeñar actividades y tareas de atención integral a las mujeres frente a situaciones de violencia de género.

Podrán ser declaradas entidades colaboradoras las personas jurídicas que reúnan los requisitos siguientes:

a) Estar constituidas y registradas como asociación o fundación sin ánimo de lucro.

b) Constar entre sus fines fundacionales u objeto social la atención o protección de las mujeres.

c) Tener su domicilio social en la Comunidad Autónoma de Canarias o, en su caso, mantener establecimientos abiertos en su territorio, restringiendo la habilitación en este último supuesto exclusivamente a los mismos.

d) Poseer los medios personales y materiales idóneos y necesarios para la realización de las tareas o actividades de atención a las mujeres que pretendan desarrollar, en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

	4. MARCO CONCEPTUAL




La Recomendación general nº 19 de 1992 del CEDAW (Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, creado en 1982) expone: 

"Las actitudes tradicionales según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción, tales como la violencia y los malos tratos en la familia, los matrimonios forzosos, el asesinato por presentar dotes insuficientes, los ataques con ácido y la circuncisión femenina.  Esos prejuicios y prácticas pueden llegar a justificar la violencia contra la mujer como una forma de protección o dominación de la mujer. El efecto de dicha violencia sobre la integridad física y mental de la mujer es privarla del goce efectivo, el ejercicio y aun el conocimiento de sus derechos humanos y libertades fundamentales".


En 1993, la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, emitida por Naciones Unidas en el seno de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, definió en su artículo 1:

“La violencia contra las mujeres es todo acto de violencia basado en la pertenencia a este sexo que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para las mujeres, inclusive las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la privada”.

“Los derechos humanos de las mujeres y las niñas son una parte inalienable, integral e indivisible de los derechos humanos universales”.

“Los malos tratos y la violencia sexual hacia las mujeres y las niñas constituyen una violación de derechos humanos. La violencia contra las mujeres, así como el acoso sexual, en cualquiera de sus formas, son incompatibles con la dignidad del ser humano y deben ser eliminadas”

Y, en su artículo 2, expresa:


“Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos:

1. La violencia física, sexual y psicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación.

2. La violencia física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexual en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada.

3. La violencia física, sexual y psicológica perpetrada por el Estado, donde quiera que ocurra.”

Por primera vez, en Viena, se declaraba por un organismo de ámbito internacional que la violencia contra las mujeres constituye una violación de los derechos humanos, y que los derechos humanos de mujeres y niñas son parte inalienable, integral e indivisible de los Derechos Humanos Universales. 

La Plataforma de Acción de Beijing, adoptada por Naciones Unidas en el curso de la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres (Beijing, 1995), suscribió totalmente la Declaración de Viena de 1993, y definió la expresión violencia contra la mujer como 

“Todo acto de violencia sexista que tiene como resultado posible o real un daño de naturaleza física, sexual o psicológica, incluyendo las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de libertad para las mujeres, ya se produzcan en la vida pública o en la privada”
.  

Asimismo, declaró que:

“La violencia contra las mujeres es una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres, que han conducido a la dominación masculina, a la discriminación contra las mujeres por parte de los hombres y a impedir su pleno desarrollo. La violencia contra las mujeres a lo largo de su ciclo vital tiene su origen en pautas culturales, en particular en los efectos perjudiciales de algunas prácticas tradicionales o consuetudinarias y de todos los actos de extremismo relacionados con la raza, el sexo, la lengua o la religión que perpetúan la condición inferior que se le asigna a la mujer en la familia, el lugar de trabajo, la comunidad y la sociedad”
.

Partiendo de esta conceptuación básica e irrenunciable por parte de referentes internacionales, hemos de considerar como premisa para la acción a lo largo de este Programa que la violencia de género tiene un carácter estructural, que es la estructura familiar patriarcal, la estructura social basada en la división sexual del trabajo y los roles sociales, y las pautas culturales tradicionales basadas en la supremacía de un sexo y la supeditación de otro lo que configura una relación de desigualdad de poder, derechos y libertades entre mujeres y hombres que está generando situaciones de violencia, como manifestación extrema de la dominación hacia las mujeres y de su discriminación en todos los ámbitos de la vida pública y privada.  

Esta premisa fundamental para el análisis, que la dominación hacia las mujeres -y la violencia como su manifestación extrema- es un supuesto de la relación genérica patriarcal, resulta manifiesta en dos teóricas del feminismo y el análisis de género. Para Simone de Beauvoir: “No se nace mujer: una llega a serlo. Ningún destino biológico, físico o económico define la figura que reviste en el seno de la sociedad la hembra humana. La cultura en conjunto es quien elabora ese producto”. Y esa creación histórica contiene el conjunto de circunstancias, cualidades y características esenciales que definen a la mujer como ser social y cultural genérico. También Marcela Lagarde
 se expresó en este sentido: “Las prohibiciones ideológicas y jurídicas no impiden que la violencia sea característica de las relaciones entre hombres y mujeres, y de las instituciones en las que éstas ocurren: la conyugalidad, la paternidad y la familia, pero también de las relaciones regidas por el contrato, de las organizaciones sociales y políticas. Más todavía, la violencia hacia las mujeres ocurre sin que medie ninguna relación social previa, salvo la pertenencia genérica”.  

Uno de los efectos de la dominación patriarcal ha sido la socialización de la mujer a través de un rol limitado y estático (estereotipado): el desempeño de funciones reproductivas y de servicio exclusivamente (madre, esposa, cuidadora y ama de casa), no por ello de menor valor que las funciones productivas; y, en los casos en que se ha producido su incorporación al trabajo externo remunerado, también a través de funciones de servicios y cuidado de otras personas, en las escalas inferiores de las categorías laborales, de peores condiciones de trabajo, escasamente retribuidas y de escaso o nulo poder y prestigio profesional, y debiendo compatibilizarlas con el trabajo no remunerado en el ámbito doméstico.

La tradicional limitación forzada al ámbito doméstico no sólo ha limitado las posibilidades de desarrollo autónomo de las mujeres, sino que las ha relegado a un estado de invisibilidad, infrarrepresentación social y sumisión al poder patriarcal en la familia. La socialización de su rol como “complementario pero supeditado al del hombre” ha supuesto una instrumentalización de la mujer como apoyo a la realización y desarrollo del hombre y de la unidad familiar, desdibujando su identidad como ser social y con derechos y libertades individuales inviolables.

Pero, además de suponer este rol una limitación objetiva al pleno desarrollo de las mujeres, la sociedad patriarcal ha exacerbado, a través de múltiples manifestaciones, una visión negativa, desvalorizada y desprestigiada de las funciones sociales que desempeñan las mujeres en la unidad de convivencia, calificándolas como “parte de las rentas y propiedades del hombre cabeza de familia”. La internalización por las mujeres de esta interpretación, también estereotipada, ha determinado, a lo largo de la historia, una visión insatisfactoria de sí mismas como “ser para otros”, “ser de otros”, “ser a través de otros”, “ser depositaria del honor de otros”, o “seres incompletos” que sólo adquieren unicidad en la relación con “el otro”. Algunas teóricas y teóricos en psicología apuntan a ésta como una de las explicaciones para el hecho de que las mujeres víctimas de violencia admitan estos actos y los asuman como parte del contrato matrimonial, durante mucho tiempo, como parte de la negación del “yo, sujeto de derechos” antes de atreverse a interponer la primera denuncia o la demanda de separación.

Resulta evidente que la coherencia con los valores democráticos y humanísticos propugnados tanto por las instituciones internacionales como por las comunitarias y la Constitución Española; así como con los educativos propugnados por la UNESCO y la LOGSE, y con las necesidades progresivamente asumidas por las sociedades democráticas, tendentes a la construcción de seres humanos completos y autónomos, que puedan establecer relaciones no basadas en el poder o la supeditación, exige deconstruir los modelos de género atribuidos tradicionalmente a mujeres y a hombres. 

En el caso de las mujeres, supone identificarse, asumirse y crecer como seres autónomos y completos, con intereses y criterios propios, y, por ello, también con deberes y responsabilidades sociales, con derecho y deber de ejercer la “autoridad moral”, cuyo sentido de la vida esté en ellas mismas, abandonando “el deber de pertenecer”, “el deber de servir”, “el deber de obedecer”. En el caso de los hombres, supone abandonar ideas preconcebidas y asimiladas también como estereotipos de género, del “ser fuerte”, “ser dominante”, “ser responsable y protector” “ser para el poder, el prestigio y el ámbito público”, y asumir responsabilidades de presencia, dedicación y cuidado en el ámbito privado: tareas reproductivas y atención a personas dependientes, aprender que la “fragilidad” y la “vulnerabilidad” son características humanas y no femeninas.

Para Ana María Pérez del Campo
: “El fenómeno de la violencia de género implica la existencia de dos planos desnivelados en la relación, uno en situación de ventaja y otro en inferioridad; de esa desigualdad nace la violencia; entre los que son como iguales y que como iguales se relacionan no se da la violencia”.

Jorge Corsi
 contribuye a reafirmar esta idea al aseverar que “la conducta violenta, entendida como el uso de la fuerza para resolver conflictos interpersonales, se hace posible en un contexto de desequilibrio de poder, permanente o momentáneo”. 

Resulta infundado, a la vez que inconsecuente e inútil a los efectos de plantear respuestas eficaces al problema, atribuir el ejercicio de la violencia contra las mujeres a circunstancias o condiciones individuales de cada agresor (tales como alcoholismo, drogodependencia, desempleo, patologías mentales, estados de enajenación transitoria). Las causas de cualquier tipo de violencia están en la base de una estructura desigual de poder, tanto entre grupos o clases como entre individuos. La conducta violenta refleja un abuso de poder. “Los hombres violentos han incorporado en su proceso de socialización de género un conjunto de creencias, valores y actitudes que, en su configuración más estereotipada, delimitan la denominada “mística masculina”: restricción emocional, homofobia, modelos de control, poder y competencia, obsesión por los logros y el éxito, etc.”.

Es en los espacios tradicionales de socialización (familia, escuela, grupos de iguales, grupos de referencia, comunidad y medios de comunicación social) donde se van aprehendiendo e interiorizando esos modelos. La violencia de género se aprende, en tanto agresor y en tanto víctima, a través de la socialización familiar y social, y las carencias de modelos coeducativos en la escuela que contrarresten esta herencia no facilita la evolución hacia nuevas e igualitarias relaciones interpersonales. 

La violencia de género funciona como un mecanismo de control que dificulta a las mujeres el desarrollo de capacidades y posibilidades no pautadas previamente para su grupo sexual. Resulta importante considerar que el concepto de género es histórico: varía en el tiempo, se refuerza o se debilita según determinadas circunstancias, pero establece un patrón inmutable y unas normas de comportamiento desiguales a mujeres y a hombres, que convierten el ser mujer en el factor de riesgo principal para ser víctimas de violencia, independientemente de otros factores de riesgo que veremos a lo largo de este Programa. 

Todos los estudios realizados y todas las experiencias contrastadas a través de las y los profesionales de los servicios públicos muestran que la violencia de género se extiende a todas las capas socioeconómicas y culturales, a todas las culturas y nacionalidades, se ha producido en todas las épocas históricas, y no puede establecerse un perfil único de mujer maltratada. El perfil que se detecta desde la atención por los servicios públicos responde a la necesidad de las mujeres con mayor precariedad económica o cultural de acudir a estas instancias. La violencia entre capas sociales con mayores recursos económicos o culturales suele estar más oculta y pasar inadvertida socialmente, dada la posibilidad de estas personas de acudir a servicios privados y la innecesariedad de alojamiento público de emergencia.

	4.1. VIOLENCIA DE GÉNERO EN EL ÁMBITO DOMÉSTICO




Siguiendo el planteamiento de Jorge Corsi
, la violencia hacia las mujeres en el ámbito doméstico comprende todas las formas de abuso que tienen lugar entre quienes sostienen o han sostenido un vínculo afectivo relativamente estable. Es fundamental dejar sentado que esta forma de violencia, definida por el vínculo entre agresor y víctima y, en la mayoría de los casos, por el espacio en el que se produce, integra o puede integrar todas las formas que se describen en este Programa, a una o a varias, al mismo tiempo o sucesiva y secuencialmente. El hecho de que haya sido individualizada en un epígrafe propio responde a su generalizado conocimiento por la mayoría de la población, aunque, de hecho, no se trata de una forma de violencia única o diferente, sino de un conjunto de ellas que tienen en común el vínculo y/o el espacio.

“El elemento básico para la producción del maltrato no es la existencia de agresividad, sino la presencia de personas en desigualdad de poder: el maltrato se ejerce sobre un real o potencial subordinado. Entre iguales puede haber agresión, violencia mutua, conflicto, pero no maltrato”
. El proceso de maltrato se basa en un conjunto de mecanismos que el violento habilita para hacerse con el control de la vida de las mujeres. El control de una persona sobre otra implica que aquélla tiene más dominio sobre la conducta o los puntos de vista de la segunda que ella misma. Las formas de maltrato son auténticas formas de control, y la cohabitación en un espacio común es uno de los elementos más determinantes para la posibilidad del maltrato y el control. Para Nélida Zaitegi, “el espacio más peligroso para la mujer es la casa, y la habitación más peligrosa es el dormitorio”
. Entre sus manifestaciones están:

1. El control de la vida (femicidio, asesinato)

2. El control de la integridad e indemnidad de la persona (abuso, acoso y agresión)

3. El control de la sexualidad (cuándo, cuánto, cómo, con quién, con o sin protección contra ETS y Sida)

4. El control de la reproducción (obligación o prohibición del uso de métodos anticonceptivos; prohibición del aborto o aborto forzado)

5. El control emocional (violencia psicológica, hostigamiento, acoso moral)

6. Control de los hijos y las hijas (chantaje, maltrato infantil, secuestro, incumplimiento del régimen de visitas)

7. El control de los momentos de intimidad (ausencia de espacios y tiempos de vida privada de las mujeres)

8. El control de las relaciones externas (limitación de espacios y tiempos de salidas del hogar; control de las personas con quienes la víctima se relaciona; control de la relación con su familia)

9. El control del tiempo (control de salidas y entradas, sitios a los que va, hora de regreso...)

10. El control del acceso a los bienes y a la titularidad de los mismos, control y limitación del dinero (impago de pensiones alimenticias; limitación de los recursos para la subsistencia básica del hogar y la libertad de desplazamiento)

Los malos tratos hacia las mujeres en el ámbito doméstico comprenden: malos tratos físicos, psíquicos, sexuales y económicos.

1. Se produce maltrato físico cuando se practica cualquier conducta que integre el uso intencional de la fuerza contra el cuerpo de otra persona de tal modo que encierre riesgo de lesión física, daño o dolor, sin importar el hecho de que en realidad esta conducta no haya tenido esos resultados. Son manifestaciones del maltrato físico empujones, bofetadas, puñetazos, golpes, arañazos, punzamientos, mordeduras, quemaduras, puñaladas, estrangulamientos, rotura o dislocaciones de huesos...; sus efectos externos y sus secuelas físicas o psíquicas se clasifican penalmente entre leves, moderados, graves o severos; entre temporales y permanentes o definitivas, y según si requieren o no hospitalización.

2. Constituyen malos tratos psicológicos aquellas conductas que producen en las víctimas desvalorización o sufrimiento y es generalmente percibido como tanto o más difícil de soportar que el maltrato físico. El maltrato psicológico humilla, amenaza, descalifica, ridiculiza, anula la autoestima y la tendencia natural a la autodefensa, por lo que las mujeres víctimas de violencia psíquica son fáciles víctimas de violencia física o sexual.

3. Constituye maltrato sexual cualquier intimidad sexual forzada (por intimidación, coacción o estado de inconsciencia o indefensión) por parte del marido o compañero, no limitándose a la penetración vaginal o anal forzada, por lo que se incluiría dentro de esta definición el sexo oral, valiéndose para la penetración no sólo del pene sino de objetos o instrumentos.

4. Finalmente, existe maltrato económico cuando de priva deliberadamente a las mujeres -y en el contexto de una relación de poder de un sexo y dependencia del otro- de los recursos necesarios para una digna calidad de vida. También supondría una desigualdad para disponer de recursos compartidos, así como restricciones o un total impedimento para acceder a un puesto de trabajo y/o a la educación. La violencia económica, como cualquier otra, atenta contra la libertad e integridad moral de las personas, y se manifiesta en:

a) Los impagos de pensiones alimenticias por los padres para los hijos a cargo de la madre, cuando se produce la separación o el divorcio, tipificado como delito por el Código Penal, art. 227.

b) La violencia económica en la unidad de convivencia: restricción y control de los recursos para la sobrevivencia y la libertad de movimientos.

c) La prohibición de acceso a la formación, a la búsqueda de empleo y al mercado de trabajo, o su limitación a un horario reducido para no tener que prescindir de los servicios gratuitos prestados por la mujer en el hogar. 

d) La apropiación por el cónyuge masculino del derecho a la titularidad sobre los bienes gananciales (vivienda, vehículo, tierras) y sobre la cuenta bancaria.

e) El control de los bienes comunes hasta que se dicta la sentencia judicial, como forma de venganza, represalia y mantenimiento del poder y el control de la vida de la mujer por el marido o conviviente tras la denuncia por violencia o tras la demanda de separación.

La generalización tradicional del término “violencia doméstica” tratando en entender con él la violencia de género está suscitando cada vez más polémica, al tiempo que presenta graves limitaciones para su coherencia con una intervención integral sobre el problema. Por una parte, porque no recoge todas las formas de violencia contra las mujeres y, por otra, porque no entra en el análisis de la violencia que se ejerce contra otras personas en el ámbito doméstico.

La primera limitación del término para comprender con él la violencia ejercida hacia las mujeres la plantea la posición que considera que es un término conservador, al reducir la violencia contra las mujeres a la que se produce en el espacio privado del hogar, dejando fuera la que se ejerce contra las mujeres que han roto la relación de pareja y ya no conviven en el domicilio conyugal, pero sobre las que el agresor sigue ejerciendo violencia. Además, tampoco entra en el análisis de toda la violencia de género que se ejerce fuera de las relaciones de pareja, como las que se definen en este Programa.

La segunda limitación deriva del hecho de que en el ámbito doméstico también se ejerce violencia contra niñas y niños, ancianas y ancianos, discapacitadas y discapacitados; se ejerce por padres contra hijas e hijos; por hijos contra madres; por hombres del entorno familiar contra niñas, jóvenes y mujeres del entorno familiar, que también deberían abordarse desde el concepto “violencia doméstica”. 

Es decir, el término “violencia doméstica” confunde todo tipo de agresores y todo tipo de víctimas, tiende a utilizarse como sinónimo de “violencia familiar”, distrae la atención de quién es el principal autor de la violencia y quiénes las principales víctimas, y, lo que es más grave aún, elude entrar en el análisis de las causas profundas y estructurales de la violencia de género, al sumarla como una forma más de violencia de las que se registran en la sociedad y en el entorno familiar, como si de una violencia indiscriminada y unicausal se tratase, sin tener en cuenta que cada una de ellas debe ser analizada en su contexto adecuado (violencia juvenil; violencia contra menores; violencia contra ancianos y ancianas; violencia entre iguales).


Dentro de las múltiples formas de violencia de género, la violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico es una de las que mayor sensibilidad social está generando en los últimos años, debido fundamentalmente a la magnitud del fenómeno (una media de 70 mujeres víctimas mortales al año en España) y al hecho de que se lleva a cabo con total impunidad, en el espacio de la privacidad. 

Esta gravísima realidad había permanecido silenciada durante muchos años, y su proyección en los medios de comunicación, además de ser parcial y escasa, se confundía con otros tipos de delitos bajo epígrafes eufemísticos tales como “crímenes pasionales”, “asesinato por celos”; “homicidio involuntario por enajenación mental transitoria”, etc. que eludían, por desconocimiento de las raíces del problema o por falta de compromiso, la identificación de las agresiones como fruto de la persistencia de la dominación de un sexo sobre otro y de la discriminación sexual.

Es a partir del I Plan Estatal contra la violencia doméstica
 cuando los medios de comunicación empiezan a implicarse en una información veraz y rigurosa sobre estos actos delictivos y comienzan no sólo a conocerse las cifras, sino a interpretarse como delitos contra la vida, la integridad de las personas y la libertad sexual, proceso que contribuyó en gran medida a la sensibilización de la sociedad, aunque también al surgimiento de posiciones detractoras de la necesidad de la intervención institucional en un problema que seguían considerando de carácter “privado”.


La sociedad canaria no ha permanecido ajena al fenómeno de la violencia doméstica contra las mujeres, y registra los mayores índices de denuncias por malos tratos de todo el territorio nacional. Tradicionalmente, no se habían desarrollado excesivos esfuerzos destinados a erradicar la violencia doméstica, al considerarla un asunto privado en el que no había que inmiscuirse. La actual consideración de este asunto como un problema de Estado ha implicado una mayor inversión de recursos para su abordaje. En Canarias, conscientes de esa necesidad, dado el porcentaje de denuncias (2.599 en el año 2000, con un incremento anual de más de 150 denuncias), se pretende articular una red que dé una respuesta integral ante este fenómeno social por parte de los diferentes sistemas con competencias en la materia. Resulta imprescindible que las mujeres víctimas de violencia doméstica en Canarias tengan garantizadas suficientes medidas de apoyo y protección, entre otros aspectos, así como una respuesta judicial eficaz que les permita confiar en que el sistema no tolera ni ampara a quien vulnera sus derechos y libertades fundamentales.

	4.2. AGRESIONES SEXUALES




Bajo este término puede agruparse una serie de prácticas que tienen en común el uso premeditado del sexo como arma para demostrar y abusar del poder sobre otro ser humano (habitualmente mujeres y niñas). Es una de las formas de violencia más oculta, pero que, sin embargo, sigue muy presente en nuestra sociedad. Si bien se han producido teorías antropológicas que han vinculado violencia sexual a factores biológicos y hormonales masculinos, hay que decir que esta afirmación es rebatida frontalmente por otros estudios antropológicos realizados en distintas culturas, que muestran que la agresión y la violencia sexual de los hombres no deriva de su herencia genética, sino de factores culturales y educativos. El comportamiento y la violencia sexual con fines de dominación se convierten no sólo en un medio de estructurar relaciones de poder entre hombres y mujeres sino también de establecer relaciones de poder entre los hombres. Es una realidad que en muchas sociedades la violación está permitida y no es considerada delito, siendo este un elemento más de dominación sobre las mujeres.

La agresión sexual es un delito violento que mantiene una relación de desigualdad a través de la amenaza. La visión masculina de la mujer como propiedad privada refleja que el cuerpo de las mujeres también es un objeto del que poderse apropiar sin el consentimiento de éstas. El Código Penal vigente tipifica los delitos en los que el bien jurídico protegido es la libertad sexual, a diferencia de regulaciones anteriores, en las que el bien jurídico protegido era la honestidad, en el Título VIII del Libro III, bajo la denominación de “Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales”, distinguiendo entre agresiones sexuales, abusos sexuales, acoso sexual, delitos de exhibicionismo y provocación sexual, delitos relativos a la prostitución y a la corrupción de menores.

El tipo básico de la agresión sexual (art. 178 CP) lo constituye el atentado contra la libertad sexual de otra persona, con violencia o intimidación, y el tipo agravado lo constituye el nuevamente normado, a partir de la reforma operada por la Ley Orgánica 11/1999, de 30 de abril, delito de violación, consistente en el “acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de objetos por alguna de las dos primeras vías”.


A estos efectos, se debe hacer mención de la sentencia del Tribunal Supremo nº 1222 de 2000, de 7 de julio, en la que, recogiendo doctrinas de la propia Sala, establecidas mediante sentencias de 8 de febrero de 1994; 5 de marzo de 1999; 3 de junio de 1999 y 5 de abril de 2000, se rechaza que la introducción de dedos en la vagina deba dar lugar al tipo agravado de agresión sexual por introducción de objetos, porque “...constituyendo una indiscutible lesión de la libertad sexual, no vulnera del mismo modo la integridad física y moral de la persona agredida que la bárbara y vejatoria introducción de un objeto”.

Cuando el atentado contra la libertad o indemnidad sexual se produzca sin violencia o intimidación y sin que medie consentimientos, nos encontramos ante un supuesto de abusos sexuales (art. 181 CP).

Se hará referencia al resto de las conductas delictivas atentatorias contra la libertad sexual en los distintos tipos de violencia relacionados en este programa.


Las agresiones sexuales a mujeres y los abusos sexuales a niñas, adolescentes y jóvenes suponen una de las formas de violencia de género más ocultas en nuestra sociedad. Todavía perviven muchos mitos en torno a esta práctica, por lo que se piensa que son las mujeres o las menores víctimas quienes provocan las agresiones. Todavía persisten muy arraigados los sentimientos de vergüenza y culpa de las víctimas frente a la sensación de impunidad de los agresores.  

En este sentido, la necesidad de contar con una respuesta eficaz y coordinada por parte de los sistemas que normalmente abordan las agresiones sexuales nos parece un elemento fundamental a desarrollar en Canarias en los próximos años, incidiendo especialmente en el desarrollo de mecanismos que permitan a las víctimas de agresiones sexuales recuperarse emocionalmente del trauma sufrido. 

	4.3. ACOSO SEXUAL




Las conductas de acoso sexual representan una intrusión no deseada y no buscada, por parte de una persona, en los sentimientos, pensamientos, conductas, espacio, tiempo, energías y cuerpo de otra. En general, estas conductas suponen una estrategia mediante la que los hombres utilizan el poder para obtener sexo. El acoso sexual afecta a la dignidad de la mujer en el trabajo, ya que sus manifestaciones se extienden a actos y actitudes físicas o verbales, ofensivas e irrazonables para la mujer que lo sufre. 


El acoso sexual es una forma de violencia de género cuyos límites se muestran muy difusos, incluso para las propias mujeres que lo sufren. La cultura patriarcal dominante ha tolerado y hecho aparecer como actitudes naturales el coqueteo, los chistes o las observaciones e invitaciones de contenido sexual por parte de hombres hacia mujeres en un entorno laboral o educativo, como una forma de expresión de la sexualidad masculina, más relacionada con la seducción que con el ejercicio del poder sobre las mujeres. Esta cultura de la libertad sexual masculina y de la apropiación de la sexualidad femenina ha provocado una percepción social errónea sobre lo que constituye acoso sexual, calificándose restrictivamente como tal la coacción de un jefe a una empleada a cambio de favores sexuales y bajo la amenaza implícita de represalias laborales.


Para deshacer este mito hemos de considerar el acoso como un fenómeno estructural, no como una desviación individual de quien lo practica. El acoso sexual establece el poder de quien lo ejerce, al considerar a la mujer como un objeto a su disposición (de ahí que los acosadores piensen que las mujeres deberían sentirse halagadas por haber sido “elegidas”).

La situación laboral en la que se encuentran las mujeres de nuestra comunidad autónoma, con importantes tasas de precariedad en el empleo, es propicia para que se produzcan situaciones de acoso sexual, de ahí que resulte imprescindible profundizar en el conocimiento de esta forma de violencia y ofrecer una respuesta adecuada ante la misma. Y en esta respuesta han de ser responsables y copartícipes no sólo los poderes públicos sino sindicatos, empresariado, universidades,... impulsando estrategias de prevención y abordaje del acoso sexual entre las mujeres canarias.

	4.4. ACOSO MORAL




El acoso moral es un proceso de destrucción y desestabilización emocional para las mujeres. Puede surgir en una relación de pareja o cuando ésta ha concluido, siendo muy común en este aspecto las amenazas, llamadas de teléfono constantes, acoso presencial a la salida de casa, del trabajo,...  Las estrategias empleadas por el acosador son perversas y su mejor arma es la comunicación (ofensas, sarcasmos, mentiras, silencios,...), todo lo que suponga infravalorar la credibilidad de la mujer ante el mundo. 


La relación de acoso se desarrolla en dos fases: la seducción perversa y la violencia manifiesta. La primera fase se puede prolongar varios años, ya que en ella se desarrollan todas las estrategias de desestabilización de la víctima, que pierde progresivamente la confianza en sí misma. Se ejerce un proceso de seducción y dominio a través de estrategias de comunicación perversas: se rechaza la comunicación directa, se impide pensar, reaccionar, ser escuchada, se deforma el lenguaje, se miente, se utiliza el sarcasmo, la burla, el desprecio y la paradoja,...  Si ante esto la víctima reacciona se puede entrar en la segunda fase, caracterizada por la repetición continua del acoso. Normalmente no se ejerce violencia física, aunque pueden darse estallidos puntuales que deriven en una agresión de este tipo.


El acoso moral es una manifestación de la violencia de género, ya que se ejerce desde una posición de dominio por parte de los hombres hacia mujeres que se encuentran en una posición de subordinación o dependencia, en los ámbitos doméstico, laboral, educativo u otros. Esta práctica violenta ha sido identificada recientemente por profesionales y, supone un importante avance para hacerla visible y permitir su abordaje.


Quizás el problema fundamental con el que nos encontramos a la hora de definir el acoso moral son sus difusos límites. El acoso moral en las relaciones de pareja tradicionalmente había sido considerado como maltrato psicológico, y en la mayoría de las ocasiones justificado como parte del carácter fuerte del hombre. El acoso moral en los ámbitos laboral y educativo había permanecido oculto. Nuestro contexto sociocultural ha tolerado esta forma de violencia subsumiéndola como una de las manifestaciones inevitables de la construcción cultural de las identidades de género y la transmisión de estereotipos de desigual valor: el masculino, transmitido como dominante, y el femenino, transmitido como débil y dependiente. No obstante, resulta imprescindible identificar y dar a conocer la existencia del acoso moral como una forma de violencia diferenciada e independiente de las otras para poder desarrollar mecanismos de abordaje y prevención de la misma. 


El principal objetivo del acoso moral es la desestabilización psicológica y emocional de la víctima, paralizándola e impidiéndole que se defienda. En las relaciones de pareja, los procesos de acoso moral se incrementan con el deterioro de lazos afectivos y la ruptura de la convivencia. En esta fase el acosador impone su dominio para retener a su víctima, invadiéndola en todo momento con su presencia (llamadas telefónicas constantes, la espera al salir del trabajo, las amenazas,...). La realidad de las mujeres canarias no difiere de la de mujeres de otros países. Las situaciones más peligrosas para su vida pueden llegar a vivirlas una vez que inician un proceso de separación e intentan romper el vínculo que las une al acosador moral.


En el mundo del trabajo, en la universidad y en las instituciones, los procedimientos del acoso moral están mucho más definidos que en la vida privada. Sin embargo, no por ello sus consecuencias son menos destructivas, aun cuando las víctimas estén menos expuestas a sus efectos, puesto que para sobrevivir eligen marcharse en la mayoría de los casos (baja por enfermedad o dimisión). El ámbito laboral es tremendamente propicio para conseguir paralizar a la víctima y manipularla, ya que el miedo al desempleo o a la degradación del clima de trabajo es un factor importante para el sometimiento. En Canarias, la difícil inserción de las mujeres en el mercado laboral debido a las altas tasas de paro puede propiciar que se produzcan situaciones de acoso moral hacia aquellas mujeres que intentan mantener la estabilidad en su puesto de trabajo.


Para hacer frente a esta situación resulta fundamental un mayor conocimiento de este fenómeno, diseñar mecanismos de identificación del mismo y proponer a las mujeres que lo sufren acciones concretas de apoyo.

	4.5. HOSTIGAMIENTO EN LOS ESPACIOS PÚBLICOS




Por esta forma de violencia nos referimos a todas aquellas prácticas que invaden el espacio vital de las mujeres, bien a través de la palabra, del gesto, del roce o de la agresión física directa. Incluimos todos los comentarios sexistas que suponen los "piropos" soeces, las insinuaciones sobre las formas de vestir, de caminar, de relacionarse, de vivir... puestas en práctica por parte de extraños y desconocidos en la calle, lugares de ocio, e, incluso, por personas conocidas en centros educativos y laborales. La creencia machista que permite a los hombres la apropiación del espacio, del cuerpo y de la intimidad de las mujeres, incluso en plena calle, legitima esta forma de violencia.


Si bien esta forma de violencia de género es característica de los espacios públicos y es ejercida normalmente por desconocidos, existe constancia de que se registra también en espacios laborales y educativos y a cargo de personas conocidas. Las mujeres, por el solo hecho de serlo, han de soportar comentarios sexistas en infinidad de ocasiones cuando circulan por calles, plazas, mercados... o cuando acuden a locales de ocio, trabajo o educación.  

No existen datos sobre la incidencia de esta forma de violencia en Canarias, pero sí podemos afirmar que es una práctica generalizada sobre la que es importante incidir desde dos ópticas: proporcionando a las mujeres mecanismos de defensa ante el hostigamiento y facilitando estrategias para que los hombres dejen de practicarlo.  

	4.6. TRÁFICO DE MUJERES CON FINES DE EXPLOTACIÓN Y COMERCIO SEXUAL, MATRIMONIOS SERVILES Y EXPLOTACIÓN LABORAL




El tráfico de mujeres, la feminización de la pobreza y las políticas de globalización económica están estrechamente relacionadas. Para la delincuencia organizada, el tráfico de personas (junto al de drogas y al de armas) es una de las actividades delictivas más lucrativas, convirtiéndose en una práctica denigrante que cosifica a las mujeres y viola los más elementales principios éticos y los Derechos Humanos Universales.

Naciones Unidas considera como tráfico de mujeres a “todos los actos en los que se utiliza el reclutamiento y el desplazamiento para trabajos o servicios, dentro y a través de las fronteras nacionales, por medio de violencia o amenaza de violencia, abuso de autoridad o posición dominante, cautiverio por deuda, engaño y otras formas de coerción". Además considera que esta práctica es una moderna forma de esclavitud. 

El tráfico de mujeres y niñas se destina a:

1. Matrimonios serviles: las mujeres son engañadas con la idea de que van a encontrar pareja y acaban sometidas a cautiverios, prestando servicios sexuales en contra de su voluntad a su “marido o compañero” y a familiares y amigos de éste.

2. Explotación laboral (especialmente en el servicio doméstico): las mujeres que trabajan en casas o en fábricas lo hacen en unas condiciones prácticamente de esclavitud y sin regularizar su situación jurídica en el país en el que se encuentran.

3. Prostitución y comercio sexual: es el ámbito que ocupa el mayor volumen de mujeres que se mueven a través de las redes de tráfico internacional, y la dramática realidad es que la condena y la estigmatización social recaen sobre las mujeres víctimas del tráfico, en tanto se omite hacia los traficantes. 


El comercio o tráfico de mujeres y niñas se ha visto incrementado por la globalización económica, aprovechando las situaciones de vulnerabilidad de las personas más desfavorecidas social y económicamente. El tráfico de mujeres ha sido una práctica común en muchas sociedades a lo largo de la historia, pero ha sido en décadas recientes cuando el tráfico de mujeres y niñas ha cobrado un cariz preocupante y ha empezado a ser analizado desde posturas éticas, políticas, económicas y sanitarias. La conversión de personas en mercancías para responder a la ley de la oferta y la demanda nos muestra una moderna forma de esclavitud que ya creíamos abolida.


El auge de las nuevas tecnologías ha sido un elemento importante que ha contribuido a la operatividad de las mafias que promueven el tráfico de mujeres a través de Internet. El índice de mujeres desplazadas de los países del Este de Europa, Asia, África o Latinoamérica hacia Europa se ha incrementado significativamente en los últimos años. Se calcula que sólo en el ejercicio de la prostitución vinculada a las redes de tráfico se mueven en Europa más de medio millón de mujeres. Canarias no está al margen de estos hechos. Su situación geográfica estratégica y privilegiada y el desarrollo del sector servicios vinculado al turismo suponen un reclamo importante para abrir nuevos mercados a las mafias que trafican con mujeres. Las brigadas de extranjería de los cuerpos y fuerzas de seguridad han incrementado en los últimos años su actividad de intervención contra las redes de tráfico, y han desarticulado una media de 40 redes al año en España. Los datos con respecto a Canarias facilitados por la Guardia Civil hablan de más de 250 mujeres víctimas de explotación sexual detectadas durante el año 2000, pero el conocimiento de la realidad nos lleva a pensar que, al igual que ocurre en otras formas de violencia, esa cifra es sólo la punta de un iceberg.


Ante esta realidad se impone el desarrollo de cauces de apoyo para las mujeres que hayan sido víctimas de las redes de tráfico, impulsando todas aquellas medidas que contribuyan a erradicar esta forma de violencia de género que supone una de las mayores lacras del siglo XXI.  

	4.7. MUTILACIÓN GENITAL FEMENINA




La Organización Mundial de la Salud (OMS) definió en 1995 la MGF como "El conjunto de procedimientos que implican una eliminación parcial o total de los órganos genitales externos femeninos y/o las lesiones causadas a los órganos genitales femeninos por razones culturales o motivos no terapéuticos de cualquier otro tipo”. 

Existen cuatro tipos de mutilación según las partes de los genitales que se eliminan o se fuerzan: la “sunna” consiste en la eliminación del prepucio y de la extremidad del clítoris; la “escisión o clitoridectomía” consiste en la eliminación del clítoris parcial o totalmente y, con frecuencia, también, de la vulva; la “infibulación”, que requiere la escisión, además de la extirpación de la vulva y de la sutura de ambas caras o la fusión natural del tejido cortado, dejando una pequeña apertura, en ocasiones no mayor que la cabeza de un fósforo, que permite la salida de la orina y el paso del flujo menstrual; y la “introcisión”, que consiste en la ampliación forzada del orificio vaginal o la apertura forzada del perineo, operación a la que sigue la cópula obligatoria con un cierto número de hombres.

Se estima que entre 100 y 140 millones de mujeres han estado sujetas a esta forma de tortura en todo el mundo, y cada año, aproximadamente, dos millones de niñas son mutiladas o están en riesgo de serlo, y un elevado porcentaje muere cada año por esta causa, debido a unas creencias religiosas que vulneran la integridad física y psíquica y la libertad sexual de niñas y mujeres, además de poner en peligro su vida por las gravísimas infecciones contraídas.


Contrariamente a lo que se pueda pensar, la mutilación genital femenina no ha sido una práctica exclusiva de países africanos. Hasta bien entrado el siglo XX, en Europa y Estados Unidos se practicaron miles de clitoridectomías a mujeres como forma de “curar” la masturbación, la depresión, la melancolía, la histeria o la locura, y hasta las fugas del hogar. Aunque es cierto que, en la actualidad, la práctica de la mutilación genital se circunscribe a los siguientes países africanos: Mauritania, Nigeria, Senegal, Somalia, Egipto, Mali, Eritrea, Sierra Leona, Sudán, Etiopía, Gambia, Burkina Faso, Guinea, Liberia, Chad, Benin, Guinea Bissau, Kenia, Togo y Tanzania, hay informes sobre esta práctica de forma minoritaria en países como Bahrein, Arabia Saudita, Yemen, Omán y Emiratos Árabes. En Indonesia y Malasia, la mutilación genital existía en el pasado, pero actualmente se limita a rituales que no incluyen la amputación. La mutilación genital, por tanto, no se limita a los países de cultura islámica; algunos comunidades coptas, cristianas y judías (judíos falasha) se suman a esta práctica, así como muchas tribus de culto animista. El problema es que, con las migraciones, se ha diseminado esta práctica a otros países, ya que en las nuevas comunidades de asentamiento se continúa realizando.

Pese al argumento esgrimido por muchas personas de que la mutilación genital es una práctica cultural y se han de respetar las tradiciones de los pueblos, todo el marco normativo al que hemos aludido anteriormente establece que ninguna cultura puede vulnerar los Derechos Humanos fundamentales, como es en este caso el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica y a la libertad sexual. Las consecuencias de esta práctica propia de un estadio de barbarie cultural son terribles, no sólo las de la operación en sí, sino el resto de secuelas que han de sufrir las mujeres a lo largo de su vida adulta, por lo que esta práctica de control de la sexualidad femenina se puede calificar como una forma de tortura. 


Teniendo en cuenta el incremento de población inmigrante que está recibiendo Canarias en los últimos años, resulta fundamental prever actuaciones para impedir que esta práctica se pueda llevar a cabo en territorio canario, así como para atender a niñas y mujeres que han sufrido mutilación genital y necesitan apoyo para superar las secuelas que esta forma de violencia de género les haya producido. Las recomendaciones de los organismos internacionales en relación con esta práctica se refieren al desarrollo de legislación específica que proteja el derecho de las niñas y las mujeres a su integridad física y la consideración de este hecho como razón suficiente para conceder asilo político a las mujeres que lo soliciten. 


En este sentido, actualmente se está tramitando una proposición de ley del Senado español para la reforma del artículo 149 del Código Penal, aprobado por L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, con la que se pretende la inclusión expresa de “..la mutilación genital femenina en cualquiera de sus manifestaciones” en el tipo delictivo de lesiones que provoquen “…la pérdida o inutilidad de un miembro u órgano principal…”, (BOCG nº 161, de 23 de julio de 2001).


Se fundamenta el autor de la iniciativa legislativa en el consenso científico respecto a la consideración de que este tipo de prácticas “…provocan la inutilidad de un órgano o miembro principal…” y en la necesidad de incrementar la seguridad jurídica “…frente a posibles interpretaciones dispares de los Tribunales…”. Estas “interpretaciones dispares” podrían dar lugar a que tales prácticas queden impunes o, en todo caso, se atenúe la sanción prevista, por motivos de interpretación de la norma.


Igualmente, desde diversos foros se viene instando la inclusión expresa de la variable sexo en el  injusto tipificado como genocidio, previsto y penado en el artículo 607 del Código Penal, de tal forma que, conforme al artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, resulte competente la Jurisdicción Española para conocer de este tipo delictivo, con independencia del lugar donde se hubiera cometido y de la nacionalidad de quién ostente su autoría. 

	4.8. VIOLENCIA CONTRA LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS




Es la forma de violencia que impide el ejercicio del derecho de las mujeres a su salud sexual y reproductiva, es decir, a la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin riesgos, a la libertad para decidir procrear o no, cuándo y con qué frecuencia, así como el acceso a servicios y métodos de atención a la salud sexual y reproductiva. 

Las políticas de control de la natalidad por las que se aplican métodos quirúrgicos de control natal (esterilización forzada y aborto forzado), en lugar de anticonceptivos y medidas de planificación previas por las que las mujeres puedan decidir sobre su sexualidad y reproducción, se consideran una forma más de violencia de género. Negar a las mujeres la capacidad de decidir sobre su propio cuerpo, la falta de respeto o privacidad en revisiones ginecológicas, la escasa información aportada sobre sus problemas de salud reproductiva o la negativa a ejercer el derecho a la libre opción sexual son algunos elementos que vulneran los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.

Las injerencias en la salud de las mujeres en el ámbito de sus derechos sexuales y reproductivos ha sido una constante a lo largo de la historia. El sistema patriarcal ha negado a las mujeres su capacidad de decidir sobre sus cuerpos, lo que ha supuesto siglos de luchas por la defensa del derecho a decidir en cuestiones de salud sexual y reproductiva. 


Si bien las manifestaciones extremas de esta forma de violencia de género no es una práctica habitual en los países occidentales, continúan registrándose en nuestro país y comunidad autónoma situaciones que vulneran los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. Y se están vulnerando esos derechos cuando se manipula a las mujeres para evitar que ejerzan su derecho al aborto en los supuestos legalmente reconocidos, cuando se las impide la adopción de métodos contraceptivos, cuando se fuerza a las mujeres a la procreación o al aborto sin su consentimiento, cuando se niega el derecho a las mujeres a ejercer libremente su opción sexual, cuando se carece de servicios públicos de información y educación sexual o de planificación familiar.

	4.9. VIOLENCIA DERIVADA DE CONFLICTOS ARMADOS




La violencia contra las mujeres en el curso de los conflictos armados, especialmente la violencia sexual, se considera un crimen de guerra, pero también un crimen de género. Las violaciones son habituales en todas las guerras, el cuerpo de la mujer se convierte en un campo de batalla más, y su violación es un arma de guerra utilizada de modo sistemático y deliberado, no sólo como imposición del poder masculino sobre las mujeres, en particular, sino como proyección del poder de un bando sobre otro, como modo de apropiación de sus bienes, al considerar a las mujeres un objeto de “rapiña” más.


Los conflictos bélicos dejan graves secuelas en la población que los sufre (pérdidas de seres queridos, de bienes materiales, desplazamientos forzados del entorno de residencia, traumas emocionales,...), pero si las afectadas son mujeres han de soportar una doble violencia: la específica del conflicto armado y la violencia que han de sufrir por el hecho de ser mujeres. Las armas que se utilizan para someter a los contendientes no son sólo químicas, nucleares; una de las armas básicas utilizadas específicamente con las mujeres en situaciones de guerra es la violación. 


Las secuelas que las mujeres víctimas de conflictos bélicos padecen requieren un abordaje altamente especializado, ya que nos enfrentamos a una agresión sexual cometida en un contexto muy determinado. Pero, si bien la violación es el crimen de género por excelencia en todas las guerras, existen otros tipos de torturas infligidas a las mujeres en estas situaciones: embarazos forzados del enemigo, abortos forzados por sus parejas o familias, asesinato o violación de sus hijas e hijos en su presencia, sufrir el repudio de su marido o familia al haber sido violadas por el enemigo, etc.


Teniendo en cuenta que Canarias en los últimos años está recibiendo un alto volumen de población inmigrante, y que parte de esa población proviene de zonas de conflictos bélicos, consideramos importante desarrollar medidas para abordar la atención a la población inmigrante que presente secuelas de este tipo de violencia. 

	4.10. VIOLENCIA DE GÉNERO A TRAVÉS DEL LENGUAJE SEXISTA, LOS PRODUCTOS CULTURALES, LA PUBLICIDAD, LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS




El lenguaje construye el mundo, construye ideologías, construye la historia, y la presencia de la mujer en la historia ha sido olvidada y subsumida en el genérico masculino. Para alcanzar la plena ciudadanía de las mujeres y su acceso y disfrute en igualdad de oportunidades de un Estado Social y Democrático de Derecho, en el que las mujeres sean sujetos de derechos individuales y no derivados, es imprescindible empezar por su identificación, su visibilización y el respeto a su dignidad como personas autónomas, con entidad y personalidad propia, y no como complementos del genérico masculino.

Se han realizado múltiples estudios sobre la estructura asimétrica del lenguaje y de las distintas conceptuaciones en función del género gramatical del que se trate, fenómeno que se repite en varios idiomas. El uso del lenguaje, el habla, además de asimétrico, puede llegar a ser sexista, cuando se añade a la asimetría la omisión, el valor desigual, la invisibilidad, la exclusividad de términos sólo para uno de los sexos, la loa o la ofensa. Además de sexista, la comunicación puede constituir un vehículo de violencia hacia las mujeres: no sólo a través del lenguaje articulado sino del lenguaje gestual, simbólico, figurativo, o a través de elementos no verbales del lenguaje: tono, timbre, volumen, énfasis, vehemencia, intencionalidad, que, en ocasiones, tienen más poder de amenaza, coerción e imposición del poder de un sexo sobre otro que el propio mensaje articulado.

El uso androcéntrico del lenguaje, que invisibiliza a las mujeres, es una forma de violencia de género, como lo es también el uso de expresiones sexistas y lesivas contra las mujeres plenamente arraigadas en la comunicación cotidiana. Si analizamos expresiones comunes en nuestro lenguaje comprobaremos que muchas de las referidas a las mujeres tienen contenido peyorativo, mientras que las referidas a los hombres tienen contenido laudatorio o positivo. Para que el lenguaje sea un referente de ambos sexos, debe integrar a las mujeres, hacerlas visibles, expresar su realidad, y ofrecer un tratamiento paritario y respetuoso de hombres y mujeres. Seguir siendo invisibles tras el universal masculino es una forma más de supeditación de género, de violencia. 

Si la cultura de una comunidad reúne el conjunto de creencias, normas de vida, organización y relaciones sociales, roles y valores, pautas de comportamiento, acervos artísticos y tecnológicos, y asimismo incorpora gradualmente la evolución de las mentalidades, también y básicamente construye identidades y refleja las desigualdades y las relaciones de poder que existen en una sociedad. 

La cultura académica, tanto como la cultura popular consolidan y transmiten, entre otros, esquemas de valores sexistas y discriminatorios. Los refranes, las fábulas, los chistes, los cuentos infantiles, los tópicos, mitos y leyendas, los símbolos, el imaginario fantástico... son productos culturales que transmiten violencia de género bajo la forma de ofensa, humillación, desvalorización, sarcasmo, estereotipo o cosificación. Refranes del tipo "no hay mejor cuchillada que a la mujer y al fraile dada"; "la mujer mala o buena, palo"; “mía o de nadie”; “la maté porque era mía”; “pégale a tu mujer de vez en cuando, tú no sabrás por qué, pero ella sí”, o el mensaje de “la fierecilla domada”, demuestran la pervivencia aún en la actualidad de la creencia popular de que a las mujeres hay que maltratarlas y someterlas para que "funcionen correctamente". Esas creencias interiorizadas en el acervo cultural de nuestros pueblos legitiman aún en la actualidad las prácticas violentas por parte de los hombres hacia las mujeres. 

Los propios cuentos infantiles contribuyen a configurar identidades diferentes de niños y niñas, y la construcción de la identidad femenina resulta claramente desfavorecida en elementos para la autonomía, en tanto inciden bastante en elementos de bondad, entrega, amor, generosidad, renuncia de sí mismas, dependencia y sumisión al hombre, con lo que ello implica de dificultades para desarrollar estrategias que permitan a las mujeres afrontar la violencia de género. Por su parte, la identidad de los niños incluye elementos de masculinidad dominante, de agresividad, de liderazgo, de poder, de independencia, que refuerzan conductas que pueden favorecer el desarrollo de la violencia.

La literatura, las artes escénicas y plásticas pueden ser vehículos de transmisión de estereotipos de género, y de legitimación de relaciones de poder sexistas. El cine y el mundo de la moda, en concreto, desarrollan un particular modelo de cosificación y objetualización de la imagen y valores femeninos como modelos de reclamo comercial, que puede llegar a calificarse como violencia contra la dignidad y la integridad física y psíquica de las mujeres.

Los medios de comunicación son en la sociedad actual un elemento socializador fundamental, y un elemento primordial en la configuración de estados de opinión pública. Lamentablemente, tanto la publicidad como los medios de comunicación hacen circular constantemente representaciones estereotipadas y sexistas de lo masculino y lo femenino que devalúan la imagen de las mujeres y sobrevaloran la de los hombres, y la reproducción de estos modelos tradicionales (hombre dominante-mujer subordinada) legitima el sistema que genera la violencia contra las mujeres. 

Debido a su poder sobre la opinión pública, el tratamiento que los medios hagan de cualquier tipo de información o mensaje, pero, especialmente, de la violencia de género puede ser determinante en la idea que la población tenga sobre este fenómeno. La tendencia de algunos medios a resaltar el aspecto mórbido de la violencia o la dominación de las mujeres y a presentar las situaciones de violencia de género como hechos aislados, sin incidir en el origen estructural de la misma, supone un obstáculo importante en la comprensión global del problema por parte de la sociedad.

A los medios de comunicación clásicos (prensa, radio y televisión) hemos de incorporar la red que ha tenido un desarrollo importantísimo en los últimos años: Internet. La denominada “aldea global” es un hecho a raíz de la globalización de las comunicaciones, y, si bien Internet es una herramienta útil de enlace para mujeres de diferentes países, también supone un elemento transmisor y legitimador de la violencia de género, como tradicionalmente lo han hecho los otros medios.


La publicidad, por su parte, además de recurrir sistemáticamente a la cosificación e instrumentalización del cuerpo de las mujeres como reclamo para vender cualquier producto imaginable, se está utilizando en ocasiones como instrumento para hacer apología, directa o indirecta, de la violencia de género.  


En Canarias, y dado el volumen de informaciones que se producen habitualmente sobre este fenómeno, es importante adoptar medidas de formación de las y los profesionales de los medios que tienen que cubrir cuestiones relacionadas con la violencia de género, para que le concedan un tratamiento adecuado a las mismas. Asimismo, es imperativo que se denuncie sistemáticamente la publicidad sexista y discriminatoria, y se aplique rigurosamente la normativa en materia de publicidad, así como la Ley del Menor en Canarias, a los efectos de prevenir y sancionar la transmisión de roles de género contrarios a los principios constitucionales, o la propia apología de la violencia de género.

	4.11. VIOLENCIA ECONÓMICA DE GÉNERO




Debido a la división sexual del trabajo y a la consolidación de una estructura social sexista que asigna diferentes funciones a hombres y a mujeres; debido a la persistencia de una cultura patriarcal tradicional y a la falta de reparto de responsabilidades familiares, las mujeres no participan en el acceso al mercado de trabajo remunerado y a la titularidad de los bienes en el mismo porcentaje que los hombres, ni con las mismas condiciones. Si el sistema productivo, por sus propias características, es injusto y discriminatorio hacia determinados grupos de población, en el caso de las mujeres se identifica el fenómeno de la doble exclusión: las dificultades de inserción en el mercado de trabajo como individuos y las dificultades específicas como mujeres con cargas familiares o carencias formativas. Si cuantitativamente su presencia como población activa y empleada remunerada es muy inferior a la de los hombres, su dependencia de los ingresos familiares, ya sean paternos, familiares o gananciales conyugales, son evidentes.

En relación con el acceso desigual al reparto de la riqueza y los beneficios que genera el sistema productivo y que condiciona desfavorablemente la vida de las mujeres, la Plataforma de Acción de Beijing plantea:

“El grado de acceso de la mujer y el hombre a las estructuras económicas de sus sociedades y sus respectivas oportunidades de ejercer poder en ellas son considerablemente diferentes. En la mayor parte del mundo es escasa o nula la presencia de mujeres en los niveles de adopción de decisiones económicas, incluida la formulación de políticas financieras, monetarias, comerciales y de otra índole, así como los sistemas fiscales y los regímenes salariales. Dado que a menudo esas políticas determinan la forma en la que las mujeres y los hombres deciden, entre otras cosas, cómo dividirán su tiempo entre el trabajo remunerado y el no remunerado en el marco de esas políticas, la evolución real de esas estructuras y políticas económicas incide directamente en el acceso de la mujer y el hombre a los recursos económicos, en su poder económico y, por ende, en su situación recíproca en el plano individual y familiar, así como en la sociedad en su conjunto". 

Si el trabajo femenino, en tanto que productor y reproductor, es invisible en la contribución a la contabilidad nacional, entonces las mujeres son invisibles para la distribución de beneficios.

Concretando en nuestra realidad, en España las mujeres presentan una tasa de paro 13 puntos por encima de la de los hombres (10 puntos en Canarias). La desigualdad salarial entre hombres y mujeres, y las diferentes cotizaciones al sistema contributivo de Seguridad Social contribuyen también a la violencia económica. Las mujeres que nunca han accedido a un empleo remunerado porque han trabajado toda su vida como amas de casa, o las que trabajan en la economía sumergida, al llegar a la ancianidad, tienen que depender de pensiones no contributivas que escasamente cubren las necesidades básicas. Este desequilibrio entre mujeres y hombres en el terreno económico es uno de los factores que está provocando el incremento del fenómeno que se ha denominado "feminización de la pobreza". Entre las causas que abocan a esta situación se encuentran:

1. La ausencia de cotizaciones al sistema contributivo de Seguridad Social por parte de las mujeres que trabajan en economía sumergida o en el ámbito doméstico, que deriva en exiguas pensiones no contributivas.

2. Las reducidas pensiones de viudedad.

3. La desigualdad salarial entre hombres y mujeres y la inferior cotización al sistema contributivo de pensiones por parte de éstas.

La violencia económica incluye: la discriminación laboral; la discriminación retributiva; la segregación horizontal y vertical en el mercado de trabajo; la feminización de la pobreza; el desempleo femenino o la precariedad de las mujeres en el mercado de trabajo; la falta de condiciones para la conciliación de la vida laboral y familiar; la explotación laboral, la esclavitud encubierta, el trabajo y la economía sumergida.

Ante estas situaciones es necesario evidenciar que la violencia económica forma parte también de la violencia de género, y que la situación en Canarias no es muy diferente a la del resto del mundo:

1. La diferencia entre el salario medio de un trabajador y una trabajadora asciende en nuestra comunidad autónoma a casi 50.000 ptas. (a favor de los hombres).

2. Las perceptoras de prestaciones económicas de los Servicios Sociales son mayoritariamente mujeres, y escasamente pueden satisfacer sus necesidades básicas y las de sus hijos e hijas y otras personas a su cargo.

3. Las demandas por impago de pensiones en los Juzgados interpuestas por mujeres son cada vez mayores.

4. Las mujeres mayores, especialmente las de las zonas urbanas, están llegando a la ancianidad en una situación de precariedad económica preocupante al tener que depender del sistema no contributivo de pensiones.

	4.12. VIOLENCIA DE GÉNERO DE CARÁCTER RELIGIOSO O RITUAL




Si las religiones oficiales o mayoritarias han contribuido a cimentar la desigualdad entre hombres y mujeres, también movimientos religiosos minoritarios o marginales de todas las épocas –y la actual no es una excepción- siguen ofreciendo planteamientos retrógrados y discriminatorios hacia las mujeres. Tanto las religiones tradicionales como muchas sectas y grupos destructivos, utilizan las creencias religiosas para controlar y vulnerar los derechos y la libertad de las mujeres, ejerciendo una forma de violencia ritual donde se manipula su sexualidad y se refuerza extremadamente su rol social tradicional. También hay que mencionar en este sentido la violencia ejercida en nombre de prácticas religiosas o rituales para mantener controlados a determinados colectivos de mujeres, especialmente las víctimas de las redes de tráfico. La influencia de las creencias religiosas o rituales en la legitimación y reproducción de la violencia de género es un aspecto que tradicionalmente no se ha abordado a la hora de diseñar estrategias de prevención y erradicación de la misma.

Canarias, por su situación geográfica estratégica, se ha convertido en un lugar de asentamiento de múltiples grupos de las más variadas creencias. Entre estos nuevos movimientos religiosos (NMR), podemos diferenciar entre grupos de carácter destructivo y otros que no lo son. Los grupos de carácter destructivo, conocidos popularmente como “sectas destructivas”, suelen reforzar en extremo el rol tradicional de la mujer, controlando su sexualidad y legitimando prácticas violentas contra éstas, ejercidas por los líderes de los grupos (hombres, en la mayoría de ocasiones). 


También hemos de mencionar la utilización de determinadas creencias para mantener controlados a ciertos colectivos de mujeres. Es significativo que en diversas redes de tráfico de mujeres desarticuladas en nuestro país se coaccionara a mujeres africanas y sudamericanas para ejercer la prostitución bajo amenaza de infligirles daño mediante prácticas rituales de vudú o santería.


Por lo que respecta a otros grupos rituales y confesiones religiosas, algunas de sus creencias también han contribuido a legitimar la desigualdad entre hombres y mujeres, reforzando el modelo tradicional de ser mujer, con lo que ello conlleva de sumisión y vulnerabilidad frente a la violencia de género.


Ante esta realidad, desde Canarias consideramos que hay que tener presente la violencia de género relacionada con las creencias rituales o religiosas y desarrollar medidas específicas para su abordaje. 

	5. PROCESO PARTICIPATIVO EN EL DIAGNÓSTICO DEL PROBLEMA Y DE LA RESPUESTA DESDE LOS RECURSOS EXISTENTES





Para la elaboración del Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (2002-2006) y al objeto de disponer de un conocimiento fundado en la experiencia y el acercamiento a la realidad del problema, se ha seguido un proceso participativo que ha contado con agentes vinculados a la intervención en materia de violencia de género, tanto en su detección como en su prevención, asistencia, rehabilitación de las víctimas o sanción de los delitos. 

En este proceso, se estimó indispensable contar con la participación de responsables políticas y políticos de las diferentes Administraciones Públicas Canarias, dado que la violencia de género requiere una respuesta institucional conjunta e integral en la que cada Administración tiene un papel relevante que desempeñar. En este sentido, resultaba importante recoger la experiencia acumulada por Ayuntamientos y Cabildos en relación con las políticas desarrolladas desde dichas instituciones para hacer frente a la violencia de género, así como recabar su opinión con respecto a las medidas a poner en marcha para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres en Canarias. 

Por otra parte, se consideró importante contar con el bagaje acumulado por el movimiento de mujeres, incorporando la experiencia de aquellos colectivos feministas que cuentan con una amplia trayectoria en relación con la violencia de género, por los años de labor reivindicativa, de sensibilización, y en algunos casos, de gestión directa de programas y servicios de lucha contra esta violencia.  

Asimismo, se consideró oportuno incorporar al proceso a profesionales de diferentes ámbitos disciplinares que, con un grado importante de conocimiento de los mismos, pudieran sugerir cambios y mejoras sustanciales en las respuestas a la violencia de género desde dichos sectores.


La metodología seguida para el conocimiento de la realidad, además del análisis de fuentes documentales para fundamentar y estructurar el Programa, contempló la realización de las siguientes actuaciones:

1. Prospección de recursos de atención a mujeres víctimas de violencia de género.

2. Entrevistas con personas expertas en los ámbitos sanitario, educativo, social, judicial y de los cuerpos y fuerzas de seguridad.

3. Realización de grupos de discusión con diferentes colectivos.

4. Entrevistas con mujeres víctimas de violencia.

Esta dinámica se llevó a cabo con el fin de conocer la situación de la atención a la violencia de género en Canarias, sus carencias y las propuestas que planteaban las personas participantes en el proceso para su abordaje.  

	5.1. PROSPECCIÓN DE RECURSOS DE ATENCIÓN A MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO




Durante el año 2000 se llevó a cabo una prospección y análisis de 96 recursos y programas de intervención en alguna de las fases del fenómeno de la violencia de género en la Comunidad Autónoma Canaria.  Estos recursos se han clasificado en 4 bloques:

1. Centros de la Mujer (municipales o insulares) y otros servicios de información y orientación a mujeres.

2. Recursos de emergencia y atención inmediata.

3. Recursos de acogida temporal

4. Otros programas (de prevención, de autoayuda, etc.).

De estos recursos se analizó su cobertura en relación con:

1. Tipos de violencia que se están abordando

2. Sectores de población sobre los que se interviene

3. Fases del proceso de intervención sobre las que se actúa (detección, prevención, asistencia, rehabilitación, integración)

4. Instrumentos a través de los cuales se interviene (estudios, protocolos, servicios de información, etc.)

5. Cobertura y capacidad del recurso

6. Estabilidad temporal y financiera

7. Medios humanos y materiales de los que dispone

8. Relaciones de coordinación entre recursos

9. Necesidades detectadas 

	5.2. ENTREVISTAS A PERSONAS EXPERTAS




Se llevaron a cabo 20 entrevistas en profundidad con personas expertas de los ámbitos social, sanitario, educativo, judicial y de los cuerpos y fuerzas de seguridad, destinadas a conocer propuestas sobre líneas de intervención que mejoren las actuaciones emprendidas en materia de violencia de género. Estas personas se seleccionaron atendiendo a la experiencia y trayectoria profesional en su correspondiente ámbito de trabajo, y a su grado de sensibilidad frente a la violencia contra las mujeres.

	5.3. GRUPOS DE DISCUSIÓN




Se mantuvieron 22 grupos de discusión, tanto de ámbito provincial como de ámbito insular, para debatir posibles alternativas y propuestas de actuación frente a la violencia de género, con los siguientes colectivos:

1. Profesionales de los recursos especializados en atención a mujeres víctimas de violencia de género

2. Representantes de colectivos de mujeres con una destacada trayectoria de lucha frente a la violencia de género

3. Representantes de los departamentos o áreas de la Mujer de los Sindicatos

4. Mujeres parlamentarias

5. Concejalas y concejales responsables de las áreas de Mujer o, en su defecto de las áreas de Servicios Sociales de los Ayuntamientos

6. Consejeras y consejeros responsables de las áreas de Mujer o, en su defecto de las áreas de Servicios Sociales de los Cabildos Insulares

7. Profesionales de los recursos sociales, sanitarios, judiciales y de los cuerpos y fuerzas de seguridad desde los que se atiende a mujeres víctimas de violencia de género.

	5.4. ENTREVISTAS A MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA




Se llevaron a cabo 14 entrevistas en el ámbito insular a mujeres víctimas de violencia de género, destinadas a valorar la percepción de éstas sobre la respuesta que les ofrecieron los diferentes sistemas (social, sanitario, judicial y policial) ante la violencia que sufrieron, así como a recoger propuestas sobre posibles medidas a incluir en el Programa. Para la realización de estas entrevistas se contó con la colaboración de diferentes recursos en cada isla a través de los cuales se contactó con las mujeres afectadas. Se entrevistó a dos mujeres por isla con los siguientes perfiles:

-edades comprendidas entre 20 y 65 años

-mujeres con nivel socioeducativo medio-bajo, por un lado, y con nivel socioeducativo medio-alto, por otro, que no estuvieran viviendo una situación de crisis en ese momento, sino que fueran capaces de analizar de forma crítica su situación

Todo este proceso descrito tuvo como resultado la obtención de una amplia información que ha permitido, por un lado, conocer la realidad de las actuaciones en materia de violencia de género en Canarias, y, por otro, diseñar medidas que permitan mejorarla y ofrecer a las mujeres víctimas de violencia una respuesta adecuada y de calidad.

	6. CONOCIMIENTO CIFRADO Y NO CIFRADO SOBRE LOS ASPECTOS VISIBLES DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO





El volumen de datos e informaciones sobre los aspectos visibles de la violencia de género se ha ido incrementando progresivamente en los últimos años, disponiéndose en la actualidad de un marco de referencia a partir del cual articular las medidas y actuaciones para hacer frente a este problema. Se ha superado la etapa en la que se carecía de fuentes bibliográficas especializadas, estadísticas de consultas, denuncias o asistencias de emergencia. Paulatinamente, se han ido estableciendo sistemas de registro que permiten constatar el número de denuncias registradas en algunas formas de violencia, así como el número de casos atendidos desde los recursos especializados.


No obstante, se sigue detectando una serie de carencias que es necesario subsanar:

1. Con frecuencia, los datos de los que se dispone son parciales y no abarcan todas las formas de violencia de género, además de que se carece de una unificación de los sistemas de registro y de los conceptos recogidos en los mismos.

2. Los criterios de recogida de información utilizados por los distintos recursos desde los que se atiende a mujeres víctimas de violencia de género no están unificados, lo que impide tratar de forma global la información obtenida a través de los mismos. A ello hay que añadir la carencia de medios para analizar y publicar con carácter anual la información disponible.

3. Sigue siendo necesario profundizar y desarrollar un mayor conocimiento sobre la naturaleza, causas y consecuencias de la violencia hacia las mujeres, a fin de poder perfilar y establecer estrategias de prevención e intervención más eficaces ante este fenómeno.

Por estos motivos, es necesario dejar sentado, en este capítulo, que no se conoce en la actualidad la verdadera incidencia de la violencia de género, ni en Canarias ni en otras comunidades autónomas de nuestro país, y que hemos de limitarnos, a falta de estadísticas más completas, al actual conocimiento de los aspectos visibles de la violencia, como son: 

1. Actuaciones de emergencia (policial, sanitaria, de servicios sociales y DEMA).

2. Denuncias policiales y judiciales específicas por alguna de las formas de violencia de género y recogidas en los registros como tales.

3. Consultas atendidas por los servicios públicos de orientación (servicios sociales, servicios de atención a la mujer).

4. Consultas atendidas por servicios de orientación de la iniciativa social.

5. Asistencias médicas de urgencia realizadas en casos de agresiones físicas, psíquicas y sexuales.

6. Mujeres acogidas en casas de refugio en casos de violencia de género.

7. Sentencias recaídas en procedimientos, por alguno de los supuestos de violencia de género que contempla el Código Penal.

8. Sobreseimiento de causas en los supuestos anteriores.

No obstante, el total de la información recogida de estos registros, en caso de que estuvieran sistematizados y normalizados con criterios y nomenclator comunes, no supondría el conocimiento del total de casos, ni siquiera una aproximación a la incidencia real. Para un conocimiento fehaciente de la realidad visible, habría que cruzar los datos entre sí, para determinar no el número total de denuncias o actuaciones, sino el número de casos, ya que una misma persona puede tener asociadas varias actuaciones, en tanto otras tan sólo una, o ninguna. 

Por otra parte, en Canarias no se dispone de información de todas las formas de violencia identificadas en este Programa, por lo que se recurrirá a estos efectos a cifras de instituciones estatales o internacionales.

Los datos que vamos a presentar se distribuirán según las formas de violencia de género identificadas en el Programa, salvo los datos de los DEMA y los del Servicio de atención a las mujeres víctimas de violencia del 1-1-2, por un lado, y del propio Instituto Canario de la Mujer, por otro, ya que éstos pueden ser utilizados para diferentes formas de violencia (violencia de género en el ámbito doméstico, agresiones sexuales, etc).

Las fuentes utilizadas para la obtención de los datos cuantitativos son:

1. Naciones Unidas

2. Cuerpos y Fuerzas de Seguridad (Ministerio del Interior)

3. Instituto Canario de la Mujer

4. CECOES (Centro Coordinador de Emergencias y Seguridad) relativos al Servicio de Atención a la Mujer del Teléfono de Urgencias y Emergencias 1-1-2)

5. Dispositivos de Emergencia para Mujeres Agredidas (DEMA).

	6. 1. DATOS CONOCIDOS SOBRE LA VIOLENCIA DE 

GÉNERO EN SU CONJUNTO




	6.1.1. SERVICIO DE ATENCIÓN A MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO DEL TELÉFONO DE URGENCIAS Y EMERGENCIAS 1-1-2




El Instituto Canario de la Mujer puso en marcha en mayo de 1999, desde el Centro Coordinador de Emergencias y Seguridad (CECOES)
, el Servicio de Atención a Mujeres víctimas de violencia desde el teléfono 1-1-2. Este servicio cuenta con un equipo especializado que presta una respuesta inmediata durante las 24 horas del día, todos los días del año, a las mujeres víctimas de una agresión o en riesgo inminente de sufrirla. Este servicio telefónico permite activar todos los recursos que sean necesarios, tanto sanitarios como policiales y de protección civil, así como el Dispositivo de Emergencia para Mujeres Agredidas (DEMA).

Antes de ponerse en funcionamiento este servicio se recibieron en la Sala Operativa del 1-1-2, 46 llamadas referidas a violencia contra las mujeres durante los meses de enero a abril de 1999, lo que supone una media de 11.5 llamadas mensuales. Esta media contrasta significativamente con las 154 llamadas mensuales medias registradas a partir de mayo. La diferencia demuestra que la implantación de servicios de atención a la violencia de género contribuye a sacar a la luz la gravedad y la incidencia del fenómeno.

Durante los meses que estuvo operativo en el año 1999 (de mayo a diciembre), registró las siguientes incidencias (los datos figuran desagregados por provincias):

	PROVINCIAS
	INCIDENCIAS-MAYO-DICIEMBRE-1999
	PORCENTAJE

	 Las Palmas 
	605
	49%

	Santa Cruz de Tenerife
	631
	51%

	 TOTAL
	1.236
	100%


Media de llamadas diarias: 5

Media de llamadas mensuales: 154


Las 1.236 incidencias se distribuyen en función del tipo de demanda siguiendo la siguiente clasificación:

	DEMANDA

1999
	PROVINCIA DE LAS PALMAS
	PROVINCIA DE SANTA CRUZ DE TENERIFE
	TOTAL
	PORCENTAJE

	Violencia física
	316
	460
	776
	63%

	Violencia psíquica
	227
	133
	360
	29%

	Informaciones

Varias (no emergencias)
	62
	38
	100
	8%

	TOTAL
	605
	631
	1.236
	100%



Por lo que respecta a la respuesta dada ante la demanda, ésta fue atendida en dos vertientes: ofreciendo información sin movilizar recursos (806 casos que suponen el 65%) y activando recursos especializados (430 casos que suponen el 35%). En este último caso los recursos activados se clasifican por el siguiente orden:

	TIPO DE RECURSOS ACTIVADOS
	TOTAL

	Cuerpo Nacional de Policía
	309

	Ambulancia con soporte vital básico
	117

	Guardia Civil
	90

	DEMA
	87

	Ambulancia con soporte vital avanzado
	16

	Policía Local
	3

	Vehículo de asistencia médica
	3



Como podrá observarse, en muchos casos se activaron varios recursos para dar respuesta a la misma demanda.


Durante el año 2000, se modificaron los instrumentos de recogida de datos, ampliándose el número de variables que se tienen en cuenta. Los datos corresponden al año completo de prestación del servicio, por lo que las cifras son superiores. Las incidencias se desglosan por islas y se esboza un perfil de las mujeres que hacen uso de este servicio:

	DESGLOSE

POR ISLAS AÑO 2000
	INCIDENCIAS POR VIOLENCIA
	OTRAS DEMANDAS
	TOTAL
	%

	El Hierro
	5
	1
	6
	0’13%

	Fuerteventura 
	127
	25
	152
	3’20%

	Gran Canaria
	1.629
	618
	2.247
	47’35%

	La Gomera 
	29
	1
	30
	0’63%

	Lanzarote
	130
	19
	149
	3’14%

	La Palma
	87
	12
	99
	2’09%

	Tenerife
	1.805
	258
	2.063
	43’47%

	TOTAL
	3.812
	934
	4.746
	100%


Media de llamadas diarias: 13’17  (específicas sobre violencia: 10’58)

Media de llamadas mensuales: 395 (específicas sobre violencia: 317)


Se observa con respecto al año 1999 un incremento de llamadas mensuales en 241 casos, lo que supone un aumento significativo en la demanda de este servicio por parte de las mujeres, entendiendo de esta forma que la estabilidad del servicio permite que salgan a la luz casos que hasta esos momentos permanecían ocultos.


En la siguiente tabla se desglosa la demanda específica de las incidencias por violencia de género. Según la tipología del incidente los datos que resultan son los siguientes:

	ISLAS
	VIOLENCIA FÍSICA CON AGRESIÓN SEXUAL
	VIOLENCIA FÍSICA SIN AGRESIÓN SEXUAL
	VIOLENCIA NO FÍSICA
	NO DEFINIDA
	TOTAL

	El Hierro
	1
	4
	0
	0
	5

	Fuerteventura
	3
	77
	41
	6
	127

	Gran Canaria
	48
	658
	784
	139
	1.629

	La Gomera
	0
	14
	12
	3
	29

	Lanzarote
	5
	69
	53
	3
	130

	La Palma
	4
	41
	35
	7
	87

	Tenerife
	66
	740
	781
	218
	1.805

	TOTAL
	127
	1.603
	1.706
	376
	3.812



Para dar respuesta a esta demanda se movilizaron 1.361 recursos (policiales, sanitarios y DEMA), siguiendo la siguiente distribución:

	      RECURSOS ACTIVADOS EN RESPUESTA A LA DEMANDA RECIBIDA

	
	 POLICIALES
	 SANITARIOS
	     DEMA
	      TOTAL

	El Hierro
	0
	0
	5
	5

	Fuerteventura
	23
	2
	28
	53

	Gran Canaria
	297
	57
	196
	550

	La Gomera
	4
	0
	8
	12

	Lanzarote
	28
	9
	26
	63

	La Palma
	15
	1
	26
	42

	Tenerife
	329
	45
	262
	636

	TOTAL
	696
	114
	551
	1.361



El análisis de datos de la demanda del año 2000 también ha permitido obtener una aproximación al perfil de las mujeres usuarias de este servicio del 1-1-2.


La mayor parte de demandas procede de mujeres de nacionalidad española, pero hay que destacar 308 activaciones de mujeres extranjeras, dato explicable por el alto porcentaje de población foránea que recibe nuestro archipiélago. Con respecto al estado civil, la mayor parte de llamadas provienen de mujeres casadas (39%), seguidas de las que conviven con una pareja de hecho (21%), las mujeres separadas (16%) y las solteras (9%).  El mayor volumen de agresiones son perpetradas por el cónyuge o compañero (77%), aunque también destacan agresiones por parte de otros miembros de la unidad familiar (padres, hijos, hermanos: un 8%). La violencia ejercida por amigos o desconocidos no llega al 1%, con lo cual se reafirma la idea de que el mayor porcentaje de violencia que están denunciando las mujeres hace referencia a la que viven en el ámbito familiar o doméstico, o por hombres con los que tienen o han tenido relación.


Finalmente, un 48% de mujeres que llaman al 1-1-2 suelen llevar de dos a cuatro años soportando situaciones de violencia, mientras que un 38% han estado sufriendo la violencia un año. Los porcentajes que corresponden a los períodos de cinco a ocho años, y más de ocho años, son sensiblemente inferiores (8% y 6% respectivamente).

	6.1.2. DISPOSITIVO DE EMERGENCIA PARA MUJERES AGREDIDAS (DEMA)





El Dispositivo de Emergencia para Mujeres Agredidas (DEMA) es un instrumento que permite dar una respuesta las 24 horas del día y durante todos los días del año a aquellas mujeres mayores de edad, o en situación jurídica asimilada a la mayoría de edad, que están siendo víctimas de una agresión física, psíquica o sexual, o estuvieran en riesgo inminente de sufrirla, y cuya vida se encuentre en peligro.

En la actualidad cada isla dispone de un dispositivo permanente que tiene como finalidad facilitar la salvaguarda de la vida de la mujer, proporcionándole información y acompañamiento en todos los trámites iniciales que requiera ante la situación de violencia de género, así como alojamiento por un plazo máximo de 96 horas, en caso de necesitarlo. En este período de tiempo, además de procurar una correcta actuación policial y judicial, se examina cada caso concreto y se deriva a los recursos pertinentes para continuar con el proceso que permita a la mujer recuperar la normalización lo antes posible de su vida autónoma.

Los DEMA, que se crean en el año 1999, promovidos y financiados por el Instituto Canario de la Mujer y gestionados por los Cabildos Insulares, comienzan a funcionar en las siguientes fechas:

1. Lanzarote: 1 de junio de 1999

2. El Hierro: 21 de junio de 1999

3. Fuerteventura: 1 de julio de 1999

4. Tenerife: 15 de octubre de 1999

5. La Gomera: 1 de diciembre de 1999

6. Gran Canaria: 1 de diciembre de 1999

7. La Palma: 30 de diciembre de 1999

Por la disparidad en la fecha de inicio se observarán diferencias en los datos expuestos sobre el número de activaciones durante el año 1999.

	DESGLOSE POR ISLAS
	Nº DE ACTIVACIONES

AÑO 1999
	PORCENTAJE

	El Hierro 
	5
	5’74%

	Fuerteventura 
	13
	14’97%

	Gran Canaria 
	11
	12’64%

	La Gomera
	1
	1’14%

	Lanzarote 
	27
	31’03%

	La Palma
	0
	0%

	Tenerife 
	30
	34’48%

	TOTAL
	87
	100%



De las 87 ocasiones en que fue activado el DEMA hubo que proporcionar alojamiento para su protección a 50 mujeres y 71 menores a su cargo.


El perfil de las mujeres atendidas desde este dispositivo durante 1999 es el siguiente:

1. Con respecto a la edad de las mujeres, los mayores porcentajes se reparten en los siguientes tramos de edad: de 18 a 25 años, el 18%, de 26 a 35, el 32% y de 36 a 45, el 31%.  Las mujeres mayores de 45 suponen el 19%.

2. Según el estado civil, los índices son superiores entre mujeres casadas, seguidas de solteras (45% y 38%, respectivamente), aunque hay que matizar que las solteras incluyen a las que tienen pareja de hecho. Por su parte, las separadas, divorciadas y viudas no alcanzan el 17%).

3. Por lo que respecta a la situación laboral, predominan las mujeres desempleadas (48%), frente a las empleadas (30%). Las amas de casa y pensionistas se reparten entre el 12% y el 3%, respectivamente).

En el año 2000 se consolida el servicio, el grado de conocimiento de su existencia es cada vez mayor y por consiguiente la demanda también se incrementa. En este período de tiempo se produjeron en Canarias 572 activaciones del DEMA. 

	DESGLOSE POR ISLAS
	Nº DE ACTIVACIONES AÑO 2000
	PORCENTAJE

	El Hierro 
	11
	1’93%

	Fuerteventura 
	54
	9’44%

	Gran Canaria
	192
	33’56%

	La Gomera
	10
	1’75%

	Lanzarote
	40
	6’99%

	La Palma
	34
	5’95%

	Tenerife 
	231
	40’38%

	TOTAL
	572
	100%



Tras la activación del dispositivo de emergencia, se procede a la valoración de cada caso, a fin de determinar si precisa acogida de emergencia. Tras esta valoración, resultó una cifra de acogida de 429 mujeres, de las cuales 420 eran adultas y 9 eran menores emancipadas.


El perfil de las mujeres atendidas por los DEMA varía en algunos aspectos respecto al del año 1999, pues en 2000, en relación con el estado civil, destaca el alto porcentaje de mujeres casadas (35’4%) frente al resto: solteras (15’8%), uniones de hecho (11’4), separadas (8’3%), divorciadas (4’4%), viudas (1’6%) y sin datos (22’8%). El resto de variables (edad y situación laboral) son similares a las del año anterior, es decir, la atención por grupos de edad se mantiene en idéntica proporción (el mayor porcentaje lo alcanza el tramo de edad de 26 a 35 años con un 36’5%), mientras que, respecto a la situación laboral, el porcentaje de desempleadas (56’4%) supera a las empleadas (24’2%). 

	6.1.3. SERVICIO DE ATENCIÓN Y ORIENTACIÓN A LAS MUJERES 

DEL INSTITUTO CANARIO DE LA MUJER




El Instituto Canario de la Mujer presta un servicio de atención a las mujeres en el cual se atienden frecuentemente casos de mujeres víctimas de violencia de género.

Las áreas jurídica y social son las que están asumiendo el mayor volumen de consultas por situaciones de violencia contra las mujeres. Las separaciones por malos tratos ocupan el segundo lugar en el orden de los problemas consultados a la asesora jurídica, mientras que en el asesoramiento social las consultas por violencia contra las mujeres suponen el mayor volumen de la demanda.

Por otro lado, si bien la mayor parte de consultas sobre violencia de género hacen referencia a la violencia en el ámbito doméstico, el Instituto Canario de la Mujer también ha atendido casos de tráfico de mujeres, acoso sexual y violencia económica, y denuncia regularmente o interviene directamente con recomendaciones en materia de publicidad sexista o tratamiento sexista de la información por los medios de comunicación.

	6.2. DATOS CONOCIDOS SOBRE LAS DISTINTAS FORMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO




	6.2.1. VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN EL ÁMBITO DOMÉSTICO





Hasta principios de la década de los 80s, el fenómeno de la violencia contra las mujeres permaneció oculto en España con esta calificación, si bien se tenía conocimiento de agresiones y homicidios que se calificaban como “crímenes pasionales”. A partir de 1983, la Dirección General de la Policía comenzó a realizar una estadística mensual en 13 jefaturas superiores de policía, sobre denuncias de malos tratos a mujeres por parte de sus maridos.


A pesar de que esta estadística no recoge las denuncias presentadas en la Guardia Civil, la Policía Municipal, las policías autonómicas, en su caso, ni en los juzgados de guardia, sirvió para despertar la inquietud sobre esta cuestión, y supuso el inicio de la toma de conciencia de la sociedad española sobre la gravedad de la violencia contra las mujeres.

Aunque los registros de denuncias por agresión a mujeres en España comienzan a sistematizarse a partir de 1983, la fragmentación de los datos ha sido una constante durante mucho tiempo, pues no se ha dispuesto de datos globales y recogidos mediante criterios unificados. La fuente básica para disponer de estas cifras es el Ministerio del Interior -que es la que se utiliza para el presente análisis-, el cual facilita desde hace años una estadística basada en el número de denuncias recogidas por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad (Policía Nacional y Guardia Civil, subdelegaciones del Gobierno), pero los criterios utilizados para el tratamiento de los datos son diversos y sólo en los últimos años se empiezan a realizar intentos de coordinación entre algunos sectores para la unificación de las nomenclaturas utilizadas.

Basándonos en estos datos, se observa que en los últimos cuatro años (1997 a 2000), nuestra Comunidad Autónoma ocupa el quinto lugar entre todas las comunidades autónomas (números absolutos) en cuanto al número de denuncias por violencia doméstica, aunque, en proporción al volumen de población (por millón de mujeres), pasamos a ocupar el segundo puesto (en el año 2000, ya que en años anteriores ocupábamos el primer puesto).


A continuación se exponen de forma detallada las cifras de denuncias para este período de tiempo:

	AÑO
	Nº DE DENUNCIAS (Total en Canarias)

	2000
	2.599

	1999
	2.465

	1998
	2.202

	1997
	2.108



Como podemos observar, se aprecia un incremento anual en el número de denuncias.  Este hecho se suele interpretar en ocasiones como resultado de un aumento de la violencia doméstica contra las mujeres, pero los análisis de las expertas y los expertos concuerdan en que no es que cada vez haya más violencia, sino que el fenómeno se está visibilizando más. Las mujeres ya no callan ante la vulneración de sus derechos y eso está produciendo este incremento.  El problema no es nuevo, ha existido desde siempre, lo que ocurre es que los mecanismos de apoyo del sistema para que las mujeres se atrevan a denunciar comienzan a funcionar. 

Eso se demuestra también con los resultados de la macroencuesta encargada por el Instituto de la Mujer (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales) a la empresa “Sigma Dos”, realizada entre abril y julio de 1999. La macroencuesta contó con una muestra de 20.552 mujeres españolas mayores de 18 años, distribuidas proporcionalmente por comunidades autónomas con una cuota fija por comunidad de 300 entrevistadas. Se definieron dos tipologías de maltrato: tipo “técnico” (mujeres que presentaban indicadores de sufrir violencia pero que no se percibían como maltratadas) y tipo “declarado” (mujeres que eran conscientes de estar sufriendo violencia y se identificaban claramente como tales).  

Los resultados de dicha encuesta muestran que 1.865.000 mujeres de nuestro país pueden definirse técnicamente como maltratadas, en función de los indicadores que presentan, mientras que de éstas sólo 640.000 se perciben como maltratadas. Canarias ocupa el cuarto puesto en la categoría de mujeres que, siguiendo criterios técnicos, pueden considerarse maltratadas (13.5%), mientras que, de ese porcentaje, en nuestra comunidad se obtiene la puntuación más alta de mujeres que se definen conscientemente como maltratadas (5.4%), superando la media nacional, que se encuentra en un 4.2%. 

Otro dato a destacar del estudio de Sigma Dos es que el número de denuncias en el ámbito estatal en 1999 (29.405) sólo representa el 4,6% (equiparándose a la media de los países europeos, 5%) del número de mujeres que se reconocen como maltratadas (640.000), y el 1,5% del total de mujeres que pueden considerarse técnicamente maltratadas (1.865.000), porcentajes que sólo representan la punta de un gigantesco iceberg, y que apoyan la afirmación de que, en pleno siglo XXI, la violencia contra las mujeres sigue siendo un fenómeno oculto cuya magnitud se desconoce.

Finalmente hemos de reseñar que en el año 2000 murieron en Canarias cinco mujeres y tres niñas como consecuencia de la violencia de género en el ámbito doméstico, dato significativo por lo que supone de final dramático ante una situación de violencia y de fallos en el sistema de protección de las víctimas.


Sobre el conocimiento de las cifras de impago de pensiones alimenticias, sólo es posible tener acceso a los que se producen por incumplimiento de sentencias judiciales en procesos de separación o divorcio, y no en los casos que no llegan a la vía judicial, ya que estos impagos tampoco se denuncian de manera individualizada en otra vía. El conocimiento de la incidencia de este fenómeno en Canarias precisa, a falta de registros específicos por los órganos judiciales, investigaciones y análisis de las sentencias dictadas por los juzgados de familia (donde existan) y por los juzgados de primera instancia e instrucción (donde no existan de familia), del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

	
6.2.2. AGRESIONES SEXUALES




Los datos disponibles, al igual que en el caso de la violencia de género en el ámbito doméstico, proceden de las estadísticas facilitadas por el Ministerio del Interior. A continuación se exponen las denuncias registradas por este tipo de delitos en los últimos años (1997-2000):

	AÑO
	Nº DE DENUNCIAS (Total en Canarias)

	2000
	569

	1999
	568

	1998
	589

	1997
	428



Para facilitar su comprensión, incluimos una tabla desglosada por tipo de delito para el período señalado. El acoso sexual se incluye entre los delitos contra la libertad sexual. Dado que las estadísticas del Ministerio del Interior lo recogen en este epígrafe lo incluimos en esta tabla, aunque a la hora de hablar de esta forma de violencia volvamos a citar este dato.

	AÑO
	DENUNCIAS SEGÚN TIPO DE DELITO CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL

	
	Agresión
	Agresión con penetración
	Abuso
	Abuso con penetración
	Acoso
	TOTAL

	2000
	226
	118
	171
	21
	33
	569

	1999
	219
	124
	169
	18
	38
	568

	1998
	211
	144
	173
	22
	39
	589

	1997
	163
	100
	130
	9
	26
	428


Según la tabla expuesta, se observa un incremento de delitos contra la libertad sexual, pero mientras aumentan los delitos de agresión, disminuyen levemente los de agresión con penetración, no así los abusos, que se mantienen relativamente estables en los últimos tres años.  

Al igual que ocurre con respecto a la violencia de género en el ámbito doméstico, Canarias es la quinta comunidad en números absolutos en cuanto a denuncias por delitos contra la libertad sexual, aunque en números relativos, según volumen de población, también ocupamos los primeros puestos.

Otro dato a tener en cuenta, procedente de las cifras recogidas por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, apunta a un aumento de las agresiones sexuales en lugares de ocio los fines de semana. 


Un aspecto importante de este tipo de violencia hace referencia a los abusos que se cometen contra las niñas. Un estudio estatal afirma que un 23% de las niñas españolas han sufrido abusos sexuales. Aunque esta forma de violencia de género ha permanecido oculta tradicionalmente debido al tabú de la cultura patriarcal sobre el sexo y las relaciones incestuosas y paidofílicas, actualmente están saliendo a la luz cada vez más casos de abusos y agresiones que se cometen contra las niñas en el ámbito familiar y por personas conocidas del entorno cercano.

	6.2.3. ACOSO SEXUAL





La forma de medir la incidencia del acoso sexual es vital para entender la disparidad en los datos que se obtienen en estudios llevados a cabo en el marco de la Unión Europea. Los porcentajes de acoso sexual conocidos en los países de la Unión se mueven entre el 2% registrado en Suecia y el 81% registrado en Austria. Datos tan dispares se explican en función de la forma de plantear las investigaciones; por ejemplo, hay diferencias sustanciales entre preguntar directamente si se ha sufrido acoso o detectarlo indirectamente a través de un conjunto de indicadores sobre conductas. En este último caso los porcentajes se incrementan frente a los que resultan de las preguntas directas.

Las investigaciones realizadas en el Estado español sobre esta materia han estado vinculadas a iniciativas desarrolladas desde diversos sindicatos, careciendo en Canarias, por el momento, de estudios de estas características. Una de las primeras investigaciones fue realizada el Departamento de la Mujer de UGT de Madrid en 1987, titulada “Discriminación y acoso sexual a la mujer en el trabajo”. Según ese estudio, un 85% de las trabajadoras entrevistadas de dicha comunidad autónoma habían sufrido acoso sexual en el trabajo en algún momento de su vida.

Otro estudio significativo fue realizado en la Comunidad Valenciana en 1994. Del mismo se desprendió que un 20% de las mujeres habían experimentado situaciones graves de acoso sexual en el trabajo y un 75% se habían visto implicadas en conductas de acoso en este ámbito.

La Secretaría Confederal de la Mujer de CC.OO. impulsó, en 1998, un estudio de ámbito estatal de carácter cualitativo y cuantitativo sobre el acoso sexual en el trabajo, en el que se analiza una muestra de 1.004 personas ocupadas de 16 y más años. Los resultados de ese estudio, realizado por el grupo de investigación GEA 21, arrojan unas cifras de un 18’3% de mujeres que reconocen haber sufrido acoso a partir de una serie de indicadores sobre conductas que narran situaciones típicas de acoso sexual. A esto habría que añadir las situaciones calificadas como sexismo en el ámbito laboral, es decir, chistes de contenido sexual, la exhibición de imágenes pornográficas y los comentarios sobre el cuerpo y la vestimenta de las trabajadoras. Si entendemos estas conductas como acoso leve, nos encontramos con un incremento en el porcentaje total de mujeres que sufren acoso, que pasaría a alcanzar el 50’4%.

Con respecto al perfil de las mujeres víctimas de acoso, no aparece un “perfil tipo” ya que el acoso sexual recorre todo el escenario laboral, sucede en las distintas etapas de la vida y en los distintos sectores profesionales, aunque hay dos variables que sí parecen tener mayor vinculación con el acoso: el estado civil y el tipo de contratación. El acoso va subsumido a la situación de poder y de dominación de un sexo sobre otro. Las mujeres separadas o divorciadas sufren acoso sexual en un 41’4%, porcentaje muy superior al de las mujeres casadas (15’3%) o solteras (18’7%). Por lo que respecta al tipo de contrato, se observa que la máxima precariedad laboral que es trabajar sin contrato incrementa las cifras de acoso. Más de una cuarta parte de las trabajadoras sin contrato laboral, el 27’1%, ha sufrido alguna forma de acoso.  

Por lo que respecta a las trabajadoras con contrato, curiosamente se encontró un mayor porcentaje de acoso entre las trabajadoras con contrato indefinido (19’4%) que entre las trabajadoras con contrato temporal (13’1%). Este último dato, no obstante, no coincide con el de la mayoría de estudios realizados, puesto que los datos tienden a señalar una mayor incidencia de acoso sexual entre las trabajadoras temporales que entre las indefinidas. Por lo que respecta al tipo de puesto desempeñado, las mujeres con cualificaciones más bajas perciben más situaciones de acoso que las mujeres en puestos de responsabilidad, mientras que las mujeres de profesiones tradicionalmente feminizadas (azafatas, enfermeras,...) perciben su trabajo infravalorado socialmente y expuesto a situaciones de acoso (comenzando desde los procesos de selección, donde se exige un determinado atractivo físico para determinados puestos).  

No debemos omitir el hecho de que el acoso sexual también se produce en el ámbito educativo, aunque se carece de datos cuantitativos para determinar la incidencia que tiene en este contexto, debido, entre otras razones, a un cierto tabú en cuanto a determinar la naturaleza y gravedad de los actos detectados o percibidos, tanto de profesorado a alumnado como de alumnado a profesorado. Si hablamos de acoso entre el profesorado, hemos de reconducirlo al acoso en el ámbito laboral.

Por lo que respecta a las denuncias relativas a acoso sexual en Canarias, como se puede observar en la siguiente tabla, su número es muy bajo respecto a la realidad que relatan las mujeres. No obstante, hay que tener en cuenta que esta forma de violencia es una de las menos denunciadas, por las dificultades que entraña el procedimiento probatorio en el proceso judicial, y especialmente, por el miedo de las mujeres a las represalias laborales, a ser ridiculizadas o a enrarecer el ambiente de trabajo.

	AÑO
	Nº DE DENUNCIAS DE ACOSO SEXUAL (Total en Canarias)

	2000
	33

	1999
	38

	1998
	39

	1997
	26


	6.2.4. ACOSO MORAL





La reciente conceptuación de esta forma de violencia y la identificación de sus manifestaciones conocidas hasta ahora impide contar con datos cuantitativos concretos, pero sí podemos hacer una aproximación a su magnitud estableciendo una comparación con la incidencia de la violencia de género en el ámbito doméstico y el acoso sexual. El acoso moral se produce fundamentalmente en la familia y en los ámbitos laboral y educativo, ámbitos en los que se produce un conocimiento y una relación continuada con la víctima, base fundamental para este tipo de violencia. En los espacios laborales se está estudiando recientemente el “mobbing”, terror psicológico o acoso moral laboral, y los datos apuntan a que es una práctica más extendida de lo que se creía en las empresas. 

	
6.2.5. HOSTIGAMIENTO EN LOS ESPACIOS PÚBLICOS




 
La violencia verbal o gestual que han de soportar las mujeres en los espacios públicos es prácticamente incuantificable. Cada vez que una mujer sale a la calle se expone a ser ofendida con comentarios sexistas, insultos degradantes u observaciones humillantes sobre su anatomía, su estilo de vida, sus conductas sexuales, su carácter y comportamiento, su aspecto, e incluso sobre su forma de educar a sus hijos o su relación con su pareja sexual. Esta forma de violencia de género, puesta en práctica por hombres con los que no existe ninguna relación sólo puede ser recurrida ante la jurisdicción penal como falta de maltrato, vejaciones y humillaciones, pero la mayoría de los ataques a la dignidad de las mujeres quedan prácticamente impunes.

	
6.2.6. TRÁFICO DE MUJERES






Según cálculos de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), más de dos millones de mujeres y niñas son víctimas de la trata de personas en el mundo. Según Naciones Unidas, de esas mujeres llegan a Europa unas 600.000, fundamentalmente a través de las mafias de tráfico de mujeres para la explotación sexual. Se carece de datos cuantitativos sobre cuántas mujeres son destinadas a la explotación laboral y a los matrimonios serviles, ya que los datos disponibles sólo hacen referencia a las mujeres que acaban en la prostitución forzada.


Se calcula que, en todo el mundo, el tráfico de personas mueve entre 6 y 10 billones de dólares (entre 120 y 200 billones de pesetas); aunque a lo largo de toda la historia ha existido el tráfico de personas y la “trata de blancas”, actualmente este negocio está nutriendo y extendiendo sus redes delictivas a costa de la miseria y la necesidad en el seno de los movimientos migratorios crecientes en estos últimos años, desde países empobrecidos o sumidos en conflictos bélicos a países del centro del sistema capitalista, y, pese a los esfuerzos de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, se encuentra en alza. El beneficio obtenido por los traficantes de personas cada año, sólo en Europa, ha sido estimado por la OIM en 7.000 millones de dólares (un billón cuatrocientos mil millones de pesetas). No hay que olvidar que las redes de tráfico utilizan “la servidumbre por deuda”, es decir, obligar a las mujeres a prostituirse para pagar la deuda generada por su transporte, cantidad marcada arbitrariamente por los traficantes, llegando a aproximarse en ocasiones un millón de pesetas por mujer.


En Canarias, hasta marzo de 2000, no constaba en el Cuerpo Nacional de Policía ninguna intervención sobre desarticulación de redes de tráfico de mujeres, pero a partir de esa fecha, y durante el año 2001, se han producido en nuestro archipiélago algunas intervenciones en ese sentido. La Guardia Civil ha detectado durante el año 2000 más de 250 mujeres víctimas de explotación sexual en Canarias por parte de redes de tráfico. En el ámbito estatal se produce una media de 40 desarticulaciones de redes de tráfico al año, con unos 130 detenidos y alrededor de 450 víctimas.


Los países habituales de procedencia de las mujeres víctimas de las redes de tráfico son: Ghana, Nigeria y Marruecos, Brasil y Colombia, República Dominicana, Filipinas y Thailandia, Polonia, Ucrania, Rumanía y Rusia. No obstante, se carece de datos exactos del número de mujeres que actualmente están siendo introducidas en Canarias a través de las redes de tráfico, aunque se conoce que esta forma de violencia incide de forma más acusada en las islas de Lanzarote y Fuerteventura, así como en las zonas turísticas del sur de Gran Canaria y Tenerife.

	
6.2.7. MUTILACIÓN GENITAL FEMENINA





Según datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS), se estima que entre 100 y 140 millones de niñas y mujeres han sufrido algún tipo de mutilación genital en todo el mundo, y, cada año, dos millones de niñas están en riesgo de ser mutiladas. La mayoría de mujeres afectadas vive en 28 países de África y en algunos países de Oriente Medio y Asia, pero, desgraciadamente, el número de niñas y mujeres que han sufrido mutilación genital en Europa, Australia, Nueva Zelanda, Canadá y Estados Unidos está aumentando progresivamente debido a los flujos migratorios que reciben estos países.  

Con respecto a Europa, el Centro Internacional para la Salud Reproductora de la Universidad de Gante (Bélgica) realizó en 1998 un estudio que incluía una valoración del número de inmigrantes de países africanos que podrían estar sufriendo la mutilación genital femenina en los países miembros de la Unión Europea. Si realizamos una proyección de estas estadísticas al Estado español, aunque no son del todo representativas, pues sólo contabilizaron a los y las inmigrantes oficiales y refugiados y refugiadas registrados y no a los y las ilegales, y considerando que en España residen alrededor de 8.000 inmigrantes provenientes de países donde se practica la mutilación genital femenina, se podría tener una estimación bastante elevada del riesgo de esta práctica en España.

Algunos países de Europa están comenzando a contabilizar a las mujeres inmigrantes residentes que pueden haber sufrido mutilación genital; en el Reino Unido se calcula que hay más de 30.000, en Italia, 28.000 y en Alemania 25.000. En España todavía no se dispone de datos, aunque todos los indicios apuntan a que existe una amplia comunidad de mujeres inmigrantes que han sufrido mutilación genital en sus países de origen. De hecho, ya se están detectando en España algunos casos de niñas que han sido víctimas de mutilación genital. Se supone que la mayor parte de ellas han sido trasladadas a sus países de origen para someterlas a esta práctica, si bien no se descarta que algunas de ellas hayan podido ser realizadas en nuestro país.

Con respecto a Canarias, se carece de datos sobre este problema, pero las expertas y los expertos aseguran que con el incremento de población inmigrante en el archipiélago podría llegar a producirse esta práctica en territorio canario. Según datos del Ministerio del Interior, en Canarias residen en la actualidad 68.347 inmigrantes (en situación regular), dándose la circunstancia de tener una de las mayores concentraciones de extranjeros y extranjeras por cada 1.000 habitantes (41’93 por 1.000), mientras que la media nacional es del 20’11 por mil. También, según esta misma fuente, los países africanos de mayor procedencia de inmigrantes son Marruecos, Argelia, Senegal, Gambia y Nigeria, siendo en estos tres últimos bastante frecuente la práctica de la mutilación genital femenina. Con respecto a los y las inmigrantes en situación irregular, en el año 2000 se detectaron 177 pateras con 2.387 inmigrantes en esta situación. Y, como último dato, somos la sexta comunidad autónoma en número de inmigrantes que obtienen permiso de trabajo y residencia.

	
6.2.8. VIOLENCIA CONTRA LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS






Según Nafis Sadik, Directora Ejecutiva del Fondo de Población de las Naciones Unidas, “la privación de los derechos reproductivos de las mujeres causa cada año la muerte de millones de ellas, además de enfermedades y discapacidades evitables a muchas más. Para millones de mujeres, los derechos sexuales y reproductivos representan la diferencia entre la vida y la muerte. Para muchos más millones, esos derechos son la clave de una vida libre de enfermedades, libre de malos tratos y libre de sojuzgamiento económico”. 

La violencia contra los derechos sexuales y reproductivos puede ejercerse por acción y por omisión de los medios para ejercer tales derechos: los abortos forzados, tanto como su prohibición absoluta, la esterilización forzosa, la prohibición a las mujeres de adoptar métodos anticonceptivos, las agresiones físicas y psíquicas a mujeres embarazadas, la carencia de servicios de planificación familiar y educación sexual, la alta mortalidad materna ante la falta de servicios de salud reproductiva o de adecuada alimentación y cuidados, son formas de esta violencia, no bien identificada y conocida en toda su extensión.

Si bien existe la creencia de que la mayor incidencia de esta forma de violencia se da en países de Latinoamérica, África y Asia, y, en general, en zonas de precaria economía o escaso desarrollo, se tiene conocimiento fehaciente de su existencia en nuestro país y en nuestra comunidad autónoma. Por parte de diferentes servicios de orientación a mujeres, y de atención a mujeres víctimas de violencia de género, se registran en Canarias casos de mujeres a quienes se les impide el uso de métodos de planificación familiar, mujeres que sufren agresiones físicas directas y continuadas en el vientre durante el embarazo, mujeres manipuladas para evitar que ejerzan su derecho al aborto en los supuestos legalmente reconocidos, mujeres a quienes se les niega el derecho a ejercer libremente su opción sexual y que, como consecuencia, sufren violencia en su entorno familiar y/o laboral. Por el momento se carece de datos cuantitativos sobre el número de mujeres afectadas por esta forma de violencia en el territorio canario.

	6.2.9. VIOLENCIA DE GÉNERO DERIVADA DE CONFLICTOS ARMADOS







La División para el Desarrollo de la Mujer de Naciones Unidas, tras una revisión de los informes sobre las medidas adoptadas en 86 países para la puesta en práctica de las 12 áreas críticas de la Plataforma de Acción de Beijing, ha manifestado que las víctimas más directas de los conflictos violentos comunales y étnicos en todo el mundo son las mujeres, las niñas y los niños. El Consejo de Seguridad de la ONU ha recibido numerosos informes de violaciones masivas y sistemáticas de mujeres durante los últimos conflictos bélicos, especialmente en el de la exYugoslavia, así como en Ruanda, Camboya, Liberia, Somalia, Uganda y numerosos países de Latinoamérica.

Según UNICEF, un 90% de las víctimas de las guerras modernas son civiles, mayoritariamente mujeres, niñas y niños. El 80% de personas desplazadas de sus hogares por causa de la guerra coinciden también con estos grupos, cantidad que en lo referente a las mujeres asciende a 23 millones.


Los conflictos bélicos más cercanos a nuestro tiempo (Argelia, Ruanda, los Balcanes,...) han dejado tras de sí cientos de miles de muertas. Sólo entre 1998 y 1999 hubo 349.000 mujeres muertas por los conflictos bélicos en todo el mundo. En Latinoamérica en las últimas décadas se han vivido constantes conflictos internos; por poner algunos ejemplos, en México, tras la revolución zapatista se han incrementado los ataques de grupos paramilitares, utilizando la violación como arma de guerra contra las mujeres; en Colombia la guerra interna dejó dos millones de desplazadas y desplazados (75% mujeres y niñas) y 4.000 personas desaparecidas.  

Muchas de esas mujeres desplazadas, procedentes principalmente de países africanos y de Europa del Este, han llegado a Canarias, aunque se carece de datos concretos sobre el número exacto de mujeres víctimas de conflictos armados que se encuentran en estos momentos en nuestro archipiélago.

	6.2.10. VIOLENCIA DE GÉNERO A TRAVÉS DEL USO SEXISTA DEL LENGUAJE, LOS PRODUCTOS CULTURALES, LA PUBLICIDAD, LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS






La UNESCO ha constatado que el uso sexista del lenguaje, que invisibiliza a las mujeres, sigue siendo una práctica generalizada en todos los países. De ahí que haya adoptado en 1991 y en 1993 directrices que exigen el uso de redacciones que se refieran claramente a los dos sexos.


En Canarias, aunque no existen datos sistematizados al respecto, sigue siendo habitual desde las administraciones públicas el uso del masculino genérico omnicomprensivo en la mayoría de sus textos oficiales, así como la persistencia de modelos de formularios, instancias y otros instrumentos para ejercer el derecho de petición, reclamación o cualquier otra relación con la Administración, construidos según pautas tradicionales de la estructura patriarcal familiar y de la división sexual del trabajo. Esta falta de perspectiva de género se evidencia igualmente en los patrones de diseño de encuestas sociales, fichas de recogida de datos, planes y programas, basados en una óptica androcéntrica, pretendidamente “neutra” que continúa invisibilizando y excluyendo a las mujeres y a sus condiciones de vida en los instrumentos administrativos. Aunque en los últimos años se ha hecho un esfuerzo por incorporar un lenguaje no sexista desde determinadas instituciones y entidades públicas, no sólo no está extendido su uso, sino que se encuentra con más obstáculos administrativos y más fuertes actitudes de rechazo que el uso de un lenguaje incorrecto, vacío, incoherente o con evidentes contradicciones e inexactitudes legales o metodológicas. 

El uso sexista del lenguaje se detecta también en las empresas privadas, en las ofertas de empleo, en los formularios y encuestas para acceder a un puesto de trabajo y en las relaciones laborales en todos los sectores, llegando a ser en ocasiones ofensivo y violento, aunque si bien es cierto que algunas empresas se están esforzando por modificar esta práctica.


Por lo que respecta a los productos culturales, se carece de registros y estudios que identifiquen y analicen los productos que perpetúan y/o legitiman la violencia de género en Canarias, tanto entre los actuales como entre los históricos y tradicionales. Las aproximaciones hechas a elementos de nuestra cultura popular (recopilaciones de refranes, cuentos, canciones típicas,...) han carecido de este enfoque, hasta el momento.


Los medios de comunicación (incluyendo Internet) y la publicidad son elementos de socialización y transmiten estereotipos legitimadores de la violencia de género. Por su parte, los medios de comunicación tradicionales (prensa, radio y televisión) están ofreciendo desde hace unos años una mayor información sobre hechos relacionados con la violencia de género, con lo que en función del tratamiento que le den pueden contribuir a generar diferentes estados de opinión. No se han hecho estudios sistemáticos en Canarias sobre el tratamiento que los medios están dispensando a este fenómeno, y los datos disponibles hacen referencia a las denuncias de sexismo en la publicidad y en los medios canalizadas a través del Instituto Canario de la Mujer. Desde este organismo se realiza un seguimiento de la publicidad que aparece en los medios de comunicación y demás soportes publicitarios de Canarias y se remite al Observatorio de la Publicidad del Instituto de la Mujer estatal los casos de sexismo que detecta. En los casos en los que los anuncios proceden de empresas cuyo ámbito de actuación está circunscrito a la Comunidad Autónoma de Canarias, se les envía una carta con recomendaciones en materia de publicidad no sexista. En el año 2000 se ha dado traslado a 26 denuncias sobre anuncios sexistas en publicidad y se intervino ante una denuncia sobre sexismo en un medio de comunicación local.

	6.2.11. VIOLENCIA ECONÓMICA DE GÉNERO






El informe anual 2001 del Consejo Económico y Social sobre la situación económica, social y laboral de Canarias durante el año 2000 recoge que en nuestro archipiélago la pobreza alcanza a más de 400.000 personas, de las que el 20% está en una situación de pobreza severa. Según este informe, uno de los colectivos más afectados por esta situación son las mujeres. En 1999, Caritas Española editaba el informe “Las condiciones de vida de los hogares pobres encabezados por una mujer” donde se analiza la relación entre la precariedad económica de las mujeres y el incremento de la feminización de la pobreza.  

El número de hogares pobres encabezados por una mujer se ha incrementado en los últimos años, siendo su cifra en Canarias, según datos de 1996, de 24.795 (el 5’6%); de esos hogares, el 17’8% viven en una situación de pobreza severa y el 82’2% en una situación de pobreza relativa. Muchas mujeres de estos hogares son de edad avanzada, y el principal elemento que está incidiendo en su situación de pobreza son las reducidas cuantías de las pensiones que reciben, tanto las de viudedad (que en ocasiones no llegan a 20.000 ptas./mes), como las pensiones no contributivas (PNC), cobradas mayoritariamente por mujeres. 

En Canarias, las mujeres perceptoras de PNC (a septiembre de 2001) son 29.589 (según datos de la Dirección General de Servicios Sociales del Gobierno de Canarias) y la cuantía de esta prestación, actualizada para el 2001, asciende a 41.910 ptas./mes. Otro colectivo importante que engrosa los hogares pobres son mujeres más jóvenes con cargas familiares que dependen del mercado de trabajo para obtener ingresos o de prestaciones públicas o privadas.  

En el primer caso, suelen presentar un alto grado de precariedad en el empleo, y por lo que respecta a la segunda situación, en Canarias existe una alta dependencia de las mujeres de prestaciones económicas para poder subsistir, cubriendo mínimamente sus necesidades básicas. Es significativo el número de mujeres perceptoras de ayudas económicas básicas, que asciende en septiembre de 2001 a 1.944, frente a los 376 perceptores hombres (según datos de la Dirección General de Servicios Sociales del Gobierno de Canarias).


La situación en el mercado de trabajo de las mujeres está directamente relacionada con su grado de precariedad económica. La tasa de paro de las mujeres canarias es del 17’61%, frente al 9’87% de sus compañeros hombres; la tasa de empleo es del 33’51% (59’96% para los hombres) y la tasa de actividad es del 40’68% (66’53% para los hombres). De ello se deduce claramente que las mujeres en nuestra Comunidad Autónoma están en una situación más desfavorable en el mercado de trabajo; si a ello le unimos los elevados índices de precariedad (trabajos en economía sumergida, sin contrato,...) nos encontramos con que el sistema laboral está limitando las posibilidades de desarrollo económico de las mujeres y ejerciendo violencia contra ellas.

	6.2.12. VIOLENCIA DE GÉNERO DE CARÁCTER RELIGIOSO O RITUAL






La Constitución Española garantiza la libertad religiosa y de culto de los individuos y las comunidades en su art. 16.1, pero además establece en los arts. 16.3 y 27.3 "el deber de los poderes públicos de garantizar el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus convicciones". Aunque España se define como un estado aconfesional, el Estado español mantiene desde 1973 y con carácter permanente y renovable (1979) un Concordato con la Santa Sede que establece las relaciones entre ambos Estados y las condiciones y apoyos del Estado español a las estructuras del catolicismo en este país, hecho que representa una diferencia cualitativa de trato respecto al resto de las confesiones establecidas en España. Asimismo, en 1988, el Estado español suscribió un convenio de cooperación con las comunidades de judíos y protestantes españoles, y en 1992 lo suscribió con la Comisión Islámica de España.

Asimismo, desde la transición democrática y al amparo de la libertad religiosa y de culto, se han ido asentando en nuestro país comunidades, con mayor o menor número de fieles, de otras religiones: cristianismo protestante, hinduismo, judaísmo, islamismo, budismo, taoísmo.... Pero también han surgido nuevos movimientos religiosos y confesionales de distinta naturaleza y fines, muchos de ellos con normas y prácticas herméticas y algunos de carácter destructivo de la individualidad, personalidad, derechos y libertad de las personas. En casi todas las religiones mayoritarias y en los nuevos movimientos religiosos hay un elemento común: el mantenimiento de la ideología de dominio sobre las mujeres y la consideración de éstas como seres inferiores al hombre.


En el archipiélago se vive el panorama descrito de diversidad religiosa, y cada vez con mayor frecuencia se instalan en nuestras islas grupos de carácter destructivo. Según diversas fuentes consultadas (Asesoramiento e Información sobre Sectas -AIS- de Barcelona e investigadoras e investigadores del fenómeno en Canarias) se calcula que puede haber entre 20 y 50 grupos de carácter destructivo que ejercen alguna forma de violencia contra las mujeres, destacando la inducción a la prostitución y el control de sus derechos sexuales y reproductivos, aunque también pueden ser habituales la violencia doméstica y las agresiones sexuales. Se desconoce el número exacto de mujeres que pueden estar vinculadas a estos grupos, pero la Brigada de Información -Grupo de Sectas- del Cuerpo Nacional de Policía mantiene una vigilancia periódica de los mismos y ha realizado varias intervenciones en Canarias en los últimos años ante presuntas actividades delictivas.

	7.  RESPUESTA INSTITUCIONAL Y SOCIAL ANTE LA VIOLENCIA DE GÉNERO





Junto al análisis de los aspectos conocidos de las distintas formas de violencia de género, resulta indispensable analizar la respuesta que se está dando en la actualidad desde los diferentes sistemas públicos para abordar y erradicar el fenómeno de la violencia hacia las mujeres en Canarias. Este análisis se ha basado en la información obtenida a través de la prospección de recursos, las entrevistas a mujeres víctimas de violencia, los grupos de discusión y las entrevistas a personas expertas.


En los últimos años se ha constatado un incremento de la sensibilidad social hacia el fenómeno de la violencia contra las mujeres, propiciado tanto por la labor de sensibilización desarrollada por las instituciones públicas y los colectivos de mujeres, como por la mayor cobertura que se le ha dispensado a dicho fenómeno desde los medios de comunicación social. Esto ha hecho que se visibilice un problema que siempre había existido pero que la sociedad había mantenido oculto, existiendo en la actualidad un mayor rechazo que en años precedentes.

No obstante, cabe destacar una serie de aspectos sobre los que es necesario intervenir si se quiere obtener una respuesta eficaz frente a la violencia de género:

1. Existe un desconocimiento de muchas de las formas de violencia de género entre la población, lo que reduce la capacidad de respuesta social ante las mismas.

2. Aunque existe un mayor rechazo social hacia la violencia en su concepción más amplia, todavía perviven actitudes de tolerancia y permisividad hacia los hombres que cometen agresiones contra las mujeres, lo que constituye en sí mismo una forma más de violencia y contribuye a perpetuarla.

3. La violencia de género sigue sin tener la prioridad suficiente dentro de los programas políticos y las planificaciones y ejecución de las políticas públicas por la mayoría de las Administraciones competentes, lo que se traduce en una asignación insuficiente de recursos para hacer frente a la misma.

4. Sigue siendo necesaria la implicación de un mayor número de agentes sociales que se pronuncien activamente en contra de la violencia de género, siendo de destacar la escasa respuesta por parte de la población masculina ante esta problemática.

	7.1. RECURSOS DE ATENCIÓN E INTERVENCIÓN






En los últimos años hemos asistido a un incremento progresivo de los recursos de asistencia a mujeres víctimas de violencia de género. Desde los diferentes sistemas (fuerzas y cuerpos de seguridad, justicia, sanidad, servicios de protección civil, servicios sociales) se han desarrollado medidas y actuaciones destinadas a proporcionar apoyo a aquellas mujeres que sufren este tipo de violencia. 

Los aspectos más relevantes a destacar del análisis realizado a partir de la prospección de estos recursos son los siguientes:

	7.1.1. FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD





La respuesta dada por este sistema a las mujeres víctimas de violencia experimenta un avance importante a partir del momento en que se crean los Servicios Especializados de Atención a la Mujer dentro de la Policía Nacional (SAM)
, la Guardia Civil (EMUME)
 y la Policía Local (SEAMM)
, si bien en este último caso sólo se cuenta con dicho recurso en el municipio de Las Palmas de Gran Canaria. La creación de estos servicios ha permitido disponer de personal femenino cualificado para atender a las mujeres víctimas de violencia en el momento de la presentación de la denuncia, así como de equipos especializados para intervenir en la posterior investigación del hecho denunciado.

Actualmente la Academia Canaria de Seguridad está llevando a cabo cursos de formación de profesionales de estos Cuerpos en materia de atención e intervención en casos de violencia de género. Por su parte, el Consejo General del Poder Judicial hace extensiva su formación en esta materia a profesionales del derecho y el sistema judicial, así como a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad.

A pesar del importante avance que ello ha supuesto, se sigue detectando una serie de carencias en la respuesta dada por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la atención a las mujeres víctimas de violencia, entre los que cabe destacar:

1. La carencia de servicios especializados en gran parte del territorio insular, y la limitada cobertura horaria de los que ya están en funcionamiento (no se cuenta con cobertura durante las 24 horas del día). 

2. La falta de unos conocimientos básicos y de la sensibilización necesaria en materia de violencia de género por parte de la mayor parte del personal que realiza atención directa en las Comisarías de Policía, Cuarteles de la Guardia Civil y Servicios de la Policía Local, lo que repercute en la calidad de la atención prestada a las mujeres que acuden a las mismas a presentar denuncia. 

3. La disparidad de criterios de actuación entre los y las distintos profesionales de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando han de atender un caso de violencia de género, al carecerse de criterios homogéneos y estandarizados sobre cómo proceder al recibir y tramitar este tipo de denuncias, lo que da lugar a una amplia variabilidad en las respuestas en función del o de la profesional que realice la atención.

	7.1.2. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA




La respuesta ofrecida desde el sistema judicial a las mujeres víctimas de violencia de género ha mejorado sensiblemente en los últimos años, como consecuencia, por un lado, de las modificaciones introducidas en la legislación vigente, que han permitido a las mujeres disponer de una serie de canales a través de los cuales denunciar y solicitar amparo legal ante situaciones de violencia de género que durante muchos años permanecieron impunes. En este sentido, cabe destacar la creación, dentro de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, del Servicio de Violencia Familiar, a través del cual se han comenzado a canalizar todas las denuncias relativas a violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico.  

No obstante, se detecta una serie de carencias en el funcionamiento del sistema judicial que hacen que en muchas ocasiones la respuesta ofrecida a las mujeres víctimas de violencia sea escasamente operativa y éstas queden en una situación de desprotección frente a los derechos que las amparan. En este sentido, cabe destacar los siguientes aspectos:

1. La interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico está directamente relacionada con los esquemas mentales, los principios, cultura, convicciones y criterios de las y los profesionales de la abogacía, la judicatura y la fiscalía. En los supuestos de violencia de género, todavía imperan en esta interpretación patrones tradicionales y esquemas discriminatorios sobre los derechos, libertades y responsabilidad de las mujeres en nuestra sociedad, que se proyectan en la calificación del supuesto, como delito o como falta, en la tipificación de los actos y en la aplicación de las medidas penales.

2. Excesiva lentitud en la resolución de los procesos judiciales. Resulta imprescindible agilizar dichos procesos para que las mujeres obtengan una respuesta eficaz ante la situación de violencia en el menor tiempo posible.

3. Escasa operatividad del Turno de Oficio para dar respuesta a los casos de violencia de género; se detecta falta de designación de letrada o letrado de oficio en determinados procedimientos, y escasa sensibilización en esta materia por parte de la mayor parte de los y las profesionales que lo integran.

4. Asesoramiento legal escaso a las mujeres que inician un proceso judicial por violencia de género, sobre todo en el momento de ratificar en el Juzgado la denuncia presentada o de comparecer en un juicio de faltas.  

5. Escaso conocimiento sobre el fenómeno de la violencia de género y carencia de las necesarias habilidades y actitudes en el trato con las mujeres víctimas por parte del funcionariado judicial.

6. Ausencia de un protocolo normalizado que unifique los criterios y trámites a seguir en la atención a las mujeres víctimas de violencia de género por parte de la administración de Justicia.

7. Escasa asistencia de las médicas y los médicos forenses a los hospitales de referencia ante casos de agresiones sexuales.

8. Carencia de información sistematizada y unificada sobre las sentencias y resoluciones judiciales dictadas por casos de violencia de género en procedimientos civiles, penales y laborales, lo que imposibilita realizar un seguimiento de la respuesta dada desde el sistema judicial ante las demandas presentadas por este tipo de casos.

	7.1.3. SISTEMA SANITARIO




 Desde el sistema sanitario se ha puesto en marcha en los últimos años una serie de actuaciones específicas para la atención a mujeres que sufren violencia de género, dado que cada día se toma más conciencia de que este fenómeno es también un problema de salud que requiere que el personal sanitario detecte, diagnostique y trate adecuadamente. Entre las medidas más significativas adoptadas por el Servicio Canario de la Salud cabe señalar:

1. El "Protocolo de Facilitación para la Detección de los Malos Tratos a Mujeres y Menores-Parte de lesiones". 

2. La formación de las y los profesionales. En la actualidad se ha impartido a las matronas y matronos y a los y las trabajadoras sociales de la Atención Primaria en las siete Áreas de Salud.


Si bien la puesta en marcha de un protocolo y parte de lesiones de estas características es importante, por cuanto que unifica las actuaciones a seguir en los casos agudos de agresiones físicas, psíquicas y sexuales, resulta insuficiente, ya que, tal como se viene expresando en este documento, existe un gran número de casos que permanecen ocultos, y que es imprescindible detectar en fase precoz. Con la finalidad de mejorar la respuesta de este sector, se hace necesario subsanar los siguientes problemas detectados:

1. Carencia de un protocolo de detección precoz y parte de lesiones específico para mujeres víctimas de violencia de género.

2. Carencia de mecanismos que garanticen la aplicación homogénea del parte de lesiones en todos los centros sanitarios públicos y concertados.

3. Ausencia de datos en la historia de salud de las mujeres que indiquen si han sufrido violencia de género en algún momento de sus vidas.

4. Inexistencia de un registro sistematizado de casos.

5. Carencia de investigaciones tendentes a medir las repercusiones que este fenómeno tiene en la salud de las mujeres que viven en Canarias.

6. Escasa extensión de la línea de formación a todo el personal de los centros de salud, unidades de salud mental y red hospitalaria.

	7.1.4. SERVICIOS DE SEGURIDAD Y EMERGENCIAS




Se considera un avance importante que desde el Centro Coordinador de Emergencias y Seguridad (CECOES) se haya puesto en marcha el Servicio de Atención a Mujeres víctimas de violencia, ya que ha permitido canalizar de forma ágil y operativa la demanda existente por parte de mujeres víctimas de violencia de género, ofreciendo una respuesta inmediata ante su situación y posibilitando la activación de diferentes recursos (cuerpos y fuerzas de seguridad, servicios sanitarios, DEMA...).

Pero, pese a la respuesta positiva de este servicio, se detectan las siguientes necesidades:

1. Necesidad de incrementar el número de profesionales para cubrir adecuadamente el servicio y garantizar la dedicación de tiempo que las mujeres necesitan.

2. Necesidad de actualización permanente del personal.

	7.1.5. SERVICIOS SOCIALES BÁSICOS Y ESPECIALIZADOS




El Sistema de Servicios Sociales desempeña en la actualidad un papel fundamental en el desarrollo de actuaciones destinadas a proporcionar apoyo a aquellas mujeres que sufren violencia de género. Junto a la respuesta ofrecida desde las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Sistema Judicial y el Sistema Sanitario, desde este sistema se ofertan una serie de medidas que permiten a las mujeres estar en mejores condiciones para afrontar la situación de violencia y disponer de apoyo especializado para recuperar su autonomía personal y social.


Los Servicios Sociales Comunitarios o de Base, dada su cercanía a la población y su extensión por todo el territorio, constituyen un recurso a través del cual se proporciona a las mujeres víctimas de violencia una primera respuesta de información y orientación sobre los pasos a seguir ante la situación en que se encuentran, facilitándoles además el contacto con los recursos sociales especializados en atención a la violencia de género.

No obstante, se detecta en la actualidad una serie de carencias que dificultan el desarrollo de estas funciones: 

1. Carencia de instrumentos que permitan a las y los profesionales la detección sistemática de la violencia de género que puedan estar sufriendo las posibles usuarias de estos servicios. A pesar del alto número de mujeres con las que se interviene, no se han puesto en marcha procedimientos de registro estadístico ni protocolos de detección precoz, atención y derivación.

2. Dificultad a la hora de realizar el seguimiento de aquellas mujeres víctimas de violencia que tras haber permanecido en un recurso de acogida temporal se reintegran a su entorno de residencia habitual, al no existir un procedimiento establecido que regule la derivación de casos y su seguimiento posterior.

3. Necesidad de un mayor conocimiento de la dinámica y las formas que adopta la violencia de género, a fin de que la primera respuesta de información y orientación que se proporciona a las mujeres sea lo más específica y adaptada posible al tipo de caso detectado.

Los Servicios Sociales Especializados son los destinados a prestar a las mujeres víctimas de violencia:

1. Asistencia en situaciones de emergencia.

2. Acogida temporal en caso de tener que abandonar el domicilio habitual.

3. Asesoramiento especializado para la resolución del problema al que se enfrentan.

4. Terapias de recuperación para la superación de las secuelas producidas por la violencia sufrida.

5. Apoyo para la recuperación de la autonomía personal y social, en caso de que ésta se haya visto dañada como consecuencia de la violencia experimentada.

A continuación se analiza en detalle cada una de ellos:

a) Asistencia en situaciones de emergencia


Esta función es cubierta en la actualidad por los Dispositivos de Emergencia para Mujeres Agredidas (DEMA), diseñados específicamente para ofrecer a las mujeres víctimas de violencia de género apoyo inmediato ante una situación de crisis que requiera una intervención urgente. 


Existe un total de 7 dispositivos, ubicados en las siete islas, que ofrecen su servicio durante las 24 horas del día, y son activados a través del Teléfono de Urgencias y Emergencias 1-1-2. La existencia de estos dispositivos permite que las mujeres puedan recibir de forma inmediata el apoyo de una técnica especializada que las orienta y las acompaña en los trámites más urgentes a realizar ante los distintos recursos (Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, Juzgados, Centros Sanitarios, etc.) y que les facilita el contacto y la derivación hacia el resto de los recursos sociales especializados. En caso necesario, el dispositivo ofrece también acogida inmediata por un periodo de 96 horas, transcurrido el cual se gestiona su entrada en alguno de los recursos de acogida temporal existentes.


Los DEMA han demostrado ser un recurso efectivo para la atención de emergencia en situaciones de violencia de género. No obstante, a través del diagnóstico realizado se ha detectado una serie de necesidades que es necesario tomar en cuenta a la hora de planificar futuras actuaciones:

1. Necesidad de consolidar la difusión de los Dispositivos en todas las islas y en todos los ámbitos competenciales y profesionales que necesiten recurrir a los mismos para dar respuesta inmediata a una mujer víctima de violencia.

2. Necesidad de incrementar el personal técnico y los medios materiales para poder ofrecer una respuesta más eficaz y operativa a la demanda existente.

3. Necesidad de unificar y coordinar las actuaciones de los siete dispositivos, así como los criterios de intervención ante los casos de violencia.

4. Necesidad de consolidar la formación y actualización permanente del personal que permita optimizar la respuesta ante las situaciones de violencia.

5. Necesidad de ir adaptando los dispositivos a la demanda específica que se vaya generando en cada isla.

b) Acogida temporal


En la actualidad, se dispone en Canarias de un total de 188 plazas de acogida para mujeres y menores a su cargo en situación de peligro para su vida o su integridad, a través de las cuales se han de cubrir las necesidades de acogimiento temporal de las mujeres víctimas de violencia de género. De estas 188 plazas, 104 corresponden a recursos especializados en violencia de género, mientras que las 84 restantes corresponden a recursos de acogida destinados a otros tipos de problemas (familias marentales, madres solteras sin recursos, mujeres en situación de exclusión social, etc.). Del total de plazas, 109 están localizadas en la isla de Tenerife, 53 en Gran Canaria, 12 en La Gomera, 9 en Lanzarote y 5 en Fuerteventura. En las islas de La Palma y El Hierro se carece de recursos de acogida de estas características.


Las necesidades que se detectan para poder prestar la atención adecuada a la demanda de acogida por violencia de género son las siguientes:

1. Necesidad de establecer una red de recursos de acogida temporal específica y exclusiva para mujeres víctimas de violencia de género. La alta demanda existente por esta causa hace que muchas mujeres tengan que ser derivadas hacia los recursos destinados a otros tipos de problemas sociales, lo que tiene un doble efecto negativo: se acoge a las mujeres en unos recursos que no son específicos para violencia de género y, por tanto, no están preparados adecuadamente y, además, se ocupan plazas que deberían estar disponibles para dar respuesta a las situaciones carenciales para las que fueron diseñados.

2. Necesidad de contabilizar de forma independiente el número de plazas disponibles para mujeres del número de plazas disponibles para los y las menores que las acompañan. Del total de plazas existentes actualmente, la mayoría está siendo ocupada por éstos, en una cifra media de 2 a 3 menores por mujer, por lo que el número de plazas realmente disponible para la acogida de mujeres se reduce considerablemente, y fluctúa constantemente en función del número de menores acogidos y acogidas.

3. Necesidad de articular un modelo de recursos de acogida temporal que permita dar respuesta a los tres tipos de demanda que se generan ante los casos de violencia de género: la acogida inmediata, la acogida posterior en centros de media y larga estancia y el acogimiento final en viviendas semiautónomas hasta la plena reintegración. Para satisfacer estas demandas se necesitarían tres tipos de recursos: Centros de Acogida Inmediata (que sustituirían la función de acogida que tienen atribuida actualmente los DEMA), Casas de Acogida y Pisos Tutelados, respectivamente. A esto hay que añadir la necesidad de crear recursos específicos que permitan la acogida de mujeres víctimas de violencia de género que por sus especiales características o circunstancias no puedan ser acogidas en los recursos anteriormente mencionados (mujeres con trastornos psíquicos, mujeres con problemas de drogodependencias, o mujeres víctimas de redes de tráfico).

4. Necesidad de incrementar los medios humanos y materiales de los recursos de acogida temporal existentes actualmente y de dotar adecuadamente los recursos de nueva creación, de manera que se pueda desarrollar un trabajo integral y de calidad con las mujeres acogidas.

5. Necesidad de ampliar la red de recursos de acogida de manera que se puedan cubrir adecuadamente las necesidades de todo el territorio. Actualmente, la mayor parte de los recursos se concentran casi exclusivamente en las capitales insulares, quedando descubiertos el resto de los municipios, y debiendo trasladarse las mujeres por tanto a una distancia considerable de su lugar de residencia habitual (en La Palma y El Hierro, como ya se ha señalado, se carece de recursos de acogida, salvo la facilitada por el DEMA). Es necesario además que esta red esté articulada de tal forma que permita la movilidad geográfica de aquellas mujeres que por razones de seguridad necesiten ser protegidas mediante el traslado inmediato a otra zona del territorio.

c) Asesoramiento

El asesoramiento especializado a mujeres víctimas de violencia se presta en la actualidad a través de los siguientes recursos: 

1. Centros Municipales de la Mujer de los Ayuntamientos.

2. Centros Insulares de la Mujer de los Cabildos.

3. Centros de Atención a la Mujer de los Colectivos de Mujeres y otras ONGS.

4. Centros de Asistencia a las Víctimas del Delito.

5. Servicio de Atención y Orientación a las Mujeres del Instituto Canario de la Mujer.

Desde estos recursos se ofrece asesoramiento social, laboral, psicológico, jurídico y/o criminológico, dependiendo del tipo de centro de que se trate. Este asesoramiento permite a las mujeres afrontar la situación de violencia disponiendo de estrategias y recursos ante las necesidades que se les plantean.

Se detectan como necesidades en relación con el asesoramiento:

1. Necesidad de extender estos servicios a todos los municipios, ya que actualmente sólo existen servicios de asesoramiento en algunos de ellos.

2. Necesidad de contar con equipos multiprofesionales que presten el servicio de forma estable, con el fin de que no haya interrupciones en el proceso de intervención que se desarrolla con las mujeres.

3. Necesidad de diseñar e implantar servicios que permitan ofrecer una respuesta adaptada a cada una de las formas de violencia, ofreciendo a las mujeres unas medidas de apoyo específicas en relación con el asesoramiento y la recuperación. Asimismo, es necesario implantar servicios de asistencia especializada a niñas y adolescentes que hayan sufrido violencia de género.

Paralelamente a este tipo de servicios, se detectan las siguientes carencias:

1. Carencia de intervenciones coeducativas con los hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia doméstica que eviten la reproducción de las conductas aprendidas.

2. Inexistencia de medidas de rehabilitación de hombres agresores, salvo las desarrolladas dentro del medio penitenciario

d) Apoyo para la recuperación de la autonomía personal y social

Se detecta que, para favorecer la plena integración de las mujeres víctimas de violencia de género y permitir la recuperación de su autonomía personal y social, resulta fundamental que se desarrollen los servicios adecuados que puedan reforzar y complementar este proceso. En la actualidad existe una serie de obstáculos que impiden la culminación con éxito del proceso que sigue una mujer que ha sufrido violencia de género hasta la definitiva superación de esta situación.  Estos obstáculos se concretan en los siguientes:

1. Inexistencia de recursos de apoyo para el cuidado de personas dependientes que permitan hacer frente a las cargas familiares no compartidas. 

2. Inadecuación de las prestaciones económicas existentes a las necesidades de las mujeres víctimas de violencia de género, y carencia de prestaciones específicas y de tramitación urgente que permitan dar una respuesta inmediata ante una situación de crisis derivada de la violencia, lo que impide a las mujeres disponer de medios para cubrir sus necesidades básicas, tales como los gastos iniciales derivados del alquiler de una nueva vivienda para aquellas mujeres que salen de los recursos de acogida temporal y no dispongan de vivienda ni de los medios económicos suficientes para afrontar dichos gastos.

3. Carencia de programas de cualificación profesional y apoyo al empleo adaptados a las distintas necesidades de las mujeres víctimas de violencia de género.

4. Dificultades para acceder a una vivienda, debido a los escasos recursos económicos de los que disponen y a los elevados precios del mercado.

Más allá del asesoramiento especializado, no existen en la actualidad en Canarias servicios o programas de recuperación que permitan intervenciones en profundidad con terapias específicas y continuadas en el tiempo dirigidas a la superación de las secuelas producidas y al restablecimiento del equilibrio emocional.

	7.2. RECURSOS DE PREVENCIÓN 




La erradicación a largo plazo de la violencia de género requiere el desarrollo de programas preventivos que puedan transformar los mecanismos sociales y culturales que la legitiman y reproducen.  

Los ámbitos desde los que resultaría óptimo desarrollar medidas preventivas de la violencia de género son el educativo, el comunitario (a través de los servicios sociales de base) y el sanitario. A continuación se expone el análisis de la situación detectada en cada ámbito:

	7.2.1. PREVENCIÓN DESDE EL ÁMBITO EDUCATIVO



Desde el sistema educativo se diseñaron en su día una serie de programas de innovación educativa (Programa Educativo para la Igualdad de Oportunidades entre Ambos Sexos, Programa de Educación para la Paz,...) que, de forma indirecta, abordaban la prevención de la violencia de género a través de la incorporación de contenidos sobre la igualdad entre mujeres y hombres y el desarrollo de valores de tolerancia, respeto, paz y solidaridad de forma transversal en el currículo escolar.

No obstante, a pesar de la existencia de estos programas, siguen existiendo algunas carencias que hay que considerar al objeto de introducir mejoras al respecto:

1. La aplicación de los programas mencionados no está generalizada en todos los centros educativos canarios y tampoco suelen incluir de forma sistemática contenidos específicos de prevención de la violencia de género.  

2. La carencia de metodologías coeducativas para ser aplicadas desde el sistema educativo implica que éste siga transmitiendo, en ocasiones, actitudes y estereotipos sexistas.  Asimismo, la falta de formación de los y las profesionales de la educación en estrategias de detección de la violencia de género implica que, en muchas ocasiones, no se estén detectando desde los centros escolares las situaciones de violencia que pueden vivir las alumnas, tanto por parte de sus compañeros, como de profesores o en sus propias familias, o las que puedan sufrir las y los menores como víctimas de las agresiones a sus madres en el ámbito doméstico.

3. Existe un desaprovechamiento de los recursos y espacios que ofrece la comunidad educativa (centros escolares, asociaciones de madres y padres, actividades extraescolares, servicios concurrentes y de apoyo a la escuela, centros de educación de personas adultas,...) para el desarrollo de estrategias preventivas de la violencia de género.

	7.2.2. PREVENCIÓN DESDE LOS SERVICIOS SOCIALES 

Y LA INICIATIVA SOCIAL



En los últimos años se ha llevado a cabo en el ámbito comunitario una serie de iniciativas de prevención de la violencia de género, desarrolladas fundamentalmente por centros municipales y/o insulares de la mujer y por colectivos de mujeres, que han girado en torno al desarrollo de charlas o talleres formativos para el refuerzo de la autoestima y la autonomía de las mujeres, al análisis de roles y estereotipos en los que se socializan las mujeres, etc.  

Pero las actuaciones en este sentido han tenido una serie de carencias que reseñamos a continuación:

1. Falta de medios humanos y materiales suficientes para prevenir la violencia de género desde los espacios comunitarios, ya que no se está destinando financiación específica para este fin por parte de las distintas Administraciones.

2. Carencia de programas estables y continuados en el tiempo que desarrollen acciones preventivas tendentes a modificar los valores culturales generadores de la violencia contra las mujeres, y que incidan en la población femenina, en las y los jóvenes y en los hombres.

3. Desaprovechamiento de la vía que ofrece el Plan Concertado de Servicios Sociales para desarrollar actuaciones preventivas en la comunidad.

	7.2.3. PREVENCIÓN DESDE EL ÁMBITO SANITARIO



En el sistema canario de salud existe una sensibilización creciente acerca del fenómeno de la violencia de género y sus efectos en la salud de las mujeres, y, a pesar de la escasez de tiempo disponible, se está haciendo un esfuerzo importante por incorporar estrategias preventivas, sobre todo en la atención primaria de salud, ya que en este nivel las y los profesionales tienen un contacto directo y continuado con las usuarias, y además se imparte educación sanitaria individual y grupal.

En este sentido, cabe destacar la colaboración entre la Dirección General de Programas Asistenciales y el Instituto Canario de la Mujer para la elaboración y edición de la publicación “La violencia de género y la salud: manual y unidades didácticas para la sensibilización y la prevención”. Esta publicación está estructurada en dos volúmenes; el primero contiene una visión general sobre la violencia de género y recomendaciones para la detección precoz, la prevención y la derivación de casos; y el segundo consiste en un material didáctico para abordar la violencia de género desde el ámbito sanitario: las formas de prevenirla y los recursos de apoyo.

No obstante, se deben introducir algunas mejoras en este sistema, como:

1. Ofrecer información, colocar carteles en sitios visibles en los centros y unidades de salud que indiquen que la violencia es un problema de salud y que las y los sanitarios pueden ofrecer ayuda.

2. Utilizar las “Unidades didácticas para la sensibilización y la prevención de la violencia de género” en las actividades de educación para la salud.

	7.3. COORDINACIÓN Y CALIDAD DE LAS ACTUACIONES EN MATERIA DE VIOLENCIA DE GÉNERO



Las y los profesionales que intervienen en materia de violencia de género reconocen la necesidad de coordinar las actuaciones que puedan dar respuesta a este problema, y han mantenido líneas de coordinación entre recursos, basadas fundamentalmente en el esfuerzo y voluntad del personal técnico.

En otro orden de cosas, las Administraciones Públicas en los últimos años están haciendo esfuerzos por establecer controles de calidad de la atención prestada a la ciudadanía, y, en este sentido, se está formando al personal de los organismos públicos en habilidades de trato a los usuarios y a las usuarias que acuden a demandar cualquier servicio a la Administración.

Pero a pesar de los esfuerzos en ambos aspectos se siguen detectando algunas carencias que es importante subsanar:

1. Falta de coordinación en las políticas que se desarrollan desde las distintas Administraciones Públicas en materia de violencia de género.

2. Ausencia de procedimientos establecidos, generalizados para toda Canarias, que permitan coordinar los distintos recursos que atienden a las mujeres víctimas de violencia de género.

3. Inexistencia de un protocolo integral de actuación unificado para todos los sistemas desde los que se interviene. 

4. Carencia de espacios de encuentro entre profesionales para intercambiar metodologías y "buenas prácticas" generadas de la intervención ante la violencia de género.

5. Ausencia de indicadores que permitan evaluar la respuesta que reciben las mujeres víctimas de violencia de género por parte de las instituciones públicas.

6. Necesidad de operativizar los canales que existen en la actualidad para denunciar el trato incorrecto por parte de la Administración a la ciudadanía, y su inadecuación a las circunstancias de las mujeres víctimas de violencia de género.  

	7.4. ATENCIÓN A LAS DIFERENTES FORMAS DE 

VIOLENCIA DE GÉNERO




Las actuaciones que se ponen en marcha en la actualidad en relación con la violencia de género van destinadas fundamentalmente a abordar la violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico, las agresiones sexuales y el acoso sexual, y, dentro de ellas, el mayor número de medidas están orientadas a dar respuesta a la que se produce en el ámbito doméstico, no existiendo pautas y criterios específicos para hacer frente a las otras formas de violencia identificadas en este Programa, entre ellas, para la violencia psíquica y el acoso moral en el trabajo o en otros ámbitos.

Dado que detectamos que en Canarias está incidiendo la mayor parte de las formas de violencia descritas, resulta de vital importancia implantar actuaciones que permitan erradicar las formas de violencia ya existentes y prevenir el desarrollo de aquellas que, como las mutilaciones genitales, no se encuentran todavía arraigadas en nuestro territorio.

También se ha constatado que, en general, las medidas que se ponen en marcha para abordar la violencia de género están enfocadas a la población femenina en general, pero no se tienen en cuenta las especificidades que pueden presentar colectivos como las mujeres mayores, las mujeres jóvenes, o las mujeres discapacitadas físicas, psíquicas o sensoriales. Tampoco se consideran normalmente las dificultades concretas que tienen las mujeres discapacitadas en el acceso a la información y/o a los recursos, las mujeres extranjeras que no hablen castellano, las mujeres con diferentes situaciones de exclusión social, las mujeres inmigrantes, etc. Es, por tanto, necesario considerar éstos y otros condicionantes específicos a la hora de diseñar medidas concretas para hacer frente a la violencia de género.

	8. CRITERIOS ESTRATÉGICOS DEL PROGRAMA





Para favorecer la implantación y ejecución de este Programa en los próximos años se ha de tener en cuenta una serie de criterios estratégicos que guíen su puesta en marcha y comprometan a todas y a todos los agentes implicados en el mismo.


Los criterios tenidos en cuenta están en relación tanto con la estructuración del Programa en sí como con aquellos aspectos que habría que considerar a la hora de desarrollar cada acción que se propone. Así pues, las estrategias resultantes son:

	8.1. ABORDAJE DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN SU CONJUNTO




Este Programa ha optado por abordar la violencia de género como fenómeno estructural, entendiendo que la violencia contra las mujeres adopta múltiples formas que requieren respuestas específicas y diversas, pero partiendo de una idea común: la violencia contra las mujeres está enraizada profundamente en las estructuras del sistema, y si éstas no se modifican la violencia no desaparecerá. Si sólo abordamos las formas de violencia de género especialmente graves en nuestra sociedad como la violencia en el ámbito doméstico o las agresiones sexuales, y obviamos el sistema que sostiene y legitima esa violencia nunca podremos obtener resultados satisfactorios en la erradicación de este fenómeno. Es por este motivo por lo que se ha hecho un esfuerzo por conceptuar y definir las diferentes formas de violencia de género que pueden vivir las mujeres para poder diseñar respuestas ajustadas a cada una de ellas. 

	8.2. ESTABILIDAD DE RECURSOS, PROGRAMAS Y SERVICIOS




Gran parte del éxito en la atención a las mujeres víctimas de violencia se puede conseguir si se garantiza la estabilidad de los recursos, programas y servicios existentes, así como los de nueva creación, a través de una financiación adecuada. Se ha de conjugar la necesidad de dar una respuesta adecuada y de calidad a las mujeres víctimas de violencia de género con la optimización de los recursos económicos disponibles, sin lesionar en ningún momento el derecho que tienen las mujeres a esta respuesta.

	8.3. DELIMITACIÓN DE COMPETENCIAS





Para garantizar el logro de los objetivos del Programa resulta fundamental que se delimiten las funciones y competencias de cada Administración en materia de violencia contra las mujeres mediante una ley específica en materia de violencia de género aprobada por el Parlamento de Canarias. 

	8.4. CONSOLIDACIÓN DE UN MODELO INTEGRAL DE INTERVENCIÓN





El fenómeno estructural de la violencia de género se ha considerado tradicionalmente como “un problema de asistencia social”, dando a entender con esta concepción que su abordaje sólo incumbía al sistema de los servicios sociales, y, dentro de ellos, prácticamente sólo a la acogida. Actualmente, se ha adquirido una mayor conciencia de la realidad integral del problema y de que la respuesta a este fenómeno no debe partir sólo del sistema de servicios sociales. Dado que la violencia contra las mujeres es un hecho estructural, la respuesta a la misma ha de ofrecerse integralmente por parte de todos los sistemas: cuerpos y fuerzas de seguridad, justicia, protección civil, educación, cultura, sanidad, servicios sociales, empleo, vivienda,... y se ha de ofrecer, no de forma aislada e inconexa por parte de cada uno de estos sistemas, sino de manera coordinada. 


En los momentos actuales de conocimiento de la realidad y de conciencia profesional hacia este problema, se hace imperativa la elaboración, regulación, implantación y aplicación efectiva y generalizada de un protocolo integral de intervención en todas sus fases (detección, prevención, asistencia, recuperación de la autonomía de las mujeres), que establezca las bases para la coordinación de todos los sistemas que intervienen en el proceso de respuesta a las víctimas de la violencia de género.

	8.5. CONTEXTUALIZACIÓN TERRITORIAL





Otro aspecto a considerar es el territorio en el que se va a ejecutar el Programa. Entendemos que las peculiaridades de cada zona del territorio, así como de su población, influye en cómo se perciben y se abordan las situaciones de violencia de género, por lo que hay que valorar la diversidad de cada isla, y garantizar que todas posean sus propios recursos independientes, con especial atención a las islas no capitalinas, a las zonas rurales, que suelen ser siempre las menos dotadas, y a los núcleos deprimidos de población, donde la marginalidad social alcanza el umbral de la pobreza o extremos de pobreza severa. Asimismo hay que considerar la dispersión de la población en algunas islas a los efectos de poner en marcha las acciones del Programa para favorecer que éstas lleguen a todas las mujeres y a toda la población que se considere de interés.

	8.6. ATENCIÓN A LA DIVERSIDAD DE LAS MUJERES





No podemos perder de vista que cuando hablamos de mujeres víctimas de violencia de género, lo hacemos de colectivos con especificidades que hay que considerar. Las acciones que desarrolla el Programa tendrán en cuenta la diversidad de mujeres que sufren violencia en función de variables como:

1. Edad (mujeres jóvenes, adultas, mayores)

2. Nivel sociocultural

3. Nivel socioeconómico

4. Zona de residencia (islas capitalinas o no capitalinas, urbana o rural, población concentrada o dispersa, buen nivel de comunicaciones o dificultades de comunicación, con recursos sociocomunitarios o sin recursos sociocomunitarios)

5. Estado de salud (discapacidades, problemas psiquiátricos, enfermedades infectocontagiosas)

6. Comunidad de pertenencia (comunidades con valores y creencias relevantes que legitiman la violencia de género)

7. Inmigración (situación regular o irregular)

8. Exclusión social (drogodependencias, prostitución, mujeres transeúntes, mujeres reclusas, víctimas de redes de tráfico)

9. Situación laboral (con empleo o sin empleo, economía sumergida, sectores laborales masculinizados o feminizados, sectores escasamente regulados)

10. Vínculo convivencial (matrimonio o pareja de hecho, hijas e hijos, padres, otras personas)

11. Opción sexual

12. Situación familiar (niñas y jóvenes de familias desestructuradas, mujeres sin redes de apoyo familiar)

13. Interacción comunitaria (dinámica de aislamiento social de las mujeres dentro de la comunidad, inexistencia de espacios de encuentro específicos para las mujeres)

	8.7. ATENCIÓN A DIFERENTES SECTORES POBLACIONALES





El Programa, dado su carácter de integralidad, desarrollará medidas para los siguientes sectores poblacionales:

1. Población general

2. Población adulta femenina

3. Población adulta masculina

4. Población infantil de ambos sexos

5. Población juvenil de ambos sexos

6. Mujeres víctimas de violencia de género

7. Profesionales de los diferentes ámbitos de intervención (social, educativo, laboral, sanitario, judicial, fuerzas y cuerpos de seguridad)

8. Agentes sociales (sindicatos, colegios profesionales, universidades, entidades de voluntariado, colectivos de mujeres, asociaciones de madres y padres, asociaciones estudiantiles, centros del profesorado, asociaciones de vecinos y vecinas,...)

9. Responsables políticos y políticas

10. Hombres que ejercen o han ejercido violencia de género.

	8.8. CALIDAD EN LA RESPUESTA





Es necesario ofrecer respuestas integrales a las mujeres víctimas de violencia, de forma ágil, rápida, cercana y coordinada, y evitando que éstas vayan rotando de recurso en recurso, obteniendo sólo respuestas parciales a su problema. A fin de mejorar la calidad, hemos de poner especial interés en la formación del personal que desarrolla sus funciones con estas mujeres en materia de perspectiva de género y en la atención al ciclo propio del proceso de la violencia de género y a las condiciones físicas, psíquicas y emocionales en las que acuden las mujeres a los recursos públicos.

	8.9. FOMENTO DE LA COORDINACIÓN





Resulta fundamental para la consecución de los objetivos de este Programa la coordinación entre todos los recursos y agentes que intervienen en la atención a mujeres víctimas de violencia de género, fomentando el desarrollo de redes y espacios de encuentro que permitan intercambiar la experiencia acumulada en este terreno.

	9. OBJETIVOS GENERALES DEL PROGRAMA




	9.1. CONCIENCIACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN 

INSTITUCIONAL Y SOCIAL




1. Concienciar y sensibilizar a las y los responsables públicos, las y los agentes sociales, las y los profesionales y a la población en general, sobre la necesidad de tomar una postura activa frente al fenómeno de la violencia contra las mujeres, así como de desarrollar estrategias específicas destinadas a prevenirla y erradicarla.

2. Difundir en toda la sociedad un conocimiento adecuado del fenómeno de la violencia de género y de las diferentes formas en las que se manifiesta, así como de los mecanismos a través de los cuales se transmite y perpetúa. 

3. Difundir a toda la sociedad una identificación precisa y concienciar sobre los mecanismos sociales y culturales que legitiman el fenómeno de la violencia de género en el ámbito doméstico y posibilitar medidas que permitan a las mujeres víctimas de esta forma de violencia recuperar su autonomía personal y social. 

4. Difundir una identificación precisa sobre los mecanismos específicos de la agresión sexual y el acoso sexual contra las mujeres y proporcionar a las víctimas medios destinados a combatir las secuelas producidas por esta forma de violencia.

5. Difundir una identificación precisa de aquellas actitudes y valores que generan acoso moral y hostigamiento hacia las mujeres en los espacios públicos o privados, y proporcionar pautas que contribuyan a la erradicación de este tipo de conductas.

6. Concienciar a los medios de comunicación y a la sociedad en general sobre los mecanismos de transmisión de valores y estereotipos sexistas a través de la información, las imágenes, el lenguaje, los productos culturales y las nuevas tecnologías.

7. Identificar y difundir las formas de violencia económica contra las mujeres: restricciones económicas y control de los medios para la subsistencia y la libertad de movimientos de las mujeres; limitación en el acceso a los bienes y a la titularidad de los bienes; discriminación retributiva; desempleo; feminización de la pobreza... 

8. Identificar y difundir la existencia de movimientos y confesiones religiosas que legitiman en sus discursos la violencia contra las mujeres. 

9. Concienciación de las mujeres víctimas de sectas o grupos destructivos sobre la actividad de los mismos contra sus derechos y libertades.

	9.2. SISTEMAS DE REGISTRO, INVESTIGACIÓN 

Y DOCUMENTACIÓN




10. Desarrollar investigaciones sociológicas y estadísticas cuantitativas y cualitativas para construir un conocimiento en profundidad del fenómeno de la violencia de género y de las diferentes formas en las que se manifiesta, de los mecanismos a través de los cuales se transmite y perpetúa y de los efectos y secuelas en la salud de las mujeres. 

11. Construcción de sistemas de registro, variables e indicadores, e instrumentos de sondeo, detección, seguimiento y evaluación de los casos y las intervenciones llevadas a cabo en Canarias en materia de violencia de género.

12. Investigación de fuentes primarias y secundarias para el estudio de la violencia de género en Canarias, y unificación de secciones bibliográficas y documentales sobre violencia de género desde las perspectivas educativa, sanitaria, asistencial, laboral, jurídica y judicial, en centros universitarios de estudios de género y en el Instituto Canario de la Mujer.

13. Homogeneización de los criterios y las pautas de coordinación entre los sistemas de registro de denuncias y atención de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad; la Guardia Civil; el Centro de Emergencias y Seguridad; los juzgados y el Servicio de Violencia Familiar de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

14. Homogeneización de los criterios y las pautas de coordinación en los registros de consultas, atención y derivación por los servicios públicos y de la iniciativa social de orientación y atención a la mujer en materia de violencia de género (encuestas, seguimiento, criterios de derivación).

	9.3. CREACIÓN Y CONSOLIDACIÓN DE SERVICIOS 

ESTABLES Y DE CALIDAD




15. Proporcionar a las mujeres que sufren violencia de género, en cualesquiera de sus formas, los recursos necesarios para poner fin a dicha situación de violencia y para su total reincorporación a la vida activa, autónoma y laboral, en condiciones psicológicas y de formación ocupacional adecuadas. 

16. Proporcionar los medios necesarios para la superación de los mitos que justifican las agresiones sexuales a mujeres y ofrecer a las víctimas de esta violencia los mecanismos de apoyo necesarios para superar las secuelas producidas y recuperar una vivencia positiva de su sexualidad. 

17. Abordar el fenómeno de la violencia de género derivada de conflictos bélicos, mostrando sus repercusiones en el territorio canario y apoyando a las mujeres desplazadas de zonas de conflictos armados que lleguen a Canarias.

18. Perseguir y condenar en el ámbito penal los incumplimientos de sentencias judiciales que provocan violencia económica contra las mujeres: impago de pensiones alimenticias o retención de bienes comunes.

19. Perseguir y condenar en el ámbito penal las prácticas de grupos religiosos o rituales que puedan contemplarse entre las tipificaciones que realiza el Código Penal como violencia contra las personas. 

20. Aplicar rigurosamente el ordenamiento jurídico de nuestro país, y, en su defecto, la normativa comunitaria e internacional, en materia de la práctica de la mutilación genital femenina en Canarias, persiguiendo y penalizando su práctica como violación de derechos humanos fundamentales. Proporcionar a las mujeres inmigrantes y a las y los profesionales que las atienden en cualquiera de los sistemas públicos la información, sensibilización y pautas de actuación respecto a esta forma de violencia de género.

	9.4. ESTRATEGIAS DE PREVENCIÓN




21. Desarrollar estrategias específicas de prevención (desde Educación, Cultura, Sanidad, Trabajo, Servicios Sociales...) que contribuyan, a largo plazo, a eliminar las bases culturales y los mecanismos sociales que sustentan y hacen posible la violencia hacia las mujeres.

22. Impedir la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos, proporcionando estrategias que permitan a las mujeres un mayor control sobre su salud sexual y reproductiva.

23. Impedir la reproducción de la violencia de género a través del uso sexista del lenguaje, los medios de comunicación, los productos culturales y publicitarios y las nuevas tecnologías, mediante la rigurosa aplicación del ordenamiento jurídico (ley de publicidad, ley integral del menor, tipificación de la apología de la violencia).

24. Intervenir en la modificación de los mecanismos que están generando violencia económica institucional contra las mujeres: discriminación laboral, carencia de programas de inserción laboral de las mujeres, desigualdad retributiva, carencia de recursos de apoyo familiar, etc. 

	9.5. ESTRUCTURAS DE COORDINACIÓN Y SISTEMAS 

DE CONTROL DE LA EFICACIA




25. Garantizar la globalidad e integralidad de las políticas destinadas a abordar la violencia de género en Canarias mediante el desarrollo de estructuras de coordinación entre las distintas administraciones públicas, y asegurar la prestación de respuestas adecuadas y de calidad a las mujeres víctimas de violencia mediante los correspondientes sistemas de control.

26. Impedir la práctica del acoso sexual a las mujeres en los ámbitos laboral y educativo, a través del establecimiento de mecanismos de control que garanticen el ejercicio del puesto de trabajo y/o el desarrollo de la vida escolar y académica en unas condiciones dignas.

27. Poner en práctica medidas destinadas a combatir las redes de tráfico de mujeres en Canarias y desarrollar dispositivos que permitan a las mujeres liberarse del control de las mafias que promueven esta forma de violencia.

	10. CUERPO DE MEDIDAS




	10.1. PROYECTOS TRANSVERSALES




	PROYECTO TRANSVERSAL 1: CONCIENCIACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN INSTITUCIONAL Y SOCIAL RESPECTO A LA VIOLENCIA DE GÉNERO




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Divulgar en el ámbito social y comunitario los diferentes tipos de violencia de género que existen; el conocimiento que se tiene sobre los aspectos visibles de su incidencia en nuestra sociedad; la gravedad del fenómeno y sus consecuencias individuales y sociales. 
	1. Publicación y difusión periódica de las cifras registradas sobre los aspectos visibles de la violencia de género: denuncias, consultas, acogidas, alertas de emergencia, procedimientos y sentencias judiciales, a través de los medios de comunicación social y los servicios públicos y comunitarios.

Entidades responsables y colaboradoras: Delegación del Gobierno, Instituto Canario de Estadística, Servicios de Atención a Mujeres de Corporaciones Locales, Cabildos, Ayuntamientos, Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de campañas con carácter anual en los medios de comunicación social destinadas a difundir el concepto de violencia de género, sus diferentes formas y los efectos sobre las mujeres que la sufren.

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.


	
	3. Edición y difusión de materiales monográficos sobre los diferentes tipos de violencia recogidos en el Programa, utilizando soportes divulgativos que resulten fácilmente asequibles y comprensibles para toda la población.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Trabajo, Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de Estadística, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Seguridad y Emergencias, Dirección General de Cultura, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.


	
	4. Adecuación de los materiales editados sobre violencia de género para facilitar su accesibilidad a las mujeres con discapacidad visual y auditiva y a las mujeres extranjeras que no dominen el castellano.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de Promoción Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Promover entre la población general actitudes de rechazo social hacia la violencia de género.


	1. Diseño y realización de campañas de concienciación que incidan en que la tolerancia frente a la violencia de género es una forma más de violencia y en la complicidad que supone permitir que este fenómeno se siga produciendo. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Comunicaciones, Ente Público Radio Televisión Canaria, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de estudios sobre el grado de tolerancia de la sociedad canaria frente a la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Realización de campañas destinadas a visibilizar la doble imagen, social y familiar, de los hombres que ejercen violencia de género.  

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Generar conciencia entre los y las responsables públicos de la necesidad de que las instituciones públicas se impliquen activamente en el rechazo hacia la violencia contra las mujeres y pongan en marcha políticas activas de lucha frente a la misma. 
	1. Sensibilización de los y las responsables políticos de las diferentes Administraciones sobre la necesidad de priorizar las actuaciones frente a la violencia de género dentro de sus agendas políticas. 

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias.

	
	2. Pronunciamiento resolutivo de medidas de intervención urgentes y prioritarias por parte de las administraciones e instituciones públicas canarias ante la muerte de mujeres por violencia de género en Canarias, así como ante otros hechos de alcance estatal o internacional que supongan el ejercicio sistemático de violencia contra las mujeres.  

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias, Parlamento de Canarias, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Diputado del Común de Canarias, Colegios Oficiales.

	
	3. Elaboración de guías o documentos indicativos sobre las acciones a desarrollar por parte de las Administraciones Insulares y Municipales de Canarias desde su ámbito de competencias para abordar la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias.


	
	4. Resolución, por parte de las Administraciones Públicas Canarias, sobre la conmemoración oficial del día 25 de noviembre como Día Internacional contra la Violencia hacia las Mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Presidencia del Gobierno, Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Concienciación y sensibilización de los agentes sociales en la lucha activa contra la violencia de género y apoyar las iniciativas ya existentes.
	1. Establecimiento de los cauces y naturaleza de la participación de los agentes sociales en la lucha contra la violencia de género. Concienciación y sensibilización de los mismos para su participación.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Elaboración y divulgación de materiales orientativos para que los agentes sociales, sanitarios, educativos, laborales, económicos, culturales..., puedan participar activamente en la lucha contra la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Promoción Educativa, Dirección General de Servicios Sociales, organizaciones sindicales, Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Apoyo a los foros o plataformas contra la violencia de género organizados en Canarias, así como de los grupos activos de mujeres que públicamente reivindican la erradicación de esta violencia, con la finalidad de adoptar las medidas gubernamentales que sean pertinentes.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer.

	5. Concienciar y sensibilizar a las mujeres sobre la necesidad de adoptar posturas firmes y activas de rechazo y denuncia de la violencia de género.

 
	1. Adopción de posturas y compromisos por parte de las mujeres que ocupan cargos de representación y puestos de decisión y responsabilidad en los diferentes ámbitos de la vida pública de Canarias (administraciones, corporaciones, fundaciones, universidades, empresas, organizaciones) en la lucha contra la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Presidencia del Gobierno, concejalías y consejerías de la mujer de Ayuntamientos y Cabildos, secretarías de mujer de sindicatos, grupos políticos, Foro por la Justicia en Canarias, Foro contra la Violencia en Canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Diseño de estrategias específicas de sensibilización dirigidas a mujeres de entornos sociales donde exista una especial presión social o legitimación cultural frente a la violencia de género para que puedan hacer frente a estas barreras y adoptar posiciones activas frente a la misma.

Entidades responsables y colaboradoras: concejalías y consejerías de la mujer de Ayuntamientos  y Cabildos, servicios sociales básicos, Dirección General de Servicios Sociales, secretarías de mujer de sindicatos, colectivos de mujeres y otras asociaciones de iniciativa social,  Instituto Canario de la Mujer.


	
	3. Apoyo a la creación de colectivos de iniciativa social de mujeres dirigidos a la lucha contra la violencia de género en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: asociaciones de iniciativa social, asociaciones de mujeres, concejalías y consejerías de participación ciudadana de Ayuntamientos  y Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.

	6. Concienciar y sensibilizar a los hombres sobre la gravedad de este fenómeno social y promover posiciones de rechazo y denuncia activa hacia la violencia ejercida 

contra las mujeres.
	1. Realización de campañas de sensibilización dirigidas a los hombres cuyos protagonistas sean hombres relevantes de diferentes ámbitos (culturales, académicos, políticos, empresariales, etc.) que manifiesten públicamente su rechazo hacia la violencia contra las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: concejalías y consejerías de la mujer de Ayuntamientos y Cabildos, Servicios Sociales Comunitarios, Dirección General de Servicios Sociales, secretarías de mujer de sindicatos, colectivos de mujeres y otras asociaciones de iniciativa social, Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Apoyo a la creación de colectivos de iniciativa social de hombres dirigidos a la lucha contra la violencia de género en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: asociaciones de iniciativa social, asociaciones de mujeres, concejalías y consejerías de participación ciudadana de Ayuntamientos  y Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.

	7. Concienciar y sensibilizar a la población joven sobre la gravedad de la violencia de género; identificar la forma que adopta esta violencia en las relaciones personales entre jóvenes y promover la adopción de posturas de rechazo y denuncia activa frente a la violencia de género.
	1. Realización de encuentros juveniles donde se aborde el problema de la violencia de género y la necesidad de rechazarla activamente por parte de la población joven.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Juventud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, asociaciones de iniciativa social de jóvenes, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Elaboración y difusión de materiales entre las asociaciones juveniles y la población juvenil que visibilicen la existencia de violencia de género en el seno de este colectivo.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Juventud, Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO TRANSVERSAL 2: ESTABLECIMIENTO DE SISTEMAS DE REGISTRO, INVESTIGACIÓN Y DOCUMENTACIÓN SOBRE LA VIOLENCIA DE GÉNERO




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Desarrollar sistemas que permitan disponer de forma permanente de datos e informaciones actualizadas sobre la violencia de género en Canarias.
	1. Diseño de instrumentos de registro específicos para cada una de las formas de violencia tipificadas en el Programa, con variables adaptadas a cada uno de los servicios desde los que se atienden los casos (salud, servicios sociales, policía y seguridad, justicia).

Entidades responsables y colaboradoras: Delegación del Gobierno, Dirección General de la Policía, Guardia Civil, CECOES, Fiscalía del TSJC-Servicio de Violencia Familiar, Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de Estadística, Dirección General de Comunicaciones e Informática Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Creación de un Observatorio sobre Violencia de Género que permita realizar una recopilación y tratamiento sistemático de todos los datos e informaciones relativas a la violencia de género en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Dirección General de Comunicaciones e Informática, Fecam y Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Creación de un Observatorio de Sentencias y Resoluciones judiciales dictadas en procedimientos (civiles, penales, y laborales) que se originen por causa de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Consejo General del Poder Judicial, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Viceconsejería de Justicia y Seguridad-Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Realizar el censo y mapa de los recursos públicos, privados y de iniciativa social que atienden a mujeres víctimas de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Unificación de los criterios, instrumentos y variables para recogida de información utilizados por los recursos desde los que se atiende a mujeres víctimas de violencia y publicación anual de memorias o informes sobre las actuaciones realizadas.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Dirección General de Comunicaciones e Informática, Delegación del Gobierno, Fecam y Fecai, Instituto Canario de la Mujer.


	
	6. Diseño de indicadores que permitan evaluar la calidad de la asistencia prestada a las mujeres víctimas de violencia de género en las diferentes instancias de la Administración, y elaboración de informes periódicos que permitan a los y las responsables de los mismos introducir las mejoras oportunas.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Viceconsejería de Asuntos Sociales, Viceconsejería de Justicia y Seguridad, Servicio Canario de la Salud, Delegación del Gobierno, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Desarrollar la investigación sobre el fenómeno de la violencia de género,  su alcance real, sus causas,  consecuencias, formas de manifestarse, efectos y secuelas en la salud de las mujeres y sobre la percepción social del fenómeno..
	1. Realización de estudios e investigaciones sobre las distintas formas de violencia de género recogidas en este Programa que permitan analizar la evolución de este problema y ofrezcan líneas de mejora de las intervenciones en este ámbito. Creación de líneas específicas de investigación feminista sobre la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, universidades canarias, Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Inspección de Trabajo, Dirección General de Trabajo, Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Seguridad y Emergencias, Dirección General de Cultura, Fecam y Fecai, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	2. Realización de análisis periódicos de las dificultades que experimentan las mujeres ante el sistema judicial y realizar propuestas de estrategias de mejora. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Dirección General de Universidades e Investigación, Viceconsejería de Justicia y Seguridad-Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Realización de estudios e investigaciones sobre las repercusiones de la violencia de género en la salud de las mujeres

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, universidades canarias, Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Realización de estudios sobre la percepción de las mujeres víctimas de violencia de género sobre la calidad de la respuesta ofrecida por las instituciones públicas ante su problema.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Viceconsejería de Asuntos Sociales, Viceconsejería de Justicia y Seguridad, Servicio Canario de la Salud, Delegación del Gobierno, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Conocer el nivel de tolerancia social frente al fenómeno de la violencia de género e identificar los factores que generan rechazo ante ésta.


	1. Realización de investigaciones sociológicas que analicen el grado de tolerancia social frente a la violencia de género y los factores que inciden en que dicha tolerancia se mantenga. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Cabildos, Ayuntamientos, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de estudios que analicen la percepción de las mujeres agredidas sobre la reacción de las personas de su entorno ante la violencia que están sufriendo, así como sobre la respuesta social que hubieran considerado deseable para ayudarlas a superar dicha situación de violencia. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Cabildos, Ayuntamientos, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Facilitar el acceso a documentación e información especializada sobre violencia de género.
	1. Establecimiento de un servicio de consulta bibliográfica y documental especializado en violencia de género en las universidades canarias, en el Servicio Canario de la Salud, en la Consejería de Empleo y Asuntos Sociales, en la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, en la Red de Bibliotecas Públicas de Canarias, en el Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Cultura, universidades canarias, Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Comunicaciones e Informática, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Divulgación periódica y actualizada de todos aquellos soportes documentales (bibliografía, cd-rom, páginas web,...) que recojan información sobre violencia de género, garantizando su difusión especialmente entre profesionales de los cuerpos y fuerzas de seguridad, de los sistemas judicial, sanitario, educativo y de servicios sociales, así como entre la población interesada.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO TRANSVERSAL 3: CREACIÓN Y CONSOLIDACIÓN DE SERVICIOS ESTABLES DE CALIDAD PARA LA INTERVENCIÓN EN SITUACIONES DE VIOLENCIA DE GÉNERO




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Proporcionar una adecuada atención a las mujeres víctimas de violencia de género desde las fuerzas y cuerpos de seguridad en lo relativo a la denuncia de estas situaciones y la protección de su seguridad.
	1. Instar al Ministerio del Interior para que se mejore la calidad y se amplíe la cobertura horaria y territorial de los servicios especializados de atención a la mujer de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

Entidades responsables y colaboradoras: Presidencia del Gobierno, Delegación del Gobierno, Dirección General de la Policía, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Diseño de un procedimiento de atención a mujeres víctimas de violencia de género para los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, vinculado al Protocolo Integral de Intervención desde todos los sistemas públicos. 

Entidades responsables y colaboradoras: Delegación del Gobierno, Dirección General de la Policía, Guardia Civil, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Creación y formación de equipos especializados en la atención a mujeres víctimas de violencia de género en la Policía Local, garantizando su existencia en aquellos municipios de más de veinte mil habitantes.

Entidades responsables y colaboradoras: Fecam, Academia Canaria de Seguridad, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Consolidación y evaluación del plan de formación en materia de violencia de género dirigido al personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad Locales.

Entidades responsables y colaboradoras: Academia Canaria de Seguridad, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Dotación suficiente de los efectivos de la Policía Judicial y la Policía Local a los efectos del cumplimiento de las medidas de vigilancia de las órdenes de alejamiento impuestas en sentencias judiciales en procedimientos por violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Fecam, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6. Establecimiento de sistemas específicos de televigilancia y protección para aquellas mujeres cuya vida esté amenazada como consecuencia de una situación de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Seguridad y Emergencias, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Proporcionar en el ámbito judicial una adecuada atención a las mujeres víctimas de violencia de género en lo relativo a la protección y defensa de los derechos que les asisten.


	1. Creación de un Servicio de Asistencia Jurídica Especializada a las mujeres víctimas de violencia de género en todos los Colegios de Abogados de Canarias, a través del que se garantice, en el plazo más breve posible, información a las mismas sobre las posibilidades legales de actuación que contempla el Ordenamiento Jurídico, ante el supuesto planteado, con indicación de trámites, plazos y consecuencias que pudieran derivarse.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Consejo Canario de Colegios de Abogados, Colegios de Procuradores, Ministerio Fiscal, Instituto Canario de la Mujer.  

	
	2. Creación de un turno de oficio especializado en violencia de género, al que tengan acceso las mujeres víctimas de violencia, aunque no sea preceptiva la intervención de letrado o letrada.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Consejo Canario de Colegios de Abogados, Colegios de Procuradores, Ministerio Fiscal, Instituto Canario de la Mujer.  

	
	3. Condicionar la adscripción de los letrados y las letradas al Servicio de Asistencia Jurídica Especializada y al turno de oficio específico al cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa de aplicación y a la realización de cursos de especialización en la materia.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Consejo Canario de Colegios de Abogados, Colegios de Procuradores, Ministerio Fiscal, Instituto Canario de la Mujer.  

	
	4. Aplicar criterios de prioridad y tramitación urgente, por parte de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita de Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Consejo Canario de Colegios de Abogados, Colegios de Procuradores, Ministerio Fiscal, Instituto Canario de la Mujer.  

	
	5. Fijar los criterios mínimos de asistencia urgente de las médicas y los médicos forenses a los hospitales donde la víctima haya sido trasladada para su reconocimiento.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Fiscalía-Servicio de Violencia Familiar, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto de Medicina Legal, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6. Garantizar que los informes forenses dejen constancia  del estado psicológico de la víctima tras sufrir la agresión.

Entidades responsables y colaboradoras: Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Instituto de Medicina Legal, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.


	
	7. Fijar los tiempos límites de espera para que las mujeres víctimas puedan ser diagnosticadas por los servicios médico-forenses.

Entidades responsables y colaboradoras: Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Instituto de Medicina Legal, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	8. Creación y consolidación de la Oficina de Atención a las Víctimas del Delito como espacio de asesoramiento jurídico, a fin de garantizar el conocimiento de sus derechos por parte de las mujeres víctimas de violencia, así como sus responsabilidades y los riesgos a los que están expuestas, antes de emprender un procedimiento judicial.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Justicia y Seguridad-Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Fiscalía-Servicio de Violencia Familiar, Instituto Canario de la Mujer.

	
	9. Desarrollo y consolidación del Servicio de Violencia Familiar de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Canarias

Entidades responsables y colaboradoras: Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

	
	10. Instar al Tribunal Superior de Justicia de Canarias para que, en uso de sus competencias, contribuya a que la atención a casos de violencia de género sea prioritaria y ágil. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Justicia y Seguridad-Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	11. Formación y sensibilización de jueces, abogadas y abogados, fiscales, médicas y médicos forenses, funcionariado y policía judicial en materia de violencia de género, atención y asesoramiento a mujeres víctimas.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Justicia y Seguridad-Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de Administración Pública, Academia Canaria de Seguridad, Colegios de Abogados (Aula de Prácticas Jurídicas), Instituto Canario de la Mujer.

	
	12. Prestar apoyo y asistencia a las familias de las mujeres que resulten muertas o con graves lesiones como resultado de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Justicia y Seguridad, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Habilitar desde los servicios sanitarios los medios necesarios para proporcionar una atención adecuada a las mujeres víctimas de violencia de género. 


	1. Consolidación de la formación específica en materia de violencia de género y en estrategias de intervención frente a la misma dirigida a los y las profesionales sanitarios y sociales de los diferentes modelos de atención del Sistema Canario de Salud (Equipos de Atención Primaria, Unidades de Salud Mental y Hospitales). 

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Elaborar un protocolo específico para mujeres víctimas de violencia de género, que proporcione pautas para la detección precoz, abordaje y seguimiento de casos, y que estructure las actuaciones de las y los diferentes profesionales.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Programas Asistenciales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Establecimiento de un parte de lesiones único que recoja la coordinación entre los distintos niveles asistenciales, que fije los criterios para su tramitación y que contemple el registro de casos.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Establecimiento de mecanismos para la implantación y cumplimiento del protocolo y parte de lesiones de forma homogénea en toda la Red Asistencial del Servicio Canario de Salud y en los Centros Concertados.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Programas Asistenciales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Poner en marcha un sistema de registro de casos y colaborar con el que establezca, en el ámbito autonómico o estatal, que facilite el estudio de la incidencia y la prevalencia de la violencia de género en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer, Gobierno de Canarias.

	4. Proporcionar por los Servicios de Emergencias y Seguridad la adecuada y urgente atención a las mujeres víctimas de violencia de género.
	1. Consolidación, formación especializada y ampliación de la dotación de personal del Servicio de atención a mujeres víctimas de violencia del Teléfono de Urgencias y Emergencias 1-1-2. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Seguridad y Emergencias, Instituto Canario de la Mujer.

	5. Proporcionar desde el Sistema de Servicios Sociales -comunitarios y especializados- una respuesta adecuada a las mujeres víctimas de violencia de género. 

5.1. Dotar a los Servicios Sociales Comunitarios de los medios necesarios para abordar los casos de violencia de género.
	1. Homologar y normalizar los requisitos de los servicios públicos y subvencionados de atención a mujeres víctimas de violencia de género: características, profesionales, servicios que deben prestar..., para su consideración en el Protocolo Integral de Intervención en materia de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Diseño de pautas y programas de actuación homogéneos que garanticen una actuación sistemática y unificada (protocolo) de los Servicios Sociales Comunitarios con respecto a la detección precoz y la atención a las mujeres víctimas de violencia de género, y con respecto a la normalización de la vida de aquellas que abandonan un recurso de acogida temporal y regresan a su domicilio.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Implantación de pautas y programas de actuación homogéneos que garanticen una actuación sistemática y unificada (protocolo) de los Servicios Sociales Comunitarios con respecto a la detección precoz y la atención a las mujeres víctimas de violencia de género, y con respecto a la normalización de la vida de aquellas que abandonan un recurso de acogida temporal y regresan a su domicilio.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Cabildos y Ayuntamientos..

	
	4. Realización de acciones formativas periódicas que permitan a los y las profesionales de estos servicios profundizar en el conocimiento del fenómeno de la violencia de género y en estrategias para abordarlo.

Entidades responsables y colaboradoras: Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias, Dirección General de Universidades e Investigación, universidades canarias, Instituto Canario de Administración Pública, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Creación de canales informativos que permitan una actualización continua por parte de los y las profesionales de los Servicios Sociales Comunitarios y especializados en aquella información disponible relativa a los recursos especializados en atención a la violencia de género. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.


	
	6. Coordinación de los centros de información a la mujer y las concejalías de la mujer de las Corporaciones Locales canarias en materia de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Concejalías de la Mujer o mixtas con área de mujer, Consejerías de Mujer y mixtas con área de mujer, Instituto Canario de la Mujer.

	5.2.  Desarrollar un modelo de Servicios Sociales Especializados que ofrezca una red asistencial de recursos y servicios que permitan responder a las necesidades de las mujeres que sufren violencia de género. 
	1. Consolidación de los Dispositivos de Emergencia para Mujeres Agredidas (DEMA)

	
	1.1. Adecuación del DEMA a las necesidades emergentes en todas las islas para garantizar a las mujeres víctimas de violencia de género un acompañamiento inmediato ante una situación de emergencia. Seguimiento y evaluación de los DEMA y adaptación periódica de la cobertura de sus necesidades en función de la situación del servicio en cada isla. 

Entidades responsables y colaboradoras: Cabildos Insulares, Instituto Canario de la Mujer.

	
	1.2. Desarrollar la coordinación de los siete DEMA insulares entre sí y con el resto de los recursos de atención a mujeres víctimas de violencia de género, garantizando el principio de solidaridad entre las islas.

Entidades responsables y colaboradoras: Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	1.3. Consolidación de los procesos de formación y actualización del personal de los DEMA.

Entidades responsables y colaboradoras: Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Consolidación de una Red de Recursos de Acogida Temporal para  mujeres víctimas de violencia de género: reglamentación, requisitos de homologación, criterios de normalización, dotación profesional y de medios, servicios y condiciones, a fin de que cubra adecuadamente las necesidades del territorio y garantice la acogida temporal de aquellas mujeres que se vean obligadas a abandonar su domicilio habitual como consecuencia de la situación de violencia.

	
	2.1. Creación de Centros de Acogida Inmediata que puedan garantizar la acogida de urgencia de las mujeres víctimas de violencia, con las debidas condiciones de seguridad, acompañamiento y apoyo por parte de personal cualificado. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Vivienda, Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2.2. Incremento del número de plazas de acogida, que cubran adecuadamente todo el territorio y garanticen la seguridad de las mujeres así como la intervención y el apoyo adecuados ante las necesidades y problemas que éstas presenten. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Vivienda, Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2.3. Incremento del número de plazas en pisos tutelados, que sirvan de recurso intermedio para la normalización de la vida autónoma de las mujeres, una vez que hayan salido de las casas de acogida. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Vivienda, Fecam, Fecai,  Instituto Canario de la Mujer.

	
	2.4. Desarrollo de cauces de coordinación entre los Recursos de Acogida Temporal, de forma que se pueda garantizar la movilidad geográfica por todo el territorio de las mujeres víctimas de violencia de género cuya vida peligre.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2.5. Creación de recursos específicos de acogida temporal para mujeres víctimas de violencia de género con problemas asociados de trastornos psíquicos que no puedan ser acogidas en los recursos existentes. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Viceconsejería de Asuntos Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2.6. Creación de recursos específicos de acogida temporal para mujeres víctimas de violencia de género con problemática asociada de drogodependencias. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Vivienda, Dirección General de Atención a las Drogodependencias, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2.7. Eliminación de las barreras arquitectónicas en los Recursos de Acogida Temporal existentes, y adaptación de los de nueva creación para permitir el acceso a mujeres con discapacidad motriz.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Vivienda, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2.8. Proporcionar alojamiento temporal a las hijas y a los hijos mayores de 18 años de mujeres víctimas de violencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Juventud, Dirección General de  Vivienda, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Crear servicios específicos e implantar programas en los recursos públicos especializados dirigidos al asesoramiento y al seguimiento de terapias de recuperación que permitan a las mujeres, niñas y adolescentes superar las secuelas producidas por las diferentes formas de violencia de género que puedan sufrir, así como dotar a los servicios y programas ya existentes y a sus profesionales de los instrumentos y conocimientos necesarios para este fin.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Servicio Canario de la Salud-Salud Mental, Fecam, Fecai, Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Juventud, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Desarrollo de un servicio de atención telefónica, disponible permanentemente, que permita canalizar cualquier consulta relacionada con violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias

	
	5. Proporcionar servicios de apoyo destinados a cubrir las necesidades derivadas de las responsabilidades familiares no compartidas para aquellas mujeres que se encuentren en alguna fase del proceso de ruptura de una situación de violencia de género.

	
	5.1. Acceso prioritario a los recursos de atención a personas dependientes (ayuda a domicilio, servicios de respiro familiar, escuelas infantiles, centros de día, centros de enfermos y enfermas crónicas,...) para aquellas mujeres que se encuentren en alguna fase del proceso de ruptura de una situación de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Servicios Sociales, Servicio Canario de la Salud, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.


	
	5.2. Adecuación de los sistemas de prestaciones económicas y agilización de su tramitación para que cubran las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violencia de género sin recursos económicos propios y permitan su integración y autonomía económica. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Servicios Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	

	
	6. Desarrollo de partidas económicas específicas, de tramitación urgente, ante una situación de crisis por violencia de género, que permitan la subsistencia de las mujeres mientras se gestionan las prestaciones periódicas que ofrece el sistema.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales-Dirección General de Servicios Sociales, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6.1. Creación de ayudas específicas al alquiler y apoyo al acceso a una vivienda digna a las mujeres que salen de un recurso de acogida.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales,  Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	6. Formación especializada de las y los profesionales que están trabajando en recursos específicos de intervención en casos de violencia de género.


	1. Desarrollo de una formación especializada en los ámbitos académico, profesional y administrativo, dirigido a profesionales que prestan servicios en materia de violencia de género en los recursos específicos en esta materia, con el fin de conseguir un personal altamente cualificado que a su vez pueda realizar labores de asistencia técnica, formación o supervisión de proyectos en materia de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, universidades canarias, Instituto Canario de Administración Pública, Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias, Colegios de Abogados (Aula de Prácticas Jurídicas), Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO TRANSVERSAL 4: DESARROLLO DE ESTRATEGIAS DE PREVENCIÓN DESTINADAS A EVITAR LA PERPETUACIÓN DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Poner en marcha estrategias de prevención de la violencia de género desde el sistema educativo.
	1. Desarrollo efectivo del Eje Transversal de Igualdad de Oportunidades entre ambos sexos establecido en la LOGSE, con la incorporación de las medidas necesarias para la detección, prevención y erradicación de la violencia de género en el ámbito de la educación, las relaciones educativas y las relaciones de la comunidad escolar; para la educación en la convivencia y la resolución no violenta de conflictos.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	2. Revisión de los actuales diseños curriculares para descartar la permanencia de estereotipos que, de forma directa o indirecta, contribuyan a reproducir la violencia de género, y elaboración de nuevas propuestas.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Elaboración y aplicación de materiales didácticos específicos para prevenir la violencia de género que contemplen la formación en habilidades sociales y cognitivas, asertividad, educación en valores, educación afectivo-sexual, coeducación, relaciones interpersonales y resolución de conflictos.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Desarrollo y aplicación de programas piloto de carácter experimental de prevención de la violencia de género con el mismo grupo de alumnado desde la educación infantil hasta la secundaria, con la finalidad de realizar un seguimiento de las medidas aplicadas y visibilizar los resultados.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.


	
	5. Desarrollo de programas de formación de la comunidad educativa, consejos escolares, asociaciones de madres y padres, de alumnos y alumnas, que introduzcan en sus contenidos estrategias de prevención de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Promoción Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6. Introducción en la formación del profesorado, de Inspección educativa, de los equipos de orientación educativa y psicopedagógicos de Primaria y Secundaria, de contenidos específicos que les doten de estrategias preventivas de la violencia de género para aplicar en los centros escolares.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Centros, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	7. Introducción de contenidos específicos de prevención de violencia de género en el marco de los programas de compensación educativa de los centros de atención preferente. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	
	8. Desarrollo de programas de innovación educativa que incluyan en sus contenidos estrategias de prevención de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Promoción Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	
	9. Introducción en la formación de personas adultas de módulos específicos sobre prevención de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Promoción Educativa, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Poner en marcha medidas de prevención de la violencia de género desde la intervención social de las Corporaciones Locales y la iniciativa social en el ámbito comunitario.
	1. Puesta en marcha de espacios de formación y participación de las mujeres, y apoyo a los ya existentes, para la inclusión en éstos de contenidos preventivos de la violencia de género que promuevan cambios en aquellos elementos de la identidad femenina que generan vulnerabilidad ante esta violencia. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Corporaciones Locales, asociaciones de iniciativa social, Instituto Canario de la Mujer.

Finalidad: identificar los aspectos de la identidad femenina que generan vulnerabilidad ante la violencia de género y posibilitar su transformación.

Tipología de acciones: 

	
	1.1. Puesta en marcha y dinamización de espacios de formación para las mujeres sobre: “género e identidad”, “vínculos afectivos y relaciones interpersonales”, “autoestima”, “afrontamiento de conflictos en la vida cotidiana”, “formas de violencia contra las mujeres”, “conocimiento de los recursos comunitarios disponibles para la atención a la violencia de género”, etc.

	
	1.2. Inclusión de módulos de formación en materia de violencia de género en espacios existentes en la comunidad en los que suelen participar las mujeres (universidades populares, cursos municipales, grupos de ocio y tiempo libre, clubs de mayores, grupos de voluntariado,...) incidiendo especialmente en aquellos temas relacionados con la construcción social de las identidades de género y el desarrollo de estrategias potenciadoras de la autoestima.

	
	1.3. Desarrollo de encuentros entre grupos de mujeres que favorezcan el intercambio del aprendizaje adquirido en los espacios comunitarios en relación con la prevención de la violencia de género.

Temporalidad: proyectos de carácter bianual, evaluables y modificables en el tiempo.


	
	2. Desarrollo de proyectos piloto de carácter preventivo dirigidos a la población masculina que permitan identificar aquellos elementos de su identidad que directa o indirectamente se relacionan con la violencia de género y posibilitar cambios al respecto.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Corporaciones Locales, universidades canarias, Instituto Canario de la Mujer.

Finalidad: favorecer cambios en aquellos elementos de la identidad masculina directa o indirectamente relacionados con la violencia de género.

Población destinataria: grupos de hombres de distintas características socioeconómicas y culturales.

Temporalidad: dos años de ejecución, evaluación de resultados y análisis de la experiencia.

Tipología de acciones:

	
	2.1. Realización de estudios que permitan identificar los mecanismos de la identidad masculina que generan y perpetúan que los hombres ejerzan violencia contra las mujeres.

	
	2.2. Constitución de grupos de autoformación de profesionales hombres con sensibilización y/o experiencia en violencia de género para analizar y profundizar en los siguientes aspectos: “la construcción de la identidad masculina”, “identidad sexual e identidad de género”, “homofobia y masculinidad patriarcal”, “la construcción masculina de la realidad”, “sexualidad violencia y poder”, “resolución de conflictos y mecanismos de autocontrol”, “el estilo comunicacional masculino”, “la restricción emocional”...


	
	2.3. Desarrollo de espacios formativos experimentales con grupos de hombres para aplicar los contenidos diseñados previamente en los procesos de autoformación.

	
	3. Desarrollo de proyectos dirigidos a la población juvenil que prevengan la interiorización de modelos favorecedores de la violencia de género y ofrezcan alternativas a la reproducción y aceptación de la misma.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Juventud, Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

Finalidad: promover la interiorización en jóvenes de ambos sexos de modelos de relaciones personales y resolución de conflictos alternativos a los basados en roles tradicionales de debilidad y dominio.

Población destinataria: jóvenes vinculadas y vinculados a asociaciones juveniles, colectivos de solidaridad, grupos formales e informales de la comunidad.

Distribución territorial y responsables de ejecución: programas a ejecutar en el ámbito insular diseñados por el Instituto Canario de la Mujer y apoyados por la Dirección General de Juventud.

Temporalidad: dos años de ejecución, evaluación de resultados y análisis de la experiencia y reprogramación.

Tipología de acciones: 

	
	3.1. Aprovechamiento de los espacios de participación juveniles para proponer talleres, charlas, encuentros,... que giren en torno al análisis de la construcción de las identidades masculinas y femeninas y la relación de este proceso con la violencia de género.

	
	3.2. Creación de grupos de trabajo estables de jóvenes segregados por sexo vinculados a colectivos juveniles organizados en los que se profundice en estrategias de prevención de la violencia de género.  Los jóvenes trabajarían la deconstrucción de la identidad masculina tradicional favorecedora de la violencia y las jóvenes trabajarían los mecanismos que les dificultan identificar y afrontar las situaciones de violencia.

	
	3.3. Desarrollo de encuentros entre colectivos juveniles que favorezcan el intercambio del aprendizaje adquirido en los espacios de trabajo comunitarios en relación con la prevención de la violencia de género.

	
	4. Elaboración de instrumentos metodológicos de prevención de la violencia de género para aplicar en los proyectos integrales de intervención comunitaria a través del Plan Concertado de Servicios Sociales. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

Finalidad:  incorporar la prevención de la violencia de género en los proyectos de intervención comunitaria que se promuevan desde el Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales, dentro de la prestación definida como “prevención e inserción social”.

Población destinataria: profesionales de los Servicios Sociales de Base, que a su vez han de incidir en los recursos de la comunidad, especialmente en las Asociaciones Vecinales y las Plataformas de Coordinación o Interacción Comunitarias. 

Distribución territorial y responsables de ejecución: programas a ejecutar en el ámbito municipal diseñados por el Instituto Canario de la Mujer y la Viceconsejería de Asuntos Sociales y ejecutados por los Servicios Sociales de Base Municipales.

Temporalidad: dos años de ejecución, evaluación de resultados, análisis de la experiencia y reprogramación.

Tipología de acciones:  

	
	4.1. Diseño y aplicación de instrumentos metodológicos que sirvan de guía a las técnicas y a los técnicos de los Servicios Sociales de Base para el desarrollo de programas de prevención de la violencia de género en los espacios comunitarios, incidiendo especialmente en las Asociaciones Vecinales, Plataformas de Interacción Comunitaria, etc.

	
	4.2. Establecimiento de estrategias de coordinación con los recursos comunitarios para unificar criterios sobre la aplicación de los programas preventivos de la violencia de género.

	3. Desarrollar estrategias de prevención de la violencia de género en la Atención Primaria de Salud.
	1. Incluir en la educación maternal y en las actividades de educación para la salud la prevención de la violencia de género, utilizando el material coeditado por el Servicio Canario de la Salud y el Instituto Canario de la Mujer.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Programas Asistenciales, Dirección General de Salud Pública, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2. Incluir un Subprograma de violencia de género en el Programa Integral de Atención a la Mujer.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Dirección General de Programas Asistenciales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Colaborar con otras instituciones y organizaciones sociales en campañas, jornadas, foros... sobre violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO TRANSVERSAL 5: ESTABLECIMIENTO DE ESTRUCTURAS DE COORDINACIÓN Y SISTEMAS DE CONTROL DE EFICACIA DE LAS ACTUACIONES EN MATERIA DE VIOLENCIA DE GÉNERO




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Crear y regular el sistema de coordinación y complementariedad de las políticas emprendidas por las distintas Administraciones Públicas Canarias (autonómica, insular y municipal) en materia de violencia de género.
	1. Crear  la Comisión Interdepartamental para el seguimiento, el impulso y la evaluación de este Programa.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Establecer los mecanismos de coordinación entre los distintos recursos públicos desde los que se atiende a mujeres víctimas de violencia de género.


	1. Elaboración y regulación normativa y administrativa de un Protocolo Integral para la coordinación de la intervención en materia de violencia de género desde todos los sistemas públicos.

Entidades responsables y colaboradoras: Presidencia del Gobierno de Canarias, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Colegios de Abogados,  Delegación del Gobierno, Cabildos y Ayuntamientos, Servicio Canario de la Salud, Consejería de Empleo y Asuntos Sociales, Consejería de Educación, Cultura y Deportes, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Constituir una Comisión Interinstitucional para la implantación, seguimiento y evaluación del Protocolo Integral de Intervención en materia de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias, Delegación del Gobierno, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Colegios de Abogados, Fecai y Fecam.

	3. Crear espacios de intercambio de experiencias entre el personal responsable de los recursos y programas especializados en violencia de género.


	1. Celebración de encuentros periódicos que favorezcan el intercambio de experiencias, metodologías y buenas prácticas entre profesionales.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Viceconsejería de Justicia y Seguridad, Servicio Canario de la Salud, Cabildos Insulares, Ayuntamientos, Delegación del Gobierno, Consejería de Educación, Cultura y Deportes, universidades canarias, Fecam, Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Garantizar la eficacia de los servicios de atención a mujeres víctimas de violencia
	1. Regular mecanismos de seguimiento de la atención prestada a las víctimas de violencia de género desde los distintos servicios de las Administraciones Públicas Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de la Función Pública, Inspección General de Servicios, Fecai y Fecam, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	2. Establecimiento de cauces formales de denuncia y desarrollo de mecanismos de investigación y sanción de las denuncias presentadas ante las administraciones y servicios públicos por insuficiente o deficiente atención a mujeres víctimas de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Delegación del Gobierno, Dirección General de la Función Pública, Inspección General de Servicios, Instituto Canario de la Mujer.


	10.2. PROYECTOS ESPECÍFICOS




	PROYECTO ESPECÍFICO 1: VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN EL ÁMBITO DOMÉSTICO



	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Profundizar en el conocimiento del fenómeno de la violencia de género en el ámbito doméstico, analizando su incidencia, los mecanismos sociales que la perpetúan y las estrategias más eficaces para erradicarla.
	1. Realización de estudios que permitan conocer la incidencia real de la violencia de género en el ámbito doméstico en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Desarrollo de investigaciones de carácter sociológico, psicológico y antropológico sobre la naturaleza, causas y consecuencias de la violencia de género en el ámbito doméstico.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Realización de estudios e investigaciones que permitan perfilar y establecer nuevas estrategias de prevención e intervención ante la violencia de género en el ámbito doméstico.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.


	
	4. Elaborar un registro sistemático de las sentencias en procesos de separación o divorcio que incluyan medidas de pensión alimenticia a favor de las hijas y los hijos, y realizar un seguimiento y denuncia de su incumplimiento, a través del Servicio de Violencia Familiar de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio de Fiscalía de Violencia Familiar, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Publicación y difusión de los resultados de estudios e investigaciones realizados que puedan repercutir en la mejora de la respuesta dada al fenómeno de la violencia doméstica hacia las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Concienciar a la población de que la violencia que sufren las mujeres en el ámbito doméstico no es un problema individual, sino un problema social que debe ser rechazado y denunciado.
	1. Realización de campañas específicas de sensibilización que incidan en que la violencia de género en el ámbito doméstico no es un asunto privado, orientando a la población sobre pautas de actuación y denuncia de situaciones de violencia conocidas.

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias, Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer. 

	3. Identificar las formas más frecuentes de violencia hacia las mujeres en el ámbito doméstico, así como las actitudes, estereotipos y valores que dan lugar a este tipo de comportamientos.
	1. Elaboración de una macroencuesta dirigida a todas las mujeres que permita identificar en la práctica los diferentes tipos de violencia de género en el ámbito doméstico (física, psíquica, sexual y económica).

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Estadística, Instituto Canario de la Mujer. 

	4. Proporcionar a las mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico medidas específicas de apoyo que les permitan romper con la situación de violencia, superar las secuelas producidas por la misma y recuperar la autonomía personal, económica, social y laboral.
	1. Puesta en marcha de campañas de información sobre los derechos de las mujeres y la legislación vigente en materia de violencia de género en el ámbito doméstico.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2. Elaboración y difusión entre las mujeres de todas las edades de materiales con información precisa para afrontar una situación de violencia de género en el ámbito doméstico y los recursos a los que pueden dirigirse.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Consolidación y ampliación de servicios de atención a mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico que ofrezcan asesoramiento social, psicológico y jurídico y permitan su recuperación.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Servicios Sociales,  Cabildos, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Garantizar el acceso a las prestaciones económicas existentes (Ayudas Económicas Básicas) facilitando y agilizando su concesión a las mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico y creación de ayudas económicas específicas, de tramitación inmediata, que permitan cubrir las necesidades de aquellas mujeres que hayan sufrido esta forma de violencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Cabildos, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	5. Facilitar el acceso de las mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico a los servicios de apoyo destinados a cubrir las necesidades derivadas de las responsabilidades familiares no compartidas.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6. Desarrollo de programas de cualificación profesional y apoyo a la empleabilidad para aquellas mujeres que debido a la situación de violencia han permanecido alejadas del mercado de trabajo o se han visto obligadas a abandonarlo.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Formación y Empleo, Agencia Canaria de Empleo, Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	7. Establecimiento de partidas económicas específicas que cubran los gastos derivados del alquiler de una nueva vivienda para aquellas mujeres que salen de un recurso de acogida temporal.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	5. Promover la intervención con hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género en el ámbito doméstico para evitar la reproducción de los modelos aprendidos de agresor y de víctima.
	1. Creación de programas de intervención con hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia en el ámbito doméstico, a fin de evitar la perpetuación de modelos de referencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

	6. Prevenir la reincidencia de la violencia de género en el ámbito doméstico por parte de los hombres que hayan ejercido esta forma de violencia. 


	1. Puesta en marcha de proyectos piloto de rehabilitación de hombres que hayan ejercido violencia en el ámbito doméstico.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Delegación del Gobierno, Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 2: AGRESIONES SEXUALES




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Desarrollar un mayor conocimiento sobre las agresiones sexuales a mujeres en Canarias, su incidencia, tipología y mecanismos de prevención e intervención.


	1. Realización de investigaciones que analicen la incidencia de las agresiones sexuales a mujeres en Canarias, el perfil de los agresores, el contexto en el que se producen y el impacto psicosocial en las víctimas.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de Estadística, universidades canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Desarrollo de estudios que permitan conocer los mecanismos de prevención de las agresiones sexuales a mujeres, así como nuevas pautas para la intervención ante esta forma de violencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Seguridad y Emergencias, Delegación del Gobierno (Ministerio del Interior), universidades canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Proporcionar a las mujeres informaciones útiles que les permitan identificar y afrontar una posible situación de agresión sexual.
	1. Difusión de información relativa a la legislación vigente al respecto, las actuaciones a realizar ante una agresión sexual y los recursos a los que acudir.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de actividades formativas que permitan a las mujeres desarrollar habilidades de afrontamiento ante una situación de agresión sexual.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Cabildos, Ayuntamientos, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Identificar y dar a conocer los comportamientos susceptibles de ser calificados como abusos sexuales a niñas y adolescentes.
	1. Elaboración de estrategias de detección, abordaje adecuado y derivación de casos de abusos sexuales a niñas y adolescentes para las técnicas y los técnicos de Programas de Intervención Familiar y para profesorado y equipos de orientación educativa y psicopedagógicos.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2. Realización de campañas de sensibilización y formación dirigidas a la población juvenil que ayuden a identificar las conductas que constituyen agresiones sexuales.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Juventud, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Proporcionar a niñas, adolescentes y mujeres víctimas de agresiones sexuales medidas específicas de apoyo que les permitan superar las secuelas producidas por la misma.


	1. Desarrollo de programas específicos de apoyo y recuperación para niñas y adolescentes víctimas de abusos sexuales.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Protección del Menor y la Familia, Dirección General de Juventud, Cabildos Insulares, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Creación de programas de apoyo para mujeres víctimas de agresiones sexuales que permitan su recuperación.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Cabildos Insulares, Instituto Canario de la Mujer.

	5. Prevenir la reincidencia de agresiones sexuales por parte de los hombres que tengan antecedentes de haber ejercido esta forma de violencia.
	1. Desarrollo de experiencias piloto de rehabilitación, alternativas y/o complementarias a las sanciones penales, para hombres que han cometido agresiones sexuales hacia niñas, adolescentes y/o mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia.


	PROYECTO ESPECÍFICO 3: ACOSO SEXUAL




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Profundizar en el conocimiento sobre el fenómeno del acoso sexual en el ámbito laboral y en el ámbito educativo en Canarias.
	1. Realización de estudios específicos por sectores profesionales sobre la incidencia y la naturaleza del acoso sexual en el ámbito laboral en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras:  Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Trabajo, universidades canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de estudios sobre la incidencia y la naturaleza del acoso sexual en el ámbito educativo.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.


	2. Mejorar el nivel de conocimiento del empresariado y de los y las representantes sindicales sobre el fenómeno del acoso sexual y cómo abordarlo adecuadamente
	1. Formación del empresariado, cargos directivos y mandos intermedios de las empresas sobre el fenómeno del acoso sexual en el trabajo, la legislación vigente y las estrategias de prevención al respecto.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Formación de delegadas y delegados sindicales, responsables de área de los sindicatos, representantes sindicales en los Comités de Empresa y profesionales de los servicios jurídicos sobre las estrategias de prevención y abordaje del acoso sexual.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Concienciar al personal docente y no docente de la gravedad del acoso sexual en el ámbito educativo y cómo abordarlo adecuadamente.
	1. Formación del personal directivo de los centros educativos de secundaria y al personal directivo de la Universidad en la necesidad de asumir la responsabilidad de prevenir e intervenir en los casos de acoso sexual en el ámbito educativo.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación,  Instituto Canario de Administración Pública, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Formación de asociaciones de madres y padres de secundaria y a asociaciones estudiantiles universitarias para que informen sobre el acoso sexual en su ámbito de actuación.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Promoción Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Desarrollar instrumentos que permitan afrontar adecuadamente las situaciones de acoso sexual en el ámbito laboral.
	1. Tipificación específica del acoso sexual como falta en el Convenio único del Personal Laboral de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Inspección General de Servicios, Dirección General de la Función Pública, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Impulsar a través de la concertación social la introducción de la figura del acoso sexual en los convenios colectivos. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Tipificación específica del acoso sexual como falta en la normativa reguladora del régimen disciplinario funcionarial.

Entidades responsables y colaboradoras: Inspección General de Servicios, Dirección General de la Función Pública, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Contemplar el acoso sexual en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales como riesgo para la salud de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias y Gobierno del Estado.


	
	5. Difusión de información dirigida a trabajadoras sobre indicadores de situaciones de acoso sexual, estrategias de afrontamiento, recursos a los que acudir y derechos que las amparan. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	
	6. Diseño de una Guía de Recomendaciones dirigida a los y las representantes sindicales integrados en los comités de empresa sobre las directrices a seguir cuando tienen conocimiento de un caso de acoso sexual.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	7. Diseño de una Guía de Recomendaciones dirigida a empresarios y empresarias, cargos directivos y mandos intermedios de las empresas para abordar adecuadamente el acoso sexual en la empresa. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	
	8. Apoyo a la creación de plataformas unitarias de acción y/o espacios de debate intersindical sobre el acoso sexual en el trabajo promovidas por las áreas de mujer de estas organizaciones.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer. 

	5. Desarrollar instrumentos que permitan afrontar adecuadamente el acoso sexual en el ámbito educativo.
	1. Introducción de contenidos relativos al acoso sexual en el reglamento de derechos y deberes del alumnado de educación secundaria. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	2. Propuesta de introducción de contenidos relativos al acoso sexual en el ámbito educativo en las reglamentaciones estudiantiles de las universidades canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Educación, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	3. Diseño de una Guía de Buenas Prácticas para prevenir el acoso sexual dirigida al personal directivo, profesorado y asociaciones estudiantiles universitarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Difusión de información a alumnas de centros de secundaria y de la universidad sobre indicadores de acoso sexual, estrategias de afrontamiento y recursos a los que acudir.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	6. Proporcionar a las mujeres víctimas de acoso sexual en el ámbito laboral y/o educativo medidas específicas de apoyo.
	1. Introducción en los servicios de asesoramiento al alumnado de información especializada sobre el acoso sexual en el ámbito educativo.  

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Creación de programas de atención para mujeres víctimas de acoso sexual que ofrezcan un asesoramiento psicológico y jurídico especializado.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Cabildos Insulares, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Desarrollo de programas de apoyo a la reintegración laboral de mujeres víctimas de acoso sexual que se hayan visto obligadas a cambiar o abandonar su puesto de trabajo por haber sufrido esta forma de violencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Formación y Empleo,  Agencia Canaria de Empleo, Instituto Canario de la Mujer. 

	7. Prevenir la reincidencia de casos de acoso sexual en empresas e instituciones educativas donde haya antecedentes.
	1. Desarrollo de programas dirigidos a empresas e instituciones educativas donde se hayan detectado casos de acoso sexual que faciliten pautas para evitar que se vuelvan a producir estas situaciones.

Entidades responsables y colaboradoras:  Dirección General de Trabajo, Viceconsejería de Educación, Dirección General de Función Pública, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 4: ACOSO MORAL




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Profundizar en el conocimiento del acoso moral hacia las mujeres en los ámbitos laboral y educativo de Canarias.
	1. Realización de investigaciones que analicen los mecanismos del acoso moral hacia las mujeres, su incidencia y su impacto psicosocial en las mujeres víctimas de esta forma de violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Difundir el concepto, contenido y estrategias de identificación y abordaje del acoso moral hacia las mujeres.
	1. Diseño y divulgación de materiales de orientación dirigidos a las mujeres que proporcionen estrategias de identificación de los procesos propios del acoso moral, así como sobre las alternativas existentes para afrontarlo.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Viceconsejería de Educación, Dirección General de Trabajo, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2. Diseño y divulgación de materiales de orientación dirigidos a profesionales de diferentes sistemas, empresariado y representantes sindicales que recojan contenidos relativos al acoso moral.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Trabajo, Dirección General de Universidades e Investigación, Viceconsejería de Educación, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Proporcionar medidas específicas de apoyo que faciliten la recuperación emocional de las mujeres víctimas del acoso moral.
	1. Creación de programas de atención para mujeres víctimas de acoso moral que faciliten asesoramiento psicológico y jurídico especializado. 

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales, Dirección General de Servicios Sociales, Cabildos Insulares, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Puesta en marcha de programas que permitan la reintegración laboral de mujeres víctimas de acoso moral que se hayan visto obligadas a cambiar o abandonar su puesto de trabajo por haber sufrido esta forma de violencia.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Formación y Empleo, Instituto Canario de la Mujer. 


	PROYECTO ESPECÍFICO 5: HOSTIGAMIENTO EN LOS ESPACIOS PÚBLICOS




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer la incidencia real y la naturaleza del hostigamiento en los espacios públicos y la percepción de las mujeres sobre el mismo.
	1. Realización de estudios sobre la incidencia de esta forma de violencia en Canarias, así como la percepción que tienen las mujeres jóvenes y adultas acerca de las conductas de hostigamiento en espacios públicos.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer. 

	2. Identificar y difundir los comportamientos susceptibles de ser calificados como hostigamiento.
	1. Difusión de información sobre las diversas manifestaciones del hostigamiento en los espacios públicos.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Seguridad y Emergencias, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Diseño y difusión de estrategias orientativas para que las mujeres sepan cómo afrontar el hostigamiento en los espacios públicos. 

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Seguridad y Emergencias, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Concienciar a la población masculina para generar cambios actitudinales en relación con el hostigamiento a las mujeres en los espacios públicos.
	1. Diseño y difusión de campañas de sensibilización y prevención dirigidas a la población masculina sobre conductas que constituyen hostigamiento. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer. 


	PROYECTO ESPECÍFICO 6: TRÁFICO DE MUJERES




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer la incidencia del tráfico de mujeres en Canarias y sus ámbitos de desarrollo.
	1. Realización de estudios sobre la incidencia del tráfico de mujeres, niñas y adolescentes en Canarias para el comercio sexual, la explotación con fines pornográficos, matrimonios serviles y explotación laboral.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Seguridad y Emergencias, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Dotar de estrategias de intervención a las y los distintos profesionales que puedan intervenir con mujeres víctimas de las redes de tráfico.
	1. Elaboración y difusión de orientaciones para la intervención con mujeres víctimas del tráfico dirigidas a profesionales de los diferentes sistemas públicos.

Entidades responsables y colaboradoras: Viceconsejería de Asuntos Sociales,  Academia Canaria de Seguridad, Servicio Canario de la salud, Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Proporcionar medidas de apoyo específico para las mujeres víctimas de las redes de tráfico.

 
	1. Difusión de informaciones de interés, en varios idiomas, para que las mujeres víctimas de las redes de tráfico conozcan sus derechos y los recursos a los que pueden solicitar ayuda. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Creación de un dispositivo de atención a mujeres víctimas de redes de tráfico de carácter autonómico que permita, en coordinación con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, el asesoramiento jurídico y la intervención terapéutica psicológica con las mujeres que salen de una red de tráfico, y que incluya intérpretes que puedan facilitar la comunicación de las mujeres con las y los profesionales a los que deban acudir.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Desarrollo de programas de cualificación profesional y de apoyo a la empleabilidad para garantizar la integración sociolaboral de las mujeres víctimas del tráfico que tengan legalizada su situación o se encuentren en trámites para residir y trabajar en Canarias. 

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de Formación y Empleo, Instituto Canario de la Mujer.


	4. Establecer cauces de colaboración con aquellos organismos del Ministerio de Interior que intervienen frente a las redes de tráfico de mujeres.
	1. Instar al Ministerio del Interior para que se incrementen los recursos para detectar y perseguir a la delincuencia organizada que promueve el tráfico de mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Instar al Ministerio del Interior para favorecer la integración de las mujeres víctimas de redes de tráfico que deseen residir en las islas.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Instar al Ministerio del Interior para que se establezcan permisos temporales de residencia para aquellas mujeres que tengan que testificar en los procesos judiciales contra las redes de tráfico y tengan intención de regresar a sus países de origen posteriormente.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de  Relaciones con la Administración de Justicia, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 7: MUTILACIÓN GENITAL FEMENINA




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer la incidencia de la mutilación genital femenina en Canarias y prever su posible aumento en los próximos años.
	1. Realización de investigaciones sobre la práctica de la mutilación genital femenina en los nuevos asentamientos de la población inmigrante en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Proporcionar conocimientos a profesionales de diferentes sistemas sobre la práctica de la mutilación genital femenina y cómo responder ante ésta.
	1. Formación a los y las profesionales de los servicios sanitarios, sociales y educativos sobre la gravedad de la práctica de la mutilación genital femenina.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Servicio Canario de Salud, Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Impedir el desarrollo de la práctica de la mutilación genital femenina en el territorio canario, mediante la rigurosa aplicación del ordenamiento jurídico vigente en nuestro país y, en su defecto, el comunitario y los tratados internacionales que protegen la integridad física, psíquica y sexual de las personas contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.
	1. Elevar al Gobierno del Estado la propuesta de reforma del Código Penal a fin de tipificar la mutilación genital femenina como forma de tortura o trato inhumano, cruel y degradante con riesgo para la vida de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias.

	
	2. Instar al poder legislativo para que desarrolle leyes específicas que permitan el derecho de asilo ante casos de mutilación genital femenina y persigan esta forma de violencia de género. 

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias.

	
	3. Formación de mujeres líderes de las distintas comunidades de procedencia donde se practique la mutilación genital femenina para que puedan actuar como agentes preventivos y eviten que se siga reproduciendo esta práctica en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	4. Organización de encuentros para la sensibilización e información de hombres líderes de las comunidades inmigrantes asentadas en Canarias sobre la necesidad de no reproducir la mutilación genital femenina en territorio canario y sobre el papel que pueden tener ellos en la erradicación de esta práctica.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales,  Corporaciones Locales, Instituto Canario de la Mujer.

	
	5. Elaboración y divulgación de material informativo en varios idiomas, para ser difundido en campañas dirigidas a mujeres y hombres inmigrantes, sobre la legislación española y la protección de la integridad de las mujeres en nuestro país, así como sobre las graves consecuencias de la mutilación genital femenina en la salud de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales,  Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Proporcionar apoyo específico para niñas, adolescentes, jóvenes y mujeres que hayan sido víctimas de la mutilación genital en territorio canario o arrastren secuelas de la practicada en sus países de origen.
	1. Desarrollar programas de apoyo específico a mujeres y niñas víctimas de mutilación genital femenina.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	5. Apoyar a las organizaciones de cooperación al desarrollo en proyectos de educación sexual, sanitaria y en materia de derechos humanos y desarrollo dirigida a mujeres de países en los que es habitual la práctica de la mutilación genital femenina a fin de erradicar esa práctica entre la población potencialmente emigrante a Canarias.
	1. Apoyo a los proyectos de cooperación al desarrollo que prioricen entre sus objetivos trabajar por la erradicación de la mutilación genital femenina en países en los que sea habitual esta práctica y de los que Canarias sea receptora de población inmigrante.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones con África, Dirección General de Acción Exterior y Cooperación, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 8: VIOLENCIA CONTRA LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer la incidencia y el impacto en Canarias de la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.
	1. Realizar investigaciones sobre los componentes y factores que inciden en este tipo de violencia, manifestaciones de la misma y secuelas que deja en la salud de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: universidades canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Dotar a las mujeres de recursos, información y estrategias para ejercer plenamente sus derechos sexuales y reproductivos.
	1. Creación de programas de orientación y asesoramiento a mujeres y jóvenes sobre salud sexual y reproductiva.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Dotar a las mujeres de estrategias de identificación de la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos. 
	1. Facilitar información a las mujeres para que sepan identificar las formas que adopta la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos. 

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de campañas informativas y talleres con mujeres que incidan sobre la importancia de decidir y controlar su propio cuerpo y les proporcionen estrategias de defensa ante la vulneración de los derechos sexuales y reproductivos.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.

	
	3. Elaboración de recomendaciones dirigidas a profesionales sociosanitarios orientadas a asegurar el respeto a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Servicio Canario de la Salud, Instituto Canario de la Mujer.


	
	4. Introducción de estrategias de identificación de la violencia contra los derechos sexuales y reproductivos en los programas de educación afectivo-sexual desarrollados en el ámbito educativo con adolescentes y jóvenes.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 9: VIOLENCIA DE GÉNERO DERIVADA DE CONFLICTOS ARMADOS




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer la incidencia y el impacto de la violencia de género derivada de conflictos bélicos en las mujeres inmigrantes que llegan a Canarias.
	1. Realizar investigaciones sobre los componentes y manifestaciones de la violencia de género derivada de conflictos armados y sobre las posibles secuelas en la salud de las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Informar y concienciar a la población sobre la gravedad de la violencia de género derivada de conflictos armados, y facilitar los mecanismos para su identificación, al objeto de impulsar actitudes de  rechazo y denuncia contra estas prácticas.
	1. Edición y difusión de informaciones específicas a través de diferentes soportes (bibliográficos, televisivos, etc.) sobre cómo se ejerce el poder y el control sobre las mujeres en conflictos bélicos y la consideración de estas conductas como un crimen de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Acción Exterior y Cooperación, Dirección General de Servicios Sociales,  Instituto Canario de la Mujer. 

	3. Dotar de estrategias de intervención a las y los distintos profesionales que traten a mujeres que hayan sufrido violencia de género derivada de conflictos bélicos.
	1. Elaboración de recomendaciones para profesionales que trabajen con núcleos de población desplazada de conflictos armados sobre cómo abordar en las mujeres el impacto de la violencia de género sufrida en la guerra.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Acción Exterior y Cooperación, Dirección General de Servicios Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	4. Proporcionar medidas de apoyo específico para las mujeres víctimas de violencia de género derivada de conflictos armados.
	1. Poner a disposición de los servicios y recursos normalizados en atención a mujeres víctimas de violencia los medios formativos, lingüísticos y técnicos necesarios para intervenir con mujeres víctimas de violencia de género derivada de conflictos armados.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Acción Exterior y Cooperación, Dirección General de Servicios Sociales, Fecam y Fecai, Instituto Canario de la Mujer.


	PROYECTO ESPECÍFICO 10: VIOLENCIA DE GÉNERO A TRAVÉS DEL USO SEXISTA DEL LENGUAJE Y LOS PRODUCTOS CULTURALES, LA PUBLICIDAD, LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y LAS NUEVAS TECNOLOGÍAS




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Identificar y dar a conocer la forma en la que determinados usos sexistas del lenguaje y los productos culturales refuerzan la violencia de género. 
	1. Realización de investigaciones que identifiquen las expresiones, vocablos y usos del lenguaje que transmiten y perpetúan la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Academia Canaria de la Lengua, Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Realización de estudios que identifiquen los productos culturales que legitiman y reproducen la violencia de género, analizando de manera especial la cultura popular canaria y las importaciones culturales.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Cultura, Fecam y Fecai, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Informar y concienciar a la población sobre los usos del lenguaje y los productos culturales que constituyen tratos sexistas, discriminatorios, invisibilizadores de las mujeres, atentatorios hacia la dignidad de la persona o reforzadores de la violencia de género, a fin de que adopten posturas críticas.
	1. Edición y difusión de materiales que recojan los usos del lenguaje reforzadores de la violencia de género y que propongan estrategias para su erradicación.

Entidades responsables y colaboradoras: Academia Canaria de la Lengua, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Elaboración de una guía orientativa destinada a la población con recomendaciones prácticas para la identificación de los productos culturales que reproduzcan contenidos relacionados con la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Cultura, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	3. Realización de jornadas, seminarios, encuentros... para analizar el ejercicio de la violencia de género a través del lenguaje y los productos culturales.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Cultura, Ente Público Radio Televisión Canaria, Academia Canaria de la Lengua, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Adoptar medidas de denuncia y emprender acciones legales contra la publicidad sexista, discriminatoria, atentatoria contra la dignidad de la persona o de apología de la violencia de género.
	1. Revisión de la publicidad diseñada y emitida en Canarias para denunciar el uso de lenguaje, mensajes o imágenes legitimadoras de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Cultura, Instituto Canario de la Mujer.


	
	2. Elaboración de una guía informativa para empresas publicitarias sobre la implicación del uso de imágenes o textos que reproduzcan la violencia de género, así como sobre la legislación vigente a este respecto. 

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	3. Organización de jornadas y encuentros de publicistas destinados a analizar la actual reproducción de estereotipos favorecedores de la violencia de género en los “spots” publicitarios y a aportar estrategias alternativas a esta práctica.

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer. 

	4. Consolidar acciones formativas y de asesoramiento a medios de comunicación a fin de dar un tratamiento adecuado de la violencia contra las mujeres.

	1. Diseño y difusión de un manual de estilo para que las y los profesionales de los medios de comunicación impriman el tratamiento mediático adecuado a las informaciones relacionadas con la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer. 

	
	2. Organización de jornadas, encuentros o seminarios para profesionales de los medios de comunicación que permitan el intercambio de informaciones sobre el tratamiento de la violencia de género en los medios.

Entidades responsables y colaboradoras: Ente Público Radio Televisión Canaria, Instituto Canario de la Mujer.


	
	1. Análisis de los contenidos y nuevos soportes tecnológicos (Internet) utilizados para la transmisión de la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Comunicaciones e Informática, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Traslado a las unidades de delitos tecnológicos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de todas aquellas informaciones detectadas a través de las nuevas tecnologías de la información que transmitan y reproduzcan la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias, Instituto Canario de la Mujer. 


	
	3. Emisión de recomendaciones a los y las responsables de servidores y/o dominios de Internet que difundan páginas web en las que se hayan detectado contenidos que transmitan o reproduzcan violencia contra las mujeres.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Relaciones Institucionales, Dirección General de Comunicaciones e Informática, Instituto Canario de la Mujer. 


	PROYECTO ESPECÍFICO 11: VIOLENCIA ECONÓMICA




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer las formas que adopta la violencia económica y los efectos que tiene sobre las condiciones de vida de las mujeres.
	1. Análisis de los mecanismos que actúan desde el sistema económico propiciando el incremento de la feminización de la pobreza, el desempleo femenino, la precariedad en el empleo y la incompatibilidad entre vida laboral y el desarrollo personal.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Dirección General de Servicios Sociales, Dirección General de Trabajo, Viceconsejería de Asuntos Sociales, Instituto Canario de la Mujer.

	2. Prevenir y corregir los mecanismos de generación, transmisión y consolidación de la feminización de la pobreza, el desempleo y la discriminación económica de las mujeres.
	2. Desarrollar medidas que corrección de los mecanismos que generan, transmiten y consolidan la discriminación económica de las mujeres y la feminización de la pobreza y la exclusión social en Canarias.

Entidades responsables y colaboradoras: Gobierno de Canarias.


	PROYECTO ESPECÍFICO 12: VIOLENCIA DE GÉNERO DE CARÁCTER RELIGIOSO O RITUAL




	OBJETIVOS
	ACCIONES

	1. Conocer el grado de influencia de las creencias religiosas o rituales en la perpetuación de la violencia de género.
	1. Realización de estudios sobre las confesiones religiosas y grupos con prácticas rituales establecidos en Canarias y análisis de la influencia de estas creencias en la legitimación de los mecanismos que perpetúan la violencia de género.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Investigación de las dinámicas de violencia de género que se ejercen contra las mujeres por parte de los movimientos religiosos o rituales.

Entidades responsables y colaboradoras: Dirección General de Universidades e Investigación, Instituto Canario de la Mujer. 

	2. Visibilizar que determinados movimientos religiosos o rituales justifican y perpetúan la violencia contra las mujeres.
	1. Elaboración y divulgación de guías orientativas dirigidas a las mujeres que recojan los mecanismos de control que pueden ejercer los movimientos religiosos o rituales sobre las mismas.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer.

	
	2. Denunciar y dar a conocer públicamente los movimientos destructivos que justifican la violencia de género, y, en su caso, emprender las acciones legales contempladas en nuestro ordenamiento jurídico contra los mismos.

Entidades responsables y colaboradoras: Administraciones Públicas Canarias, Instituto Canario de la Mujer.

	3. Concienciar a jóvenes y mujeres sobre la influencia perversa que pueden ejercer estos movimientos sobre sus derechos y libertades fundamentales mediante la transmisión de creencias religiosas o rituales basadas en el sometimiento de las mujeres a los hombres y la justificación de su renuncia y  de la aceptación de la violencia.
	1. Organización de encuentros de debate y formación de líderes y agentes destacados de los diferentes movimientos religiosos o rituales en torno al papel de las confesiones y prácticas religiosas o rituales establecidas en Canarias en la legitimación y el mantenimiento de la violencia de género, así como en estrategias de prevención y erradicación.

Entidades responsables y colaboradoras: Instituto Canario de la Mujer.


	11. SISTEMA DE EVALUACIÓN




La multiplicidad de acciones (informativas, formativas, sensibilizadoras, etc.), agentes intervinientes (impulsores, organizadores, ejecutores...), poblaciones destinatarias, tipos de violencia de género, etc. acometidos por este Programa Canario para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, 2002-2006, implica la necesidad de establecer un sistema complejo de indicadores de evaluación que nos permita un correcto seguimiento y valoración de su desarrollo. 

a) Características de la evaluación

Su carácter transversal e interdisciplinar, tanto en su concepción como en su propuesta de implantación, unido a la dificultad para homogeneizar metodologías evaluativas por parte de todos los agentes implicados, invita a seleccionar una práctica valorativa que se caracterice por:

-Su integralidad: que evalúe el Programa desde una perspectiva global combinando la capacidad de pensar en los aspectos macro y en el ámbito de lo micro.

-Su utilidad, es decir, que se halle orientada más a la practicidad de los resultados que a la mera búsqueda de conocimiento en sí mismo.

-Su talante proactivo: un sistema evaluador que proponga, que intervenga, que acompañe la implantación del Programa para mejorarla en cada fase.

-Su carácter formativo y explicativo: que no se limite a la descripción sino que ayude a la comprensión y que genere aprendizaje para las personas participantes.

-Su precisión: en la medida en que se halle razonada, planificada y sistematizada en detalle (en ningún momento, precipitada sin programación o definición objetivada).

-Su oportunidad, que aporte los resultados a tiempo, y pertinencia, adecuada a las necesidades y expectativas de quién la elabora y precisa de sus resultados (sea uno o varios de los departamentos del Gobierno de Canarias).

-Su idoneidad: ajustada en sus métodos, recursos, etc. a las exigencias del proceso.

Se establece una metodología evaluativa necesariamente participativa, que facilite la implicación de cuantos departamentos del gobierno, organismos, administraciones públicas locales (Cabildos insulares y Ayuntamientos) y entidades sociales (asociaciones de mujeres, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, etc.) participarán de la implantación del Programa Canario para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, 2002-2006. Y para ello será importante la creación de comisiones político-técnicas interdepartamentales en el seno de la Administración, así como la generación de espacios de diálogo y trabajo entre la Administración y la sociedad civil, formales e informales pero permanentes en el tiempo y sistemáticos en sus convocatorias, que sirvan para el seguimiento y control de la ejecución del Programa.

b) Tipología de evaluaciones a desarrollar

Las diferentes perspectivas evaluativas que se han seleccionado y para las que se deberán establecer sistemas de indicadores generales (por programa) y específicos (por acciones) son:

1. Evaluación de necesidades
Análisis de la coherencia y pertinencia del Programa, es decir, de su  precisa adecuación en dimensión, presupuesto, cobertura, etc. al volumen y a las características de las necesidades reales existentes entre la población canaria en relación con esta problemática (recursos de atención a la violencia de género existentes en cada isla, porcentajes de incidencia, etc.)

2. Evaluación del diseño y planificación de los proyectos y acciones

Análisis de la necesidad, idoneidad, suficiencia, potencia y eficacia de los medios o instrumentos formulados en este Programa (tipología de las acciones, diversidad, etc.) con respecto a los objetivos generales del documento y la magnitud y características de la población a la que se dirige.

3. Evaluación de la evaluabilidad

Análisis de las posibilidades técnicas reales de evaluación de los diferentes objetivos específicos que componen el Programa (grado de precisión en la formulación de las acciones, elementos cuantitativos y cualitativos de partida con los que contamos para permitirnos medir su eficacia, etc.).

4. Evaluación de la implantación

Análisis del proceso de ejecución, del cumplimiento de lo planificado mediante las programaciones operativas, de los niveles de coordinación interáreas, etc.

5. Evaluación de la cobertura

Evaluación del alcance del Programa sobre la población objeto, sobre colectivos particulares de mujeres, sobre poblaciones insulares específicas, sobre elementos predeterminados (productos culturales, usos...), etc.

6. Evaluación de la calidad

Análisis de calidad de las acciones desarrolladas, de los recursos creados, los servicios ofertados, etc. 

7. Evaluación de resultados

Valoración de la eficacia o efectividad de las acciones del Programa mediante el análisis comparativo de los resultados conseguidos con respecto a  los resultados previstos, es decir, valoración de los logros o efectos de la intervención en la población destinataria de acuerdo con los objetivos que se habían planteado.

8. Evaluación del impacto

Evaluación de los resultados, pero no sobre la población objeto o definida a priori como destinataria de las distintas acciones del Programa sino sobre una población más amplia.

9. Evaluación del esfuerzo
Valoración de la inversión de tiempo, recursos humanos, materiales, temporales, etc. realizada por las diferentes administraciones (estatal, autonómica y local) y entidades colaboradoras. 

10. Evaluación de la eficiencia

Análisis de la relación entre los esfuerzos invertidos y los resultados obtenidos por las actuaciones. Deberán establecerse graduaciones de óptimos (cualitativos y cuantitativos), es decir, combinar la valoración del costo-utilidad en su más estricta interpretación monetaria con las percepciones subjetivas que se hayan producido entre las mujeres víctimas de violencia de género en la comunidad, la población general, el personal que interviene en los recursos, etc.

Se desarrollarán, por tanto, evaluaciones on-going (sobre la marcha) del Programa, centradas en la realización de orientaciones que permitan modificar su implantación mientras ésta acontece. Esta monitorización, a la que a la finalización de la vigencia del Programa Canario para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, 2002-2006, acompañará una evaluación expost, es decir, de cierre de ejecución, tendrá carácter público y podrá ser difundida parcialmente o en su totalidad con carácter no solo informativo sino también sensibilizador.

Dichas evaluaciones se desarrollarán respondiendo a criterios metodológicos de:

a) Validez interna, externa, predictiva, pragmática, concurrente y estadística

b) Fiabilidad

c) Practicidad

d) Oportunidad


Y los sistemas de indicadores establecidos se caracterizarán por su verificabilidad, su comparabilidad, su disponibilidad (lo cual permitirá su actualización sistemática), y su legitimidad para todos los agentes implicados en la implantación del Programa. 

	12. MAPA DE RECURSOS




	12.1. DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL PROPUESTA DE LOS SERVICIOS SOCIALES ESPECIALIZADOS EN LA ATENCIÓN A 

MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO




	12.1.1.ISLA DE GRAN CANARIA




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	ZONA DE

COBERTURA

(3)


	VOLUMEN  POBLACIÓN

	DEMA


	    1


	INSULAR


	Toda la isla, dividida en 4 zonas

(Las Palmas de Gran Canaria,

Telde-Zona Centro, Zona Norte y

Zona Sur)
	728.391




ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	Nº

PLAZAS

MUJERES

(1)
	Nº

PLAZAS

MENORES

(2)
	ZONA

COBERTURA

(3)
	VOLUMEN  POBLACIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA
	4
	COMARCAL
	7 pl.

3 pl.

2 pl.

3 pl.
	21 pl.

9 pl.

6 pl.

9 pl.
	-Las Palmas

-Telde-Zona Centro

-Zona Norte

-Zona Sur
	354.757

126.913

108.256

138.465

	CASAS ACOGIDA


	7
	COMARCAL

(Excepto las 3 

de LPGC, de ámbito 

municipal) 
	18 pl.

6 pl.

6 pl.

8 pl.
	54 pl

18 pl.

18 pl.

24 pl
	-Las Palmas

-Telde-Zona Centro

-Zona Norte

-Zona Sur
	354.757

126.913

108.256

138.465

	PISOS 

TUTELADOS
	19
	COMARCAL

(Excepto los 9 

de LPGC, 

de ámbito municipal) 
	18 pl.

6 pl.

6 pl.

8 pl.
	54 pl.

18 pl.

18 pl.

24 pl.
	-Las Palmas

-Telde-Zona Centro

-Zona Norte

-Zona Sur
	354.757

126.913

108.256

138.465

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES CON

TRASTORNOS PSIQUIÁTRICOS
	1
	AUTONÓMICO

(PROVINCIAL)
	9 pl.
	27 pl.
	-G/C-

Lanzarote- -Fuerteventura
	872.669

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

DROGO-

DEPENDIENTES
	1
	AUTONOMICO

(PROVINCIAL)
	9 pl.
	27 pl.
	-G/C-

Lanzarote-

Fuerteventura
	872.669

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

PROSTITUTAS
	1
	AUTONOMICO

(PROVINCIAL)
	9 pl.
	27 pl.
	-G/C-

Lanzarote-

Fuerteventura
	872.669


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN

DEL RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	ZONA DE

COBERTURA

(3)
	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA 

DOMÉSTICA
	8
	COMARCAL
	-Las Palmas

-Telde

-Santa Brígida-

Valsequillo-San Mateo

-Valleseco-Artenara-Tejeda

-Santa María de Guía-

Gáldar-Agaete-La Aldea

-Arucas-Teror-Firgas-Moya

-Ingenio-Agüimes-Santa 

Lucía

-San Bartolomé-Mogán
	354.757

86.037

32.892

7.984

43.274

58.277

87.480

50.985

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES


	     1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en

4 zonas (Las Palmas de

Gran Canaria, 

Telde-Zona Centro, 

Zona Norte y Zona Sur)
	728.391

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y  Y ACOSO MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en

4 zonas (Las Palmas de

Gran Canaria, 

Telde-Zona Centro, 

Zona Norte y Zona Sur)
	728.391

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO


	     1
	AUTONÓMICO
	Toda la Comunidad 

Autónoma, con especial 

incidencia en las islas 

de Lanzarote, Fuerteventura,

Gran Canaria y Tenerife
	Población

inmigrante



	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA

DERIVADA DE

CONFLICTOS 

ARMADOS
	     1
	AUTONÓMICO
	Toda la Comunidad 

Autónoma, con especial 

incidencia en las islas 

de Lanzarote, Fuerteventura,

Gran Canaria y Tenerife
	Población 

Inmigrante




(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(3) Zonas de cobertura:

- Zona Centro: abarcaría los municipios de Valsequillo, Santa Brígida, San Mateo, Valleseco, Tejeda y Artenara.

- Zona Norte: abarcaría los municipios de Arucas, Teror, Firgas, Moya, Santa Mª de Guía, Gáldar, Agaete y La Aldea (San Nicolás de Tolentino).

- Zona Sur: abarcaría los municipios de Ingenio, Agüimes, Santa Lucía de Tirajana, San Bartolomé de Tirajana y Mogán.

(A) Se ha optado por situar los 2 Pisos Tutelados que corresponden a la zona norte de Gran Canaria en el municipio de Gáldar, por ser el lugar donde se ha ubicado la Casa de Acogida de dicha zona. De esta manera se pretende que las mujeres que ya han sufrido un traslado de municipio, con todo lo que ello conlleva, no se vean obligadas a cambiar de nuevo de residencia al tener que trasladarse de la Casa de Acogida al Piso Tutelado (puesto que no siempre coincidiría con su municipio de residencia). No obstante, creemos que también sería válido ubicar cada uno de los 3 Pisos en un municipio diferente. En este caso, optaríamos por situarlos en los 3 municipios de mayor población, es decir, 1 P.T. en Gáldar (22.220 habitantes), 1 P.T. en Arucas (31.175 habitantes) y 1 P.T. en Santa Mª de Guía (13.897 habitantes). Sería conveniente que al menos un Piso permaneciese en el mismo municipio que la Casa de Acogida, teniendo en cuenta que una gran parte de la población reside en el mismo. Un tercer criterio a la hora de decidir la ubicación de los Pisos Tutelados podría ser abrir un proceso de consulta con los Ayuntamientos de la zona, y que sean ellos quienes, conociendo el territorio y sus necesidades, decidan y negocien dónde quieren ubicarlos.

(B) Al igual que en el caso anterior, se ha optado por situar los 4 Pisos que corresponden a la zona sur de Gran Canaria en los dos municipios donde se han ubicado las 2 Casas de Acogida de dicha zona, es decir, Santa Lucía de Tirajana y San Bartolomé de Tirajana. No obstante, también sería válido ubicar cada Piso en un municipio distinto. En este caso, se podría optar por la siguiente distribución: 1 P.T. en Santa Lucía de Tirajana (43.543 habitantes), 1 P.T. en San Bartolomé de Tirajana (38.729 habitantes), 1 P.T. en Ingenio (24.004 habitantes) y 1 P.T. que podría ubicarse o bien en Agüimes (si atendemos al criterio de mayor población municipal, puesto que tiene 19.933 habitantes frente a los 12. 256 de Mogán) o bien en este último municipio, puesto que en la zona Mogán-San Bartolomé se ubica una gran cantidad de población flotante no censada, dado su carácter turístico. Sería por tanto importante contar con la opinión de los Ayuntamientos de la zona.

	12.1.2.ISLA DE TENERIFE




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	ZONA DE

COBERTURA

(3)


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	DEMA


	    1


	INSULAR


	Toda la isla, dividida en 3 zonas

(Zona Metropolitana, 

Zona Norte y Zona Sur)
	694.009




ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	Nº

PLAZAS

MUJERES

(1)
	Nº

PLAZAS

MENORES

(2)
	ZONA

COBERTURA

(3)
	VOLUMEN

POBLACIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA


	3
	COMARCAL
	     7 pl.

4 pl.

3  pl.
	      21 pl.

      12 pl.

        9 pl.
	-Zona Metro-

politana

-Zona Norte

-Zona Sur
	361.392

197.879

133.095

	CASAS ACOGIDA
	7
	COMARCAL
	18 pl.

10 pl.

8 pl.
	54 pl

30 pl

24
	-Zona Metropo-

litana

-Zona Norte

-Zona Sur
	361.392

197.879

133.095

	PISOS TUTELADOS


	    18
	COMARCAL


	18 pl.

10 pl.

8 pl.
	54 pl.

30 pl.

24 pl.
	-Zona 

Metro-

Politana

-Zona Norte

-Zona Sur
	361.392

197.879

133.095

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS

PSIQUIÁTRICOS


	     1
	AUTONÓ-

MICO

(PROVIN-CIAL)
	      8 pl.
	      24 pl.
	-Tenerife

La Palma-

La Gomera-

El Hierro
	801.663

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES DROGO

-DEPENDIENTES


	   1
	AUTONO-

MICO

(PROVIN-CIAL)
	      8 pl.
	      24 pl.
	-Tenerife

-La Palma-

La Gomera-

El Hierro


	801.663

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

PROSTITUTAS


	    1 
	AUTONO-

MICO

(PROVIN-CIAL)
	      8 pl.
	      24 pl.
	-Tenerife

-La Palma-

La Gomera-

El Hierro
	801.663


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA

                          (3)
	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA 

DOMÉSTICA


	    10
	COMARCAL
	-Santa Cruz de Tenerife

-La Laguna-Tegueste-El Rosario

-Tacoronte-El Sauzal-

La Matanza-La Victoria-

Santa Úrsula

-Puerto de la Cruz-

La Orotava-Los Realejos

-San Juan de la Rambla-

La Guancha-Icod

-Garachico-El Tanque-

Los Silos-Buenavista

-Candelaria-Arafo-Güimar-Fasnia

-Arico-Granadilla-San Miguel

-Arona-Vilaflor

-Adeje-Guía de Isora-

Santiago del Teide
	213.050

148.342

53.071

93.400

31.968

19.440

34.827

31.013

31.435

35.820

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en 3 zonas 

(Zona Metropolitana, 

Zona Norte y Zona Sur)
	694.009

	SERVICIO 

ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y Y ACOSO MORAL
	1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en 3 zonas 

(Zona Metropolitana, Zona Norte y Zona Sur)
	694.009

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	1
	AUTONÓ-

MICO
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	801.663

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA

DERIVADA DE

CONFLICTOS

ARMADOS
	1


	AUTONÓ

-MICO
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	801.663


(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(3) Zonas de cobertura:

- Zona Metropolitana: abarcaría los municipios de Santa Cruz de Tenerife, La Laguna, Tegueste y El Rosario.


- Zona Norte: abarcaría los municipios de Tacoronte, El Sauzal, La Matanza, La Victoria, Santa Úrsula, La Orotava, Puerto de la Cruz, Los Realejos, San Juan de La Rambla, La Guancha, Icod de los Vinos, Garachico, El Tanque, Los Silos y Buenavista. 

- Zona Sur: abarcaría los municipios de Candelaria, Arafo, Güímar, Fasnia, Arico, Granadilla, San Miguel, Arona, Vilaflor, Adeje, Guía de Isora y Santiago del Teide.

(A) Los 5 Pisos que corresponden a la zona norte de Tenerife se han situado en La Orotava e Icod de los Vinos, municipios donde se han ubicado las 2 Casas de Acogida que corresponden a esta zona. No obstante, también sería viable ubicar los 5 Pisos en municipios distintos. En este caso, propondríamos distribuirlos entre las 4 comarcas que integran la zona norte de Tenerife, con el siguiente reparto: 1 P.T. en Tacoronte (20.349 habitantes), 1 P.T. en La Orotova (35.775 habitantes), 1 P.T. en Los Realejos (33. 575 habitantes), 1 P.T. en Icod de los Vinos (22.079 habitantes) y 1 P.T. en Garachico (5.499 habitantes). Otra opción, tanto para la comarca de Tacoronte-Acentejo como para la de Daute-Isla Baja sería situar sus respectivos Pisos en el municipio que ocupa el centro de la comarca, es decir, La Matanza de Acentejo en el primer caso y Los Silos en el segundo, aunque no sean los de mayor población.

(B) Los 4 Pisos Tutelados que corresponden a la zona sur de Tenerife se han situado en Güímar y Arona, municipios donde se han ubicado las 2 Casas de Acogida que corresponden a esta zona. Otra alternativa sería distribuirlos entre los municipios de mayor población de la zona sur, ubicándolos de la siguiente manera: 1 P.T. en Güímar (14.306 habitantes), 1 P.T. en Granadilla de Abona (19.253 habitantes), 1 P.T. en Arona (29.792 habitantes) y 1 P.T. en Guía de Isora (13.761 habitantes).

	12.1.3.ISLA DE LANZAROTE




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	ZONA DE

COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	DEMA
	    1


	INSULAR
	Toda la isla


	90.375




ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	Nº

PLAZAS

MUJERES

(1)
	Nº

PLAZAS

MENORES

(2)
	ZONA

COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA


	1
	INSULAR
	2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	90.375

	CASAS ACOGIDA


	1
	INSULAR
	5 pl.
	     15 pl.
	Toda la isla
	90.375

	PISOS TUTELADOS


	3
	INSULAR
	6 pl.
	6 pl.
	Toda la isla
	90.375

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS

PSIQUIÁTRICOS


	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Gran Canaria, 

pero con

cobertura para 

Gran Canaria, Lanzarote y

Fuerteventura
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES DROGO-

DEPENDIENTES


	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en 

Gran Canaria, pero con

cobertura para 

Gran Canaria,

Lanzarote y

Fuerteventura
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES PROSTITUTAS


	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Gran Canaria,

Pero con

Cobertura para 

Gran Canaria,

Lanzarote y

Fuerteventura
	


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	    3
	COMARCAL
	-Arrecife

-San Bartolomé-Teguise-Haría

-Tías-Tinajo-Yaiza
	42.231

27.131

21.012

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	90.375

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y 

ACOSO MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	90.375

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	1
	AUTONÓ-

MICO
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	801.663

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA

DERIVADA DE

CONFLICTOS ARMADOS
	1


	AUTO-

NÓMICO
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	801.663


(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(A) Los 3 Pisos Tutelados que corresponde a la isla de Lanzarote se han situado en Arrecife por ser donde se encuentra la Casa de Acogida. La otra opción, si se quiere que se ubiquen en municipios distintos, sería situar 1 P.T. en Arrecife (42.231 habitantes), 1 P.T. en Tías (12.684 habitantes) y 1 P.T. en Teguise (11. 534 habitantes).

	12.1.4.ISLA DE LA PALMA




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                ZONA DE

             COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	DEMA
	    1
	INSU-

LAR
	Toda la isla
	82.419


ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN

RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	Nº

PLAZAS

MUJERES

(1)
	Nº

PLAZAS

MENORES

(2)
	ZONA

COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA
	     1
	INSULAR
	      2 pl.
	    6 pl.
	Toda la isla
	82.419

	CASAS ACOGIDA
	     1
	INSULAR
	       4 pl.
	     12 pl.
	Toda la isla
	82.419

	PISOS TUTELADOS


	     2
	INSULAR
	2 pl.


	6 pl.


	Toda la isla
	82.419

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS

PSIQUIÁTRICOS


	1
	
	
	
	Centro ubicado

en Tenerife, 

pero con cobertura para Tenerife,

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES DROGO-

DEPENDIENTES


	1
	
	
	
	Centro ubicado

En Tenerife, 

Pero con cobertura para Tenerife, 

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

PROSTITUTAS


	1
	
	
	
	Centro ubicado

en Tenerife, 

pero con cobertura para Tenerife,

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	     2
	COMARCAL
	-Mazo-Breña Baja-Breña Alta-

Santa Cruz de La Palma-

Puntallana-San Andrés y Sauces-Barlovento-Garafía.

-Fuencaliente-Tazacorte-

Los Llanos-Tijarafe-

Puntagorda
	44.552

37.867

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	82.419

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y 

ACOSO MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	82.419

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	1


	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIADERIVADA DE

CONFLICTOS ARMADOS
	1


	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	


(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(A) Los 2 Pisos Tutelados que corresponden a la isla de La Palma se han situado en Santa Cruz de La Palma por ser donde se ha ubicado la Casa de Acogida. Otra posibilidad sería situar 1 P.T. en Santa Cruz de La Palma y otro P.T. en Los Llanos de Aridane.

	12.1.5.ISLA DE FUERTEVENTURA




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                ZONA DE

             COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	DEMA
	    1
	INSULAR
	Toda la isla
	53.903


ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO
	   Nº
	ÁMBITO
	      Nº

PLAZAS

 MUJERES

     (1)
	      Nº

PLAZAS

MENORES

      (2)
	   ZONA

COBERTURA
	VOLUMEN

POBLACIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA
	1
	INSULAR
	      2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	53.903

	CASAS ACOGIDA
	1
	INSULAR
	      3 pl.
	       9 pl.
	Toda la isla
	53.903

	PISOS TUTELADOS
	2
	INSULAR
	2 pl. 


	6 pl.


	Toda la isla
	53.903

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS

PSIQUIÁTRICOS


	1
	
	
	
	Centro 

Ubicado en

Gran Canaria,

pero con

cobertura para 

Gran Canaria,

Lanzarote y

Fuerteventura
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES DROGO-

DEPENDENDIENTES


	1
	
	
	
	Centro 

Ubicado en

Gran Canaria,

pero con

cobertura para 

Gran Canaria

Lanzarote y

Fuerteventura
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES PROSTITUTAS
	
	
	
	
	Centro 

Ubicado en

Gran Canaria,

pero con

cobertura para 

Gran Canaria,

Lanzarote y

Fuerteventura
	


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	     2
	COMARCAL
	-Puerto del Rosario-La Oliva-Betancuria

-Antigua-Tuineje-Pájara
	30.401

23.502

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	53.903

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y 

ACOSO MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	53.903

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	
	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA DERIVADA DE

CONFLICTOS

ARMADOS
	1


	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica 
	


(1) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(A) Los 2 Pisos Tutelados que corresponden a la isla de Fuerteventura se han situado en Puerto del Rosario, donde se ha ubicado la Casa de Acogida. Otra opción sería situar 1 P.T. en Puerto del Rosario y 1 P.T. en Tuineje.

	12.1.6.ISLA DE LA GOMERA




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                ZONA DE

             COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN 

	DEMA


	    1


	INSULAR


	Toda la isla


	17.153


ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	      Nº

PLAZAS

MUJERES

     (1)
	      Nº

PLAZAS

MENORES

      (2)
	   ZONA

COBERTURA


	VOLUMEN

POBLA-CIÓN

	CENTROS ACOGIDA

INMEDIATA


	     1
	INSULAR
	      2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	17.153

	CASAS ACOGIDA


	     1
	INSULAR
	      3 pl.
	       9 pl.
	Toda la isla
	17.153

	PISOS TUTELADOS


	     2
	INSULAR
	2 pl.


	6 pl.


	Toda la isla
	17.153

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS 

PSIQUIÁTRICOS
	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura para

Tenerife,

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS 

ACOGIDA

MUJERES 

DROGO

-DEPENDIENTES


	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura para

Tenerife,

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS 

ACOGIDA

MUJERES 

PROSTITUTAS
	1
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura para

Tenerife,

La Palma,

La Gomera y 

El Hierro
	


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	     1
	INSULAR
	-San Sebastián-Hermigua-Agulo-Valle Gran Rey-Vallehermoso-Alajeró
	17.153

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	17.153

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	17.153

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	
	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica
	

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA DERIVADA DE

CONFLICTOS ARMADOS
	
	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica
	


(1) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(A) Los 2 Pisos Tutelados que corresponden a la isla de La Gomera se han situado en San Sebastián, donde se ubica la Casa de Acogida. Otra alternativa sería situar 1 P.T. en San Sebastián y 1 P.T. en Valle Gran Rey.

	12.1.7.ISLA DE EL HIERRO




ATENCIÓN DE EMERGENCIA:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                ZONA DE

             COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	DEMA
	    1
	INSULAR
	Toda la isla
	8.082


ACOGIDA TEMPORAL:

	DENOMINACIÓN 

RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	      Nº

PLAZAS

 MUJERES

     (1)
	      Nº

PLAZAS

MENORES

      (2)
	   ZONA

COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	CENTROS 

ACOGIDA

INMEDIATA


	     1
	INSULAR
	      2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	8.082

	CASAS ACOGIDA
	     1
	INSULAR
	       2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	8.082

	PISOS 

TUTELADOS
	     1
	INSULAR
	       2 pl.
	       6 pl.
	Toda la isla
	8.082

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES 

TRASTORNOS PSIQUIÁTRICOS


	
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura 

para

Tenerife, 

La Palma, 

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES  DROGO-

DEPENDIENTES


	
	
	
	
	Centro 

Ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura 

para

Tenerife, 

La Palma

La Gomera y 

El Hierro
	

	CENTROS ACOGIDA

MUJERES PROSTITUTAS


	
	
	
	
	Centro 

ubicado en

Tenerife, 

pero con

cobertura 

para Tenerife,

La Palma, 

La Gomera y 

El Hierro
	


ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN 

DEL RECURSO


	   Nº


	ÁMBITO
	                  ZONA DE

                COBERTURA


	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	     1
	INSULAR
	- Valverde-Frontera
	8.082



	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	8.082



	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla
	8.082



	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	
	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

VIOLENCIA DERIVADA DE

CONFLICTOS ARMADOS
	
	
	Dispositivo ubicado en 

Gran Canaria, pero con 

cobertura autonómica


	


(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

OPCIÓN ALTERNATIVA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL SERVICIO ATENCIÓN VIOLENCIA DOMÉSTICA (ZONA CENTRO DE GRAN CANARIA):

ASESORAMIENTO ESPECIALIZADO Y RECUPERACIÓN:

	DENOMINACIÓN

DEL RECURSO


	Nº


	ÁMBITO
	ZONA DE

COBERTURA

(3)
	VOLUMEN

POBLACIÓN

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

VIOLENCIA DOMÉSTICA
	     7
	COMARCAL
	-Las Palmas

-Telde

-Santa Brígida-Valsequillo-

San Mateo-Valleseco-

Artenara-Tejeda

-Santa María de Guía-

Gáldar-Agaete-La Aldea

-Arucas-Teror-Firgas-Moya

-Ingenio-Agüimes-Santa 

Lucía

-San Bartolomé-Mogán
	354.757

86.037

40.876

43.274

58.277

87.480

50.985

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

AGRESIONES SEXUALES
	     1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en 4 

zonas (Las Palmas de 

Gran Canaria,

Telde-Zona Centro, Zona 

Norte y Zona Sur)
	728.391

	SERVICIO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS 

ACOSO SEXUAL Y Y 

ACOSO MORAL
	     1
	INSULAR
	Toda la isla, dividida en 4 

zonas (Las Palmas de 

Gran Canaria, 

Telde-Zona Centro, 

Zona Norte y Zona Sur)
	728.391

	DISPOSITIVO ATENCIÓN

MUJERES VÍCTIMAS

REDES TRÁFICO
	     1
	AUTONÓ-

MICO
	Toda la Comunidad 

Autónoma, con especial 

incidencia en las islas 

de Lanzarote, Fuerteventura,

Gran Canaria y Tenerife
	Población

inmigrante



	DISPOSITIVO 

ATENCIÓN MUJERES 

VÍCTIMAS VIOLENCIA

DERIVADA DE

CONFLICTOS ARMADOS
	     1
	AUTONÓ-

MICO
	Toda la Comunidad 

Autónoma, con especial 

incidencia en las islas 

de Lanzarote, Fuerteventura,

Gran Canaria y Tenerife
	Población

inmigrante




(1) El  criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para mujeres ha sido el siguiente:

- Centros de Acogida Inmediata: 1 plaza por cada 50.000 habitantes.

- Casas de Acogida: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Pisos Tutelados: 1 plaza por cada 20.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Trastornos Psíquicos: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres con Problemática Asociada de Drogodependencias: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

- Centros de Acogida para Mujeres que Ejercen la Prostitución: 1 plaza por cada 100.000 habitantes.

(2) El criterio aplicado para calcular el número de plazas de acogida para menores ha sido de 3 menores por cada mujer acogida.

(3) Zonas de cobertura:

- Zona Centro: abarcaría los municipios de Valsequillo, Santa Brígida, San Mateo, Valleseco, Tejeda y Artenara.

- Zona Norte: abarcaría los municipios de Arucas, Teror, Firgas, Moya, Santa Mª de Guía, Gáldar, Agaete y La Aldea (San Nicolás de Tolentino).

- Zona Sur: abarcaría los municipios de Ingenio, Agüimes, Santa Lucía de Tirajana, San Bartolomé de Tirajana y Mogán.

(A) Se ha optado por situar los 2 Pisos Tutelados que corresponden a la zona norte de Gran Canaria en el municipio de Gáldar, por ser el lugar donde se ha ubicado la Casa de Acogida de dicha zona. De esta manera se pretende que las mujeres que ya han sufrido un traslado de municipio, con todo lo que ello conlleva, no se vean obligadas a cambiar de nuevo de residencia al tener que trasladarse de la Casa de Acogida al Piso Tutelado (puesto que no siempre coincidiría con su municipio de residencia). No obstante, creemos que también sería válido ubicar cada uno de los 3 Pisos en un municipio diferente. En este caso, optaríamos por situarlos en los 3 municipios de mayor población, es decir, 1 P.T. en Gáldar (22.220 habitantes), 1 P.T. en Arucas (31.175 habitantes) y 1 P.T. en Santa Mª de Guía (13.897 habitantes). Sería conveniente que al menos un Piso permaneciese en el mismo municipio que la Casa de Acogida, teniendo en cuenta que una gran parte de la población reside en el mismo. Un tercer criterio a la hora de decidir la ubicación de los Pisos Tutelados podría ser abrir un proceso de consulta con los Ayuntamientos de la zona, y que sean ellos quienes, conociendo el territorio y sus necesidades, decidan y negocien dónde quieren ubicarlos.

(B) Al igual que en el caso anterior, se ha optado por situar los 4 Pisos que corresponden a la zona sur de Gran Canaria en los dos municipios donde se han ubicado las 2 Casas de Acogida de dicha zona, es decir, Santa Lucía de Tirajana y San Bartolomé de Tirajana. No obstante, también sería válido ubicar cada Piso en un municipio distinto. En este caso, se podría optar por la siguiente distribución: 1 P.T. en Santa Lucía de Tirajana (43.543 habitantes), 1 P.T. en San Bartolomé de Tirajana (38.729 habitantes), 1 P.T. en Ingenio (24.004 habitantes) y 1 P.T. que podría ubicarse o bien en Agüimes (si atendemos al criterio de mayor población municipal, puesto que tiene 19.933 habitantes frente a los 12. 256 de Mogán) o bien en este último municipio, puesto que en la zona Mogán-San Bartolomé se ubica una gran cantidad de población flotante no censada, dado su carácter turístico. Sería por tanto importante contar con la opinión de los Ayuntamientos de la zona.
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